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PARTE I.
EL COMPLIANCE EN LA EMPRESA





1 | LA RESPONSABILIDAD PENAL EN LA 
EMPRESA

1.1 INTRODUCCIÓN

Tras la entrada en vigor el 23 de diciembre de 2010 de 
la reforma del Código Penal (CP) por la Ley Orgánica 
5/2010 de 22 de junio, el derecho penal español deja 
atrás el axioma de la incapacidad penal de las personas 
jurídicas.

A raíz de la reforma del art. 31 del CP, las empresas, 
en su condición de personas jurídicas, pueden ser 
responsables penalmente de los delitos cometidos en su 
beneficio, directo o indirecto, dentro de su ámbito o con 
los medios facilitados por ésta por sus empleados y sus 
directivos.

Asimismo, la entrada en vigor el 13 de marzo de 2019 
de la Ley Orgánica 1/2019, de 20 de febrero, que 
tiene por objeto la trasposición de varias directivas del 
Parlamento Europeo y del Consejo amplía el régimen de 
responsabilidad penal para las personas jurídicas, y por 
la imposición de multas cada vez más elevadas. 

El régimen de responsabilidad ha supuesto el 
reconocimiento definitivo de la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas y de los modelos de 
prevención de delitos como instrumentos clave 
para prevenir y detectar la comisión de conductas 
contrarias a la Ley.

Las personas jurídicas que implanten modelos de 
prevención de delitos eficaces y que cumplan con 

una serie de requisitos se les otorgará carácter 
exoneratorio o atenuante de la responsabilidad 

penal al haber establecido medidas eficaces para 
prevenir y descubrir los delitos que en el futuro 

pudieran cometerse con los medios o bajo la 
cobertura de la persona jurídica.  

(De conformidad con el art. 31 del CP)

3



1

2

La persona jurídica no será susceptible de ser sujeto activo de todos aquellos delitos que figuran en el Código Penal; 
es más, la entrada de la responsabilidad penal de las personas jurídicas en el derecho español ha sido motivada por la 
presión de los instrumentos jurídicos internacionales que demandan una respuesta clara para las personas jurídicas, 
sobre todo aquellas figuras delictivas donde la posible intervención de las mismas se hace más evidente (a modo de 
ejemplo):

• Corrupción sector privado,

• Corrupción transacciones comerciales internacionales,

• Pornografía,

• Prostitución infantil,

• Trata de seres humanos,

• Blanqueo de capitales,

• Inmigración ilegal,

• Ataques a sistemas informáticos.

Igualmente, el Código Penal y la normativa reguladora y disposiciones en esta materia, regulan distintas formas de 
imputación, de conformidad con el art. 31 bis del CP la persona jurídica responderá penalmente en dos supuestos:

Por los delitos cometidos en nombre o por cuenta de la persona jurídica, y en su provecho, por sus 
legales representantes y administradores de hecho o de derecho.

Por los delitos cometidos, en el ejercicio de actividades sociales y por cuenta y en provecho de la 
persona jurídica, por quienes, estando sometidos a la autoridad de sus legales representantes o 
administradores de hecho o de derecho, han podido realizar los hechos por no haberse ejercido 
sobre ellos el debido control atendidas las concretas circunstancias del caso.

De conformidad con lo anterior, la responsabilidad penal de la persona jurídica existirá aunque la persona física que 
ha cometido el delito de manera directa:

• No haya sido individualizada,

• No haya sido posible dirigir un procedimiento contra ella,

• Esté exenta de responsabilidad por falta de responsabilidad,

• Haya fallecido,

• Se haya sustraído a la acción de la justicia.

1.2.1 Los delitos cometidos por el administrador o representantes:

Para que concurra la responsabilidad penal de la persona jurídica es preciso que, la actuación ilícita se haya llevado 
en nombre o por cuenta de la misma y que la actuación ilícita se haya realizado en provecho directo o indirecto de la 
persona jurídica.

1.2 LA REGULACIÓN EN EL CÓDIGO PENAL DE LOS DELITOS 
DE LAS PERSONAS JURÍDICAS
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1.2.2 Los delitos cometidos por los subordinados:

Estos se refieren a todo el personal laboral y cualquier sujeto que desarrolle una actividad para la persona jurídica. 
En estos casos, será necesario que el delito lo cometa el subordinado en el ejercicio de actividades desarrollada por 
la persona jurídica y por cuenta y en provecho de la entidad y que haya podido llevar a cabo el hecho delictivo por no 
haber ejercido sobre él la entidad el debido control atendido las concretas circunstancias del caso.

1.2.3 Responsabilidades penales independientes:

La condena de la persona jurídica será, en todo caso, independiente de la condena de la persona física. Las 
circunstancias modificativas de la responsabilidad penal de la persona física será intransferible. Siguiendo el art. 
31 bis. 3 CP las circunstancias que afecten a la culpabilidad de la persona física o agraven su responsabilidad no 
excluirán ni modificaran la responsabilidad penal de la persona jurídica.

1.2.4 Prevención de intentos de eludir responsabilidad penal:

Con el fin de evitar que la persona jurídica realice maniobras tendentes a eludir la responsabilidad penal el CP ha 
establecido dos fórmulas en su art. 130.2 CP. Por ello, no se extinguirá la responsabilidad penal en los siguientes 
casos:

En casos de transformación, fusión, absorción o escisión de la persona jurídica, trasladándose a las 
entidades en que se transforme.

En casos de disolución encubierta o meramente aparente de la persona jurídica.
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CUESTIONES GENERALES:

El CP (art. 33.7) establece las penas o sanciones penales que exclusivamente se pueden imponer a las personas 
jurídicas, y que serán las siguientes: 

Multas por cuotas o proporcional.

Disolución de la persona jurídica. Producirá la pérdida definitiva de su personalidad jurídica, así como 
la capacidad de actuar de cualquier modo en el tráfico jurídico, o de llevar a cabo cualquier actividad, 
aunque sea lícita. 

Suspensión de sus actividades por un plazo que no podrá exceder de cinco años.

Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no podrá exceder de cinco años.

Prohibición de realizar en el futuro las actividades cuyo ejercicio se haya cometido, favorecido o 
encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. En caso de ser temporal no 
podrá superar los 5 años.

Inhabilitación para obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con el sector público y 
para gozar de beneficios e incentivos fiscales o de seguridad social, por un plazo que no podrá exceder 
de quince años.

Intervención judicial para salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el 
tiempo que se estime necesario. 

1.3 PENAS, CONSECUENCIAS ACCESORIAS Y MEDIDAS 
CAUTELARES

Recomendaciones para la Implantación del Manual de Compliance en las Organizaciones



2 | ¿POR QUÉ EL COMPLIANCE?

2.1

2.2

INTRODUCCIÓN

¿POR QUÉ ES NECESARIO UN PLAN DE COMPLIANCE EN 
LA EMPRESA?

Todo ha cambiado para la empresa con la consagración de la responsabilidad penal que fue introducida ya por Ley 
Orgánica 5/2010 de 22 de junio y que la Ley Orgánica 1/2015 de 30 de marzo ha pretendido aclarar.

Las posibles sanciones y consecuencias jurídicas que suponen para una persona jurídica la comisión de un delito 
en el seno de una organización hacen del Compliance la única forma de evitar que la persona jurídica pueda ser
declarada responsable penalmente, evitando que se le puedan imponer las sanciones previstas en el art. 33.7 
del CP: multa, disolución de la persona jurídica, suspensión de actividades, clausura de locales y establecimientos, 
inhabilitación para contratar con el sector público, o la intervención judicial. En este punto, y aunque por parte de 
los representantes de la persona jurídica se entienda lo contrario, es importante tener en cuenta que los seguros de 
responsabilidad civil que suscriba la organización no cubrirán, en ningún caso, la responsabilidad penal derivada del 
delito.

Asimismo, el Compliance también es la única forma de preservar a la organización, a sus representantes y
administradores de imputaciones penales, garantizando su continuidad y sostenibilidad, lo cual estaría alineado y 
formaría parte de la estrategia de mejora continua (Ciclo de Deming) de cualquier compañía. No obstante, a este 
respecto es importante tener en cuenta que la instauración de un Manual Compliance en el seno de la organización
de la persona jurídica nunca supondrá, per se, la posibilidad de extinción o atenuación de la responsabilidad penal. 

Para ello, el Manual Compliance deberá estar activo, vivo, y que su presencia en la organización 
demuestre la implicación e intento de mejora en la cultura de cumplimiento en todos sus ámbitos. 
Debiendo identificar conductas concretas y una evaluación de riesgos real en constante evaluación 
y evolución. 

Por otro lado, el Compliance Penal otorgaría otra serie de beneficios a nivel del desarrollo de la actividad económica-
empresarial, desde el punto de vista de la contratación pública, por ejemplo, irá adquiriendo mayor importancia 
disponer de un plan de Compliance sobre todo si tenemos en cuenta que la Directiva 2014/24/UE del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública puede llegar a exigir que las posibles 
empresas licitadoras mantengan un Manual Compliance en su organización.

La implantación de un modelo de prevención 
penal es necesaria para garantizar la supervivencia 

y continuidad de la empresa y es un modelo de 
gestión que le otorga seguridad jurídica y ayuda a 

preservar su reputación.

7



Cabe hacer hincapié en que en los casos en los que las anteriores circunstancias solamente puedan ser objeto de 
acreditación parcial, esta circunstancia será valorada a los efectos de atenuación de la pena. Recordemos que en la 
regulación de 2010 disponer de los Planes de Prevención Penal era contemplado solo como atenuante, de forma que 
ahora, los beneficios de implantarlo son muy evidentes a efectos de responsabilidad de la empresa.	

2.3 LA HOJA DE RUTA

El órgano de administración de la empresa tiene un papel esencial para su instauración y puesta en marcha, ya 
que es el que debe impulsar la implantación del Modelo antes de la comisión del delito. En este sentido, la persona 
jurídica podría ver aminorada su pena o incluso llegar a quedar exenta de responsabilidad jurídica si se cumplen las 
siguientes condiciones:

Que no se haya producido una omisión o 
un ejercicio insuficiente de sus funciones 
de supervisión, vigilancia y control por 
parte del órgano al que se refiere la 
condición 2ª

Que el órgano de administración haya 
adoptado y ejecutado con eficacia, antes 
de la comisión del delito, modelos de 
organización y gestión que incluyen las 
medidas de vigilancia y control idóneas 
para prevenir delitos de la misma 
naturaleza o para reducir de forma 
significativa el riesgo de su comisión

Que los autores individuales han cometido 
el delito eludiendo fraudulentamente los 
modelos de organización y de prevención

Que la supervisión del funcionamiento 
y del cumplimiento del modelo de 
prevención implantado ha sido confiada 
a un órgano de la persona jurídica con 
poderes autónomos de iniciativa y 
de control o que tenga encomendada 
legalmente la función de supervisar la 
eficacia de los controles internos de la 
persona jurídica

El órgano de 
administración de 

la empresa tiene un 
papel esencial para su 
instauración y puesta 

en marcha

Recomendaciones para la Implantación del Manual de Compliance en las Organizaciones
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las actividades en 
cuyo ámbito 
puedan ser 
cometidos los 
delitos que deben 
ser prevenidos los protocolos o 

procedimientos 
que concreten el 
proceso de 
formación de la 
voluntad de la 
persona jurídica, 
de adopción de 
decisiones y de 
ejecución de las 
mismas con 
relación a 
aquéllos.

de modelos de 
gestión de los 
recursos 
financieros 
adecuados para 
impedir la 
comisión de los 
delitos que deben 
ser prevenidos.

la obligación de 
informar de 
posibles riesgos e 
incumplimientos 
al organismo 
encargado de 
vigilar el 
funcionamiento y 
observancia del 
modelo de 
prevención.

un sistema 
disciplinario que 
sancione 
adecuadamente 
el 
incumplimiento 
de las medidas 
que establezca el 
modelo.

una verificación 
periódica del 
modelo y de su 
eventual 
modificación 
cuando se 
pongan de 
manifiesto 
infracciones 
relevantes de sus 
disposiciones, o 
cuando se 
produzcan 
cambios en la 
organización, en 
la estructura de 
control o en la 
actividad 
desarrollada que 
los hagan 
necesarios.

1
2

3
4

5
6

Identificar

Establecer

Disponer

Imponer

Instaurar

Realizar

Requisitos para un 
     Manual de Compliance eficaz

2.4 REQUISITOS DEL MANUAL DE COMPLIANCE

El artículo 31 bis. 5 del CP establece los requisitos que el modelo debe cumplir para conducir a la exoneración de 
responsabilidad penal:
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1. Identificar
y analizar los
riesgos penales
relevantes que
afectan a la
empresa

2. Analizar e
identificar los
mecanismos
internos de
control

o que no analicen las conductas propias de la empresa, 
extremo que ya puso de manifiesto la Fiscalía General 
del Estado en su anterior Circular 1/2011, entrando
a analizar que dichas prácticas no enervaban la
responsabilidad penal de la empresa pudiendo resultar
un mero maquillaje que nada tiene que ver con el cambio 
cultural y ético que supone el Compliance.

Estos requisitos son igualmente exigidos respecto a 
los Manuales o Programas Compliance en la norma UNE 
19601 e ISO 19600.

2.5.2 Identificar procesos y controles 
existentes.

La segunda acción consistiría en analizar e identificar 
los mecanismos internos de control con los que cuenta 
ya la persona jurídica para hacer frente a los riesgos 
detectados, de acuerdo con el principio de eficiencia 
en los recursos empleados empresariales.

El Modelo de Prevención Penal no debe concebirse 
como algo aislado del resto de áreas de cumplimiento 
legal de la empresa, es decir, todas aquellas políticas, 
manuales y procedimientos existentes deben servir 
para evaluar donde pueden existir riesgos penales 
(procesos de gestión de la seguridad de la información y 
protección de datos, de gestión de RRHH, prevención y 
blanqueo de capitales, comercial y marketing, property 
rights, etc.)

2.5 FASES DE DESARROLLO E IMPLANTACIÓN DEL MANUAL
              DE COMPLIANCE

2.5.1 Mapeo de riesgos penales.

La primera acción relevante para poner en marcha 
el Manual Compliance es la identificación y análisis 
de los riesgos penales relevantes que afectan a 
la empresa, distinguiendo los riesgos propios del 
negocio o actividad que desarrolla la entidad de los 
riesgos comunes que afectarían a cualquier clase de 
organización, por tanto, se trata de identificar riesgos 
y establecer medidas y pautas de control para poder 
neutralizarlos.

Hay que tener en cuenta que la Circular de la Fiscalía 
1/2016, sobre la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas conforme a la reforma del Código Penal 
efectuada por Ley Orgánica 1/2015 considera que 
no son idóneos los Manuales de Prevención de delitos o 
Programas de Compliance copiados de otras entidades 

Recomendaciones para la Implantación del Manual de Compliance en las Organizaciones
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2.6 ELABORACIÓN DEL MANUAL DE PREVENCIÓN

A juicio de la Fiscalía, el modelo ha de ser idóneo para prevenir delitos y para detectarlos; Sin embargo, la comisión 
de un delito en el futuro no conduciría automáticamente a considerar el programa como ineficaz toda vez que habría 
que valorar la efectividad del mismo, así como las medidas instauradas en el seno de la empresa.

A estos efectos, los aspectos esenciales a valorar en los manuales y que son exigidos tras la reforma del Código Penal 
se concretan en los siguientes: 

1. Establecer protocolos que concreten el proceso de formación de voluntad de la persona
jurídica:

Estos procedimientos deben garantizar altos estándares éticos en la contratación y promoción de directivos, pues 
no se puede olvidar que es el órgano de administración quien está obligado a adoptar y ejecutar con eficacia, antes 
de la comisión del delito, modelos de organización y gestión que incluyan las medidas de vigilancia y control idóneas 
para prevenir delitos de la misma naturaleza o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión. El objetivo 
que ha pretendido el legislador es evitar la toma de decisiones imprudentes o dolosas en la persona compañía.

2. Recursos financieros:

La tarea de gestión de estos recursos supondrá inicialmente que la empresa deba controlar sus recursos financieros 
para evitar la comisión de delitos. Controlar los flujos económicos constituye la forma básica de prevención, y ahí 
está el ejemplo de la Sarbanes-Oxley Act de 2002 en EEUU.

Adicionalmente, se debería tener asignada una partida presupuestaria para abordar estas cuestiones de forma que 
se pueda comprobar el compromiso real de la empresa con el cumplimiento y con el modelo adoptado pues debe ser 
revisable para que la implantación sea eficaz y no quede desactualizada.

3. Canal ético y sistemas de denuncias:

El modelo debe contemplar la posibilidad de cumplir con la obligación de informar de posibles riesgos e 
incumplimientos por parte de las personas que trabajan en la compañía. Se debe arbitrar una solución para cumplir 
con esto, pero garantizando la protección específica del denunciante y garantizando la confidencialidad. Asimismo, 
sin que la denuncia ponga en riesgo su continuidad en la empresa. Es recomendable, el hecho de que un tercero 
externo de confianza reciba estas notificaciones podría facilitar el funcionamiento real del sistema.

Aunque no es objeto de análisis ahora, en la elaboración de este canal de denuncias se debe garantizar el cumplimiento 
de la normativa en materia de protección de datos personales y convendría tener presente los criterios de la Agencia 
Española de Protección de Datos (AEPD) sobre la “Creación de sistemas de denuncias internas en las empresas 
(mecanismos de “whistleblowing”), informe emitido por el Gabinete Jurídico de la Agencia donde se decanta por 
prohibir las denuncias anónimas.

Asimismo, habrá de tener en consideración la reciente obligación exigida por el Real Decreto 11/2018 acerca de la 
obligación de crear canales de denuncias para prevenir el blanqueo de capitales, de conformidad con la actividad de 
la organización.
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4. Sistema disciplinario:

Es necesario contemplar un sistema de sanciones disciplinarias derivado del incumplimiento de Manual Compliance
conforme a la regulación laboral. Infringir el Modelo debe tener consecuencias para miembros de la organización, 
directivos, empleados y terceros que se desarrollen con la misma, de lo contrario resultaría completamente ineficaz. 

5. Verificación periódica del modelo de Compliance:

Asimismo, en relación a la necesidad de verificar y auditar el Plan, aunque no se contempla plazo ni procedimiento 
de revisión, lo bien cierto es que la obligación impone de forma meridiana que un modelo de prevención adecuado 
debe ser revisado. La correcta operatividad del modelo exige periódicamente su actualización, al margen de que 
evidentemente la concurrencia de circunstancias, que influyan en el análisis de riesgos, conllevaría su revisión 
inmediata.

6. Formación:

Por último, la comunicación y difusión adecuada del Modelo de Prevención Penal a todos los afectados resultaría 
fundamental. Se ha de establecer una solución de comunicación interna y de formación que deviene absolutamente 
necesaria para garantizar el éxito del modelo.

Recomendaciones para la Implantación del Manual de Compliance en las Organizaciones
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COMPLIANCE

La función de Compliance asume las tareas de 
prevención, detección y gestión de riesgos de 
Compliance mediante la operación de uno o 
varios Programas de Compliance, contri-
buyendo a promover y desarrollar una 
cultura de cumplimiento en el seno 
de la organización.

Serán riesgos los relacionados 
con el incumplimiento de las obliga-

ciones de Compliance, esto es, 
aquellas que una organización 

debe cumplir, y también las que 
elige voluntariamente cumplir.

La organización deter-
minará las obligaciones de 

Compliance cuyo riesgo de 
incumplimiento prevendrá, 

detectará y gestionará la función 
de Compliance a través de uno o 

varios Programas de Compliance.

La organización 
cuidará que la prevención, 
detección y gestión de riesgos 
de Compliance queden sujetos a 
uno o varios Programas de Complian-
ce razonablemente documentados, que 
fijen claramente su alcance y concreten los 
cometidos a desarrollar por la función de 
Compliance y sus responsables.

La función de Compliance se acomoda a 
las circunstancias de cada organiza-

ción, debiendo disponer de las 
estructuras y recursos que 

sean proporcionales a las 
mismas.

La función de Compliance puede 
concurrir tanto en organizaciones 

públicas como privadas, con y sin 
ánimo de lucro.

La función de Compliance podrá 
desempeñarse tanto por un órgano 
unipersonal como colegiado y 
podrá tener carácter interno o 
externo, debiendo valorar, en 
tal caso, los posibles riesgos y 
ventajas de establecer 
esta situación. (2)

El régimen jurídico aplicable 
derivará de la normativa aplica-
ble a cada organización y sus 
actividades. Las disposiciones de 
este documento se interpreta-
rán de conformidad con lo 
establecido en ese marco 
legal u organizativo, 
que prevalecerá en 
caso de discre-
pancias. (1)

3 | ESTRUCTURAS DE LA FUNCIÓN DE 
COMPLIANCE

(1) Y, con carácter general, de las siguientes:
- Código Penal,
-	 Circular 1/2016 de la Fiscalía General del Estado sobre 

responsabilidad penal,
-	 Real Decreto, 11/2018, de 31 de agosto (en vigor desde el 

4 de septiembre de 2018 de procedimientos internos de 
comunicación y su obligatoriedad,

-	 ISO 19600,
-	 Norma UNE 19601 que establece los requisitos para sistemas 

de gestión de Compliance penal,
-	 Norma UNE 19602 buenas prácticas tributarias,
-	 Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y de 

Consejo de 27 abril de 2016 relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos 
personales y a la libre circulación de estos datos.

(2) En cualquier caso, será considerada una función exigida a la
organización, independientemente de que la misma se externalice
o no. Por lo tanto, podrá externalizarse algunos de los cometidos
establecidos o derivados de la ejecución del Programa o Programas
de Compliance. Sin perjuicio de ello, la responsabilidad de operar
diligentemente un Programa de Compliance corresponde al equipo de 
Compliance que deba operarlo.

Cuando la función de Compliance se establezca como órgano
colegiado, se identificará a la persona que lo representa, en calidad de 
responsable de Compliance y/o su máximo representante.
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1   |   INTRODUCCIÓN 
 

 
 
 
El origen de la expresión “Compliance” se encuentra el derecho angloamericano. Una traducción adecuada del 
término podría ser “programa de cumplimiento efectivo” o “programa de cumplimiento legal”. 
 
Este concepto no es nuevo, pero la evolución de la sensibilidad social ante los delitos económicos, los sistemas 
de autorregulación se iban mostrando cada vez más necesarios a medida que las empresas se iban expandiendo 
y aumentando sus intervenciones en el mercado. 
 
A finales de la década de 1950 y principios de la de 1960 tuvo lugar la primera expansión importante de los 
programas de “Compliance” en USA. La razón fundamental fue la condena de numerosas sociedades vinculadas a 
la industria pesada a desarrollar estos programas tras la comisión de delitos contra la competencia.  
 
Los primeros programas de “Compliance” contenían una declaración de política de la empresa, educación del 
personal, establecimiento de procedimientos internos para llevar a cabo dicha política de la empresa, la 
formulación de directrices para aplicar su política y documentación sobre el transcurso del programa. 
 
En el caso de España la evolución legislativa que se está produciendo, genera en las empresas la necesidad de 
adaptarse a los cambios y adoptar prácticas y políticas novedosas para ellas. Desde que en 1885 se promulgó 
nuestro, todavía vigente, Código de Comercio, el concepto de empresario ha variado gradualmente de un 
contexto más cercano a la “tienda” o “almacén”, hasta convertirse en un Derecho de Mercado, como escenario 
en que se realizan los intercambios jurídicos y económicos, y en el que al Estado le corresponde una nueva y 
determinada función regulatoria. 
 
De esta forma han ido apareciendo, desde hace décadas, una serie de tópicos que han venido asentado el 
concepto de “ética de los negocios” como forma más eficiente de gestionar las empresas, con mayor concepto 
de humanización y un mayor respeto a la ley y a los derechos individuales y sociales.  
 
Esta evolución nos ubica hoy en día dentro del fenómeno de la autorregulación de las sociedades mercantiles, 
donde no resulta suficiente la imposición voluntaria de estándares de conducta y protocolos, sino que los poderes 
públicos condicionan y fomentan esas estructuras de autorregulación dentro de la empresa. En esta línea aparece 
la reciente Ley Orgánica 1/2015, de reforma de la Ley 10/1995 –nuestro vigente Código Penal-, que nos 
presenta los modelos de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia y control idóneas para 
prevenir delitos. 
 
Este modelo de organización, o programa de cumplimiento penal o normativo, supone trasladar a la persona 
empresa la función de prevención penal, permitiendo que estas se autorregulen y se doten ellas mismas de 
mecanismos de la forma que mejor se ajusten a su estructura y funcionamiento. 
 
Ante esta necesidad planteada por imperativo legal, PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. pretende desarrollar un 
manual de Plan de Prevención Penal o cumplimiento normativo, que además se enmarca en la política de estricto 
cumplimiento de la normativa vigente, y en línea con los documentos de Política de Empresa y Responsabilidad 
Empresarial, así como de Gestión Integrada. 
 
El presente manual servirá como base para poder desarrollar el Plan de Prevención, herramienta apropiada para 
la prevención de delitos dentro del seno de la persona jurídica, y concretamente para el supuesto de la comisión 
de los referidos en el artículo 31 bis.1 del Código Penal: 
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Con este fin se realiza, y se adopta el compromiso de garantizar su estudio, mejora y posterior implantación 
favoreciendo su aplicación en toda la organización, así como el de los mecanismos que este plan pueda 
implementar, o los órganos que previstos para su correcta aplicación y funcionamiento. 
 
 

1.1    DESCRIPCIÓN ACTIVIDAD DE PUBLISERVIC CANARIAS 
S.L.U. 
 

 
 
La organización, cuya razón social es “Publiservic Canarias, S.L.U.”, constituida el 13 de julio de 2003, se encuentra 
domiciliada en calle Tembel, 2, San Bartolomé de Geneto, C.P.: 38.296, San Cristóbal de La Laguna, Tenerife, 
España.  La organización se encuentra inscrita en el Registro Mercantil de Santa Cruz de Tenerife al Tomo 2476, 
Folio 175, Hoja TF-31875, Secc. Gral., inscripción 1a, provista de N.I.F. B-38736336. Web corporativa: 
www.publiservic.com. La organización está administrada por un administrador único. Según nos informan en el 
test inicial, el capital social asciende a 78.230,00 euros titulado por 1 persona física, siendo en consecuencia la 
organización de carácter unipersonal. Tiene en plantilla 24 empleados  

El objeto social de la organización lo constituye:  

1) Las actividades propias de las Agencias de Publicidad.  

2) El desarrollo por cuenta de terceros de las siguientes actividades:  

a. Fabricación y comercialización de mascarillas y productos textiles, equipos e instrumental de uso sanitario y 
para la protección individual, incluyendo su importación y exportación dentro y fuera de la Unión Europea.  

b. Preimpresión, preparación de soportes, impresión, artes gráficas, encuadernación y servicios relacionados con 
la misma.  

c. Edición de libros, periódicos, revistas y otras actividades editoriales  

d. Servicios de representación de medios de comunicación, estudios de mercado, encuestas de opinión pública, 
organización de ferias de muestras y convenciones.  

e. Diseño especializado y fotografía.  

f. Promoción inmobiliaria, instalación, mantenimiento y explotación de elementos en la vida pública y mobiliario 
urbano. 

 g. Compraventa y alquiler de bienes inmobiliarios.  

h. Limpieza de edificios, piscinas, industrias, medios de transporte, vías públicas y actividades de desinfección, 
desratización y desinsectación.  

j. Distribución e instalación de láminas solares.  

http://www.publiservic.com/
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Según la información facilitada por la organización la actividad principal es: agencias de publicidad (CNAE 7311) 
y como actividad secundaria: actividades de impresión, artes gráficas, así como rotulación de diversos productos 
(CNAE 1812)  

Sin perjuicio de que no hemos tenido acceso a su contenido, según la información facilitada por la organización 
en el test inicial, ésta mantiene implantada las siguientes políticas:  
 

• Código Ético y/o de conducta (al que sí hemos podido acceder) 

• Política de uso de sistemas informáticos 

• Política de privacidad 

• Manual de cumplimiento en materia de protección de datos 

• Política de prevención de blanqueo de capitales 

• Política de Seguridad y Salud 

• Política de Prevención de Riesgos Laborales. 

 
La organización hace uso de la marca denominativa de su propiedad “Episcan” 
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2   |   OBJETO, ÁMBITO DE APLICACIÓN Y 
METODOLOGÍA 

 

2.1    OBJETO 
 
El objeto del presente Manual es facilitar todas aquellas indicaciones para que la organización pueda implantar 
con posterioridad el plan de prevención de delitos. De esta forma, este manual funciona como manual de 
instrucciones para dar a conocer la cultura compliance en la organización e instruir a PUBLISERVIC CANARIAS 
S.L.U.  a implantarlo y, en su caso, si lo consideran, aplicar las políticas y acciones necesarias.  
 
Asimismo, la organización deberá tener en cuenta que las instrucciones dadas en este manual han sido facilitadas 
en base a la información proporcionada por la propia organización, habiendo sido advertidos en todo caso que, 
este manual, no es suficiente para entender implantado un manual de cumplimiento en la organización.  
 
El objeto de este plan de prevención es la correcta formación de la voluntad de la Empresa respecto a las acciones 
a emprender ante una situación de riesgo penal1, de forma que se garantice la defensa de sus intereses teniendo 
en consideración la normativa legal y su situación procesal. 
 
En último lugar, también es su objeto implementar un canal óptimo y capaz de resolver y tramitar todas las 
situaciones en que los miembros de la organización puedan apreciar cualquier violación real o percibida por ellos 
de la normativa vigente.  
 
Todos los miembros de PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. deben sentirse responsables de la estricta aplicación de 
este Plan, dada la importancia de la Política empresarial de cumplimiento y compromiso con la normativa vigente. 
 
El esquema gráfico del manual de cumplimiento sería de la siguiente forma: 

 
 
1 La Organización deberá establecer un sistema de sanciones 

2.2    ÁMBITO DE APLICACIÓN 
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Para una correcta implantación del Compliance, deberá analizarse la totalidad de la organización. La observancia 
y aplicación del mismo será imperativa tanto para los empleados como para los directivos de PUBLISERVIC 
CANARIAS S.L.U.. 
 
Del mismo modo se verán afectados aquellos empleados o empresas que realicen actividades de servicios 
auxiliares para la misma, ligados por vínculo mercantil, y ello en la medida en que intervengan en los procesos de 
la persona jurídica, con riesgos penales de los comprendidos en la matriz de riesgos. 
 
También los servicios externos deben conocer y aplicar el Plan en sus relaciones con la organización, de forma 
que las operaciones que realicen en relación con la empresa se atengan a un estricto cumplimiento de lo 
contenido en él. 
 

2.3    METODOLOGÍA 
 
Para la realización de este modelo de organización y prevención se ha seguido un método que ha permitido el 
análisis con carácter general de los riesgos penales que pueden darse en el seno de la organización en base a la 
información facilitada en los test iniciales y documentación aportada. No obstante, no ha sido posible mantener 
entrevistas personales con los miembros de la organización, y la información se ha obtenido por los test iniciales 
y la documentación facilitada. De esta forma se ha podido definir y concretar, a priori, entre otros, los procesos 
existentes en el modelo de prestación de servicios de la empresa. 
 
Definida la actividad que desarrolla la empresa y los procesos existentes, se ha procedido a identificar los riesgos 
penales existentes en la persona jurídica y a clasificarlos en función de su impacto y su probabilidad, obteniendo 
un Mapa de Riesgos lo más adaptado posible según la información facilitada. Esta identificación se ha realizado 
desde un doble prisma, teniendo en cuenta por un lado los riesgos inherentes a toda entidad por el hecho de 
serlo, y los riesgos propios del sector de conformidad con la información proporcionada. 
 
En último lugar, se prevén también mecanismos de supervisión y actualización del Modelo, ya que este nace con 
vocación de acompañar a la empresa en su recorrido, por lo que debe estar siempre condicionado a un momento 
y condiciones puntuales, debiendo ser capaz de adaptarse a los cambios y necesidades. 
 
En suma, por lo descrito se da cumplimiento a lo previsto en el párrafo primero del apartado 2º del artículo 31.bis 
del Código Penal vigente, de forma que viene a desarrollar y establecer el modelo de organización y gestión, 
incluyendo las medidas de vigilancia y control idóneas para prevenir delitos y reducir de forma significativa la 
comisión de los mismos. 
 
Existe un catálogo cerrado de figuras delictivas para las que se prevé la responsabilidad de las personas jurídicas 
y que son las siguientes: 
 

• Delito de tráfico y trasplante ilegal de órganos humanos (art. 156 bis)  

• Delito de trata de seres humanos (art. 177 bis)  

• Delitos relativos a la prostitución y la corrupción de menores (arts. 187 a 189)  

• Delito de descubrimiento y revelación de secretos (art. 197) 

• Delitos de estafa (arts. 248 a 251)  

• Delitos de insolvencia punible (arts. 257 a 261)0 
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• Delito de daños informáticos (art. 264)  

• Delitos relativos a la propiedad intelectual e industrial, al mercado y a los consumidores (arts. 270 a 288) 

• Delito de blanqueo de capitales (art. 302) 

• Financiación ilegal de partidos políticos (art. 304) 

• Delitos contra la Hacienda Pública y contra la Seguridad Social (arts. 305 a 310)  

• Delitos contra los derechos de los trabajadores (art. 311 a 318)  

• Delitos contra los derechos e ciudadanos extranjeros (art. 318 bis)  

• Delitos contra la ordenación del territorio y el urbanismo (art. 319)  

• Delitos contra los recursos naturales y el medio ambiente (art. 325)  

• Delito de establecimiento de depósitos o vertederos tóxicos (art. 328)  

• Delito relativo a las radiaciones ionizantes (art. 343)  

• Delitos provocados por explosivos y otros agentes (art. 348)  

• Delitos contra la salud pública (arts. 368 y 369)  

• Delito de falsificación de tarjetas de crédito y débito y cheques de viaje (art. 399 bis)  

• Delitos de cohecho (arts. 419 a 427)  

• Delitos de tráfico de influencias (arts. 428 a 430)  

• Delitos de malversación (art. 435) 

• Delito de corrupción en las transacciones comerciales internacionales (art. 445) 

• Delitos de odio y enaltecimiento (art 510 bis) 

• Delitos de terrorismo (art. 576) 

• Contrabando- LO 6/2011 de represión del contrabando. 

•  
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3   |   ANÁLISIS DE RIESGOS PENALES 
 

 

3.1    MAPA DE RIESGOS 
 

Im
p

acto
 

4 

Tráfico ilegal de órganos 
Trata de seres humanos 

Prostitución y 
corrupción de menores 

Ejercicio derechos 
fundamentales 

Financiación terrorismo 
Energía nuclear 

Contra la salud Pública 

        

3   

Descubrimiento y 
revelación de 

secretos 
Recursos 

naturales y medio 
ambiente 

 
Estafas y fraudes 

Ordenación territorio 
Delito contable 

D. Contable 
Hacienda pública SS 
Corrupción negocios 

Propiedad 
intelectual  

  

2   

Falsificación 
moneda 

Financiación 
ilegal 
Daños 

informáticos 
Dcho de los 

trabajadores 
Riesgo provocado 

explosivos 

 
Trafico influencias 

Cohecho 
blanqueo capitales 
Frustración de la 

ejecución e insolvencias 

Contrabando 
Mercado y 

consumidores 
  

1           

0           

 
 0 1 2 3 4 

 
 Probabilidad 
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3.2    EVALUACIÓN DE RIESGOS 
 
En el anexo adjunto al presente Manual, se recoge la tabla de riesgos penales aplicable a la organización.  En 
primer lugar, de la tabla se recoge el artículo del código penal vigente actualmente (L.O. 1/1995, con la última 
reforma practicada por la L.O. 1/2015 y la LO 1/2019) que se corresponde con cada delito y el supuesto de 
hecho típico, esto es la conducta invocada por el precepto. 
 
Asimismo, se refleja una columna acerca de las sanciones previas que ha podido percibir la organización en 
relación con el hecho típico detallado. La tercera y cuarta columna de la tabla se corresponden con la probabilidad 
con la que el riesgo puede aparecer en la empresa contemplándose una escala con cuatro valoraciones diferentes 
y el impacto en la organización que pueda suponer la comisión del delito en función del perjuicio reputacional y 
la capacidad económica de financiación que se pueda ver perjudicada. Asimismo, se ha establecido un apartado 
más relativo a la severidad en 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

1 
Delito de tráfico 
ilegal de órganos 

Extraer obtener, promover, favorecer, facilitar o ejecutar el 
tráfico ilegal de órganos. Extracción u obtención ilícita de 

órganos humanos  
NO 0 4 4 

Según la información facilitada, la 
organización no tiene acceso a órganos 

humano ni desarrolla actividades que puedan 
suponer un riesgo en este sentido. Sería 

recomendable aprobar políticas de expreso 
rechazo a conductas de este tipo, 

mantenerlas documentadas, a disposición de 
terceros y de los miembros de la propia 

organización y que el comportamiento de la 
organización y de terceros con los que se 

desarrolle se adapte a la misma.   sin 
perjuicio de que en el código ético 

mantienen rechazo general que entendemos 
que es correcto.    

 

2 
Delito de trata de 

seres humanos 

Tratar, transportar, empleando violencia, engaño, abusando 
de una situación de superioridad, imponga trabajo o 

servicios forzados o prácticas similares a la esclavitud, 
servidumbre o mendicidad, explote sexualmente o para 
realizar actividades delictivas, explotación para realizar 

actividades delictivas o similares 

NO 0 4 4 

Ídem anterior, sería recomendable aprobar 
políticas de rechazo expreso hacia estas 

conductas, mantenerlas documentadas e 
informar a los terceros con los que se 

relaciona la organización la obligación de 
cumplir con su contenido  sin perjuicio de 
que en el código ético mantienen rechazo 
general que entendemos que es correcto.    
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

3 

Delitos relativos a la 
prostitución y la 
corrupción de 

menores 

Delitos relativos a la prostitución y la corrupción de menores NO 0 4 4 

Sería recomendable aprobar políticas de 
rechazo máximo hacia estas conductas y que 
el comportamiento de la organización y de 

terceros con los que se desarrolle se adapte a 
la misma sin perjuicio de que en el código 

ético mantienen rechazo general que 
entendemos que es correcto.    

 

4 

Delitos de 
descubrimiento y 

revelación de 
secretos 

Revelación de secretos y vulneración del derecho a la 
intimidad: apoderamiento de papeles, mensajes de correo 

electrónico o cualesquiera documentos o efectos 
personales, intercepte sus comunicaciones, difunda, revele, 
ceda a terceros secretos descubiertos. Apoderarse de datos 

reservados de carácter personal sin autorización en 
perjuicio de tercero.  

NO 1 3 3 

Es recomendable implantar medidas de 
control en el seno de la organización y 

mantenerlas documentadas al no haberse 
acreditado por la organización. 

 

5 Estafas y fraudes  

Estafas en todas sus modalidades (con ánimo de lucro, 
utilizando engaño para producir error en otro induciéndolo 

a realizar un acto de disposición perjudicial en perjuicio 
propio o ajeno 

NO 2 3 3 

No existen protocolos específicos 
documentados dentro de la organización que 
aminoren el riesgo de comisión de estafa más 
allá de la implantación del código ético.  Por 

tanto, sería recomendable implantar 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Estafas con uso de manipulación informática o vulneración 
de sistemas informáticos  

procesos de control, documentarlos y 
revisarlos periódicamente 

 

Estafas por uso fraudulento de tarjetas o cheques de viajes  

Realizar actos de disposición de una cosa mueble o 
inmueble sin ostentar derecho válido para ello 

 

Realizar actos de disposición sobre bienes ocultando cargas 
o gravámenes 

 

6 

Frustración de la 
ejecución e 
insolvencias 

punibles 

Alzamiento de bienes (frustración de la ejecución): Dificultar 
con actos de disposición patrimonial la efectividad de un 

procedimiento judicial instado por el acreedor  
NO 2 2 2 

La organización no se encuentra en estado de 
insolvencia ni preconcurso pero se encuentra 

inactiva.  Asimismo, sería recomendable 
implantar procesos que aminoren el riesgo al 

no haber acreditado la organización 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Actividades encaminadas a intentar eludir la responsabilidad 
civil derivada de la comisión de un delito: Despatrimonializar 

la sociedad para no evitar pagar a acreedores 

mantenerlos implantados y documentados. 
Más aun cuando la dirección está 

centralizada en un adm. único  

Aportar una relación de bienes incompleta o falseada en un 
procedimiento de ejecución, Usar bienes embargados 
constituidos en depósito sin la oportuna autorización 

 

Insolvencias punibles: realizar actos de disposición no 
acordes con la situación patrimonial de la sociedad / simular 
créditos de terceros / participar en negocios especulativos / 
incumplir deber legal de llevar contabilidad/ aportar datos 

falsos para conseguir una declaración de concurso 

 

7 Daños informáticos  

Daños Informáticos: Dañar, borrar, deteriorar, alterar o 
hacer inaccesibles programas informáticos o documentos 

electrónicos ajenos / Obstaculizar o interrumpir el 
funcionamiento de un sistema inf ajeno.  

NO 1 2 2 

Sería recomendable valorar qué procesos y 
medidas se han implantado de cara a los 

posibles riesgos reales más allá de la 
información facilitada por la organización por 
el test inicial y las específicas detalladas en el 

código ético.  
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

8 

Delitos contra la 
propiedad 

intelectual y 
propiedad industrial  

Obtener beneficio económico del uso de obras protegidas 
con derechos de autor 

NO 3 3 3 

Dada la actividad de la organización se 
entraña necesario mantener controles de 

mitigación específicos (el asesoramiento legal 
externo que actualmente mantiene la 

organización sería correcto).  

 

Exportar o almacenar copias de obras protegidas con 
derechos de autor con el ánimo de darle publicidad 

 

Uso intencionado con fines comerciales de una patente o un 
modelo de utilidad sin la pertinente autorización 

 

Ofrecer con los mismos fines las anteriores patentes o 
modelos de utilidad a terceros 

 

Fabricación o importación de productos falsificados o 
imitaciones 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Comercialización o distribución de productos falsificados o 
imitaciones 

 

Venta al por menor de productos falsificados o imitaciones  

Uso fraudulento de una denominación de origen  

9 
Delitos relativos al 

mercado y a los 
consumidores 

Robo información empresarial 

NO 3 2 3 
Sería recomendable implantar medidas de 

control además del código ético que se 
mantiene implantado.  

 

Revelar información o secreto empresarial que estuviese 
obligado a guardar 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Detraer del mercado materias primas o productos de 
primera necesidad, forzar una alteración de precios o 

perjudicar gravemente a los consumidores 

 

Uso de publicidad falsa o engañosa que cause o pueda 
causar un perjuicio 

 

Manipulación de equipos informáticos de contabilidad o 
medición destinados a la facturación 

 

Uso de engaño o violencia para la alteración de precios: 
Utilizar información privilegiada para proporcionar indicios 

engañosos sobre la oferta, la demanda o el precio de valores 
o instrumentos financieros o para asegurarse una posición 

dominante en el mercado o para fijar precios anormalmente 
o artificialmente 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Difusión de información falsa destinada a alterar las 
cotizaciones en mercado de valores: Usar de información 

relevante para la cotización de valores o instrumentos 
negociados en mercados organizados, oficiales, o 

reconocidos, reservada, a la que haya 
tenido acceso con ocasión de su actividad profesional, y la 

suministre suponiendo una ganancia superior a los 600.000 
euros o causando un perjuicio de igual cantidad. 

 

Utilización de información relevante para la cotización de 
cualquier clase de valores negociables o instrumentos 

negociados en algún mercado organizado 

 

10 
Corrupción en los 

negocios 

Obtener un beneficio por favorecer a otro en una relación 
comercial (corrupción en los negocios): Ofrecer y/o aceptar 

beneficios o ventajas de terceros para que los beneficien 
frente 

a terceros y/o beneficiar a terceros frente a otros/ 
Ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio o 

ventaja indebidos a funcionarios públicos en la realización 
de actividades económicas internacionales. 

NO 3 3 3 

  Según manifiesta la organización en el test 
inicial ésta dispone de manual de 

blanqueo/corrupción, pero no hemos tenido 
acceso a su contenido ni hemos podido 

evaluar si existen medidas de mitigación o 
control. La organización mantiene aprobado 

un código ético en el que expresa la 
prohibición a la aceptación de regalos, siendo 

una medida correcta en este sentido 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Sobornar a otra persona para obtener un favor indebido en 
una relación comercial (corrupción en los negocios) 

 

11 
Blanqueo de 

capitales 

Adquirir, poseer, utilizar, convertir o transmitir bienes de 
origen delictivo a sabiendas (receptación) 

NO 2 2 2 

  Según manifiesta la organización en el test 
inicial ésta dispone de manual de 

blanqueo/corrupción pero no hemos tenido 
acceso a su contenido ni hemos podido 

evaluar si existen medidas de mitigación o 
control más allá del código ético aprobado 

por la organización 

 

Ocultar o encubrir el origen o destino, su naturaleza o 
localización. Incumplimiento de las obligaciones del 

SEPBLAC 

 

12 
Financiación ilegal 

de partidos políticos 
Financiación ilegal de partidos políticos NO 1 2 2 

La organización no ha acreditado control en 
este sentido, aunque según la información 

facilitada no mantiene contacto directo con 
partidos políticos.  

 

13 
Delitos contra la 

Hacienda Pública y 
Seguridad Social 

Fraude fiscal contra la agencia tributaria, ya sea impago de 
impuestos o retenciones o aplicar deducciones o 

reducciones indebidas / deficiente política fiscal de la 
empresa 

No 3 3 3 

Se hace necesario acreditar controles en este 
sentido e implantar procesos que aminoren 
el riesgo al no disponer de los mismos en la 

organización sin perjuicio de que la 

 



       Recomendaciones para la Implantación   del Manual de Compliance en las Organizaciones  

34 
 

EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Fraude contra la unión europea superior  

organización mantiene asesoramiento 
externalizado en materia laboral y fiscal. 

 

Dar un destino diferente a los fondos obtenidos de la unión 
europea 

 

Acceder a fondos de la Unión Europea falseando 
información o las condiciones 

 

Fraude contra la seguridad social: impagar cuotas de la 
Seguridad Social / facilitar a terceros el cobro de 

prestaciones indebidas. 

 

Provocar error para obtener prestaciones sociales, o alargar 
indebidamente a las que se tuviera derecho, para sí o para 

un tercero 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

Acceder a fondos de las administraciones públicas falseando 
datos 

 

Dar destino a los fondos públicos obtenidos distinto al que 
motivó que fuesen entregados 

 

14 Delito contable 

No llevar la contabilidad obligada estando en estimación 
directa 

NO 2 3 3 

Se hace necesario acreditar controles en este 
sentido e implantar procesos que aminoren 
el riesgo al no disponer de los mismos en la 

organización sin perjuicio de que la 
organización mantiene asesoramiento fiscal 
externo. La contabilidad es llevada de forma 

interna 

 

Ocultamiento o falseamiento de cuentas / doble 
contabilidad 

 

Simulación de operaciones  
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

15 

Delitos contra la 
ordenación del 
territorio y el 

urbanismo 

Urbanizar en suelo de especial protección o en suelo no 
urbanizable: Promotores, constructores o técnicos 
directores que lleven a cabo obras de urbanización, 

construcción o edificación no autorizables en suelo no 
urbanizable o en suelos destinados a viales, zonas verdes, 

bienes de dominio público o que tengan reconocido su valor 
paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultural, o de 

especial protección. 

NO 2 3 3 

Según la información facilitada por la 
organización mantiene todas las licencias 

habilitantes preceptivas para el desarrollo de 
su actividad. No obstante, Dada la actividad 

de la organización se entraña necesario 
analizar la normativa sectorial que pudiese 

ser de aplicación.  

 

16 
Delitos contra los 

recursos naturales y 
medio ambiente 

Provocar o realizar emisiones o vertidos que dañen o 
puedan causar daños en el aire, agua, suelo, la flora o la 

fauna 

NO 1 3 3 

Según la información facilitada por la 
organización mantiene todas las licencias 

habilitantes preceptivas para el desarrollo de 
su actividad. Dada la actividad de la 

organización se entraña necesario analizar la 
normativa sectorial en materia de t que 

pudiese ser de aplicación. Asimismo, evaluar 
el grado de riesgo en este sentido 

 

Provocar o realizar ruidos, vibraciones, inyecciones o 
depósitos que dañen o puedan dañar aire, agua, suelo, la 

flora o la fauna 

 

Usar o no controlar los residuos, causando daños a aire, 
agua, suelo, la flora o la fauna 

 

Explotar instalaciones de actividades peligrosas sin respetar 
la normativa vigente 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

17 

Delitos relativos a la 
energía nuclear y a 

las radiaciones 
ionizantes 

Delitos relativos a la energía nuclear y a las radiaciones 
ionizantes 

NO 0 4 4 
Según la información facilitada por la 

organización, su actividad no entrañaría 
riesgo en este aspecto.  

 

18 
Delitos de riesgo 
provocados por 

explosivos 
Delitos de riesgo provocados por explosivos NO 1 2 2 

Dada la actividad de la organización se 
entraña necesario analizar la normativa 

sectorial en materia de 
transporte/medioambiente que pudiese ser 

de aplicación.  

 

19 
Delitos contra la 

salud pública  
Tráfico de drogas/ modalidad de medicamentos / sustancias 

alimenticias/delito farmacéutico 
NO 0 4 4 

Dada la actividad de la organización la 
comisión de este delito se entrañaría remoto. 
No obstante, es necesario implantar medidas 
para los futuros riesgos que puedan aparecer 

dado que la organización no ha acreditado 
mantener medidas implantadas más allá del 

código ético 

 

20 

Delito de 
falsificación de 

moneda y medios 
de pago 

Falsificación de moneda y medios de pago NO 1 2 2 

Es recomendable implantar medidas que 
disminuyan el riesgo dada la inexistencia de 

protocolos específicos implantados en la 
organización más allá del código ético y del 

código de blanqueo (al que no hemos tenido 
acceso) 
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EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

21 Delito de cohecho 

Promover el soborno de funcionario público o atender a su 
solicitud para realizar actos contrarios al que debiera, o 

retrase o no realice un acto que deba hacer, ofrecer regalo o 
retribución a autoridad, funcionario público o similar, 

nacional o de la UE, para que realice un acto contrario a los 
deberes inherentes a su cargo. Así como en un 

procedimiento de contratación pública, de subvenciones o 
de subastas 

NO 2 2 2 

Necesario implantar controles en este 
sentido para disminuir el riesgo dada la 
inexistencia de controles acreditados 
específicos más allá del código ético 

aprobado por la dirección.  

 

22 
Delito de tráfico de 

influencias 

Influir en un funcionario prevaliéndose de una relación 
personal para conseguir un beneficio económico para sí o 

para un tercero 
NO 2 2 2 

La Organización mantiene implantado un 
código ético que denota intención de 

mantener nivel de cumplimiento. Aun así, es 
necesario implantar controles y medidas 

específicas de mitigación 

 

23 

Delitos cometidos 
con ocasión del 

ejercicio de 
derechos 

fundamentales 

Fomentar o promover la discriminación por razón de raza, 
religión, sexo, etc. Producir o elaborar soportes que 

promuevan o inciten odio, discriminación, violencia, etc. 
NO 0 4 4 

 La Organización mantiene implantado un 
código ético que denota intención de 
mantener nivel de cumplimiento en la 

organización. En tal sentido sería 
recomendable implantar un canal de 

denuncias, así como valorar otras medidas 
necesarias para mitigar posibles riesgos 

 



  

39 
 

EVALUACIÓN DE RIESGOS 

      Delito Supuesto de Hecho / modalidades 

Sanción previa 
(según 

información) 

Probabilida
d de 

ocurrencia 

Escala de 
impacto 

Escala de 
severidad 

Justificación 
 

SI/NO  

24 
Delito de 

financiación del 
terrorismo 

Financiación del terrorismo: Recabar, adquirir, poseer, 
utilizar, convertir, transmitir o realizar cualquier otra 

actividad con bienes o valores de cualquier caso a sabiendas 
de que estos serán utilizados, en todo o en parte, para 

cometer actos terroristas 

NO 0 4 4 

 La Organización mantiene implantado un 
código ético que denota intención de 
mantener nivel de cumplimiento en la 

organización. En tal sentido sería 
recomendable implantar un canal de 

denuncias, así como valorar otras medidas 
necesarias para mitigar posibles riesgos 

 

25 
Delito contra los 
derechos de los 

trabajadores  

Dar ocupación a trabajadores sin darles de alta / impedir o 
limitar el ejercicio de la libertad sindical o derecho de huelga 

/ incumplir obligaciones prevención riesgos laborales / 
imponer a los trabajadores condiciones laborales que 

supriman sus derechos / producir una grave discriminación 
en el empleo / traficar con mano de obra, ofrecer 

condiciones falsas o emplear a extranjeros sin permiso de 
trabajo 

NO 1 2 2 

Sería recomendable implantar medidas en el 
seno de la organización de cara a futuros 
riesgos y al no haberse acreditado por la 

organización procesos implantados, aunque 
mantiene asesoramiento laboral externo.  

 

 

Ayudar a un tercero a entrar en la Unión Europea 
ilegalmente, o a quedarse en ella sin tener derecho 

 

26 
Delito de 

contrabando 

Importar, exportar mercancías sin presentarlas a despacho, 
ocultar o sustraer de recintos o lugares habilitados, sin 

cumplir con la legislación vigente, entre otros 
NO 2 2 2 

Dada la actividad de la organización se 
entraña necesario implantar medidas de 
mitigación de riesgo en este sentido. La 

empresa efectúa control de reputación de los 
proveedores con los que trabaja (como 

revisión de un superior) o documentándolos 
vía email pero no existen protocolos 

documentados de revisión y control más allá.  
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26* La PJ no responderá por este delito, únicamente podrá imponérsele una pena accesoria. 

 

 

 

Probabilidad de ocurrencia: es la posibilidad de que el evento de riesgo suceda en función de la actividad propia de la organización 

Tramo Descripción 

0 Remoto Probabilidad inferior al 2% de que se dé el evento de riesgo en los próximos 3 años, y no se ha dado en los últimos 3 

1 Bajo Probabilidad inferior al 10% de que se dé el evento de riesgo en los próximos 3 años 

2 Medio Posible: el evento de riesgo podría darse bajo ciertas condiciones en los próximos 3 años, o probabilidad superior al 10% 

3 Alto Posible: el evento de riesgo es probable que se dé en el próximo año, probabilidad superior al 50% 

4 Muy alto Muy probable: el evento de riesgo es muy probable que se dé en el próximo año, probabilidad superior al 70% 

Escala de impacto: relevancia del delito en los medios de comunicación y riesgo potencial de que el hecho delictivo afecte a los recursos o medios que 
tiene la organización de nutrirse de fondos 

Tramo Descripción 

0 Remoto  

1 Bajo Bajo impacto negativo en la imagen de la organización. Atención de los medios casi inexistente. Sin difusión en los medios de comunicación. Sin impacto en la financiación de la 
organización 

2 Medio Sin impacto negativo en la imagen de la organización. Atención de los medios a nivel local. Sin difusión en los medios de comunicación. Sin impacto en la financiación de la organización 
al ser de bajo nivel 

3 Alto Atención de los medios a nivel regional. Impacto negativo en la imagen de la organización a corto/medio plazo (menor de 6 meses). Impacto puntual de la compañía 

4 Muy alto Atención de los medios a nivel nacional e internacional. Impacto negativo en la imagen de la organización de más de 6 meses. Reducción significativa y permanente de la capacidad 
de financiación de la organización 
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Esta valoración no tiene un sentido perenne, por lo que en las normales tareas de actualización del programa la 
normativa deberá revisada por si se hubieren producido cambios sustanciales en las condiciones de la entidad 
que pudieran derivar en una variación de riesgos. 
 
En cuanto a la relación de delitos, en ella existen una serie de preceptos que, aun figurando en la tabla de riesgos, 
no están contemplados dentro de los que el Código Penal vigente se establece como atribuibles a una persona 
jurídica. Es el caso de los delitos contra los trabajadores, por ejemplo. Sin embargo, en su afán de servir como 
complemento a la conciencia corporativa de y como barrera protectora ante la posible comisión de delitos que 
de alguna manera la puedan afectar, resulta imprescindible incorporarlos a las tareas de prevención.  
 
En virtud de lo anterior, a continuación, procedemos a señalar estos delitos que, sin encuadrarse dentro de los 
generadores de responsabilidad criminal para la entidad, sí que pueden afectar de forma grave en caso de 
cometerse en su seno, y que así mismo recibirán oportuno tratamiento en este programa, así como en otros 
planes de prevención o manuales de actuación de la organización que pudieran afectarles: 
 
Acoso laboral –Moobing–. 
 
Artículo 173.1 CP: realizar actos hostiles o humillantes contra otro, en el seno de una relación laboral, de forma 
reiterada, y prevaliéndose de su relación de superioridad, constituyendo un grave acoso contra la víctima. 
 
Delito contra los derechos de los trabajadores. 
 
Artículo 311 CP: Con engaño o abuso de situación imponer a los trabajadores condiciones laborales o de 
Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan sus derechos. 
 
Artículo 311.2 CP: Dar ocupación simultánea a una pluralidad de sin comunicar su alta en el régimen de la 
Seguridad Social correspondiente. 
 
Artículo 311 bis CP: Dar ocupación, de forma reiterada, a ciudadanos extranjeros que carezcan de permiso de 
trabajo, o dar ocupación a un menor de edad que carezca de permiso de trabajo. 
 
Artículo 312 CP: Tráfico ilegal de mano de obra. De igual manera, reclutar personas o determinarlas a abandonar 
su puesto de trabajo ofreciendo empleo o condiciones de trabajo engañosas. También será castigado el usar 
mano de obra extranjera sin permiso de trabajo, para el caso de que se perjudique, suprima o restrinjan sus 
derechos. 
 
Artículo 313 CP: Favorecer la emigración de una persona a otro país usando engaño o simulando contrato de 
trabajo o colocación. 
 
Artículo 314 CP: Discriminar de manera grave, sea en el empleo público o privado, por razón de los motivos 
contemplados en el precepto penal -raza, sexo, religión, orientación sexual, etc.-, y no restablecer la situación de 
igualdad. 
 
Artículo 315 CP: Impedir o limitar el derecho a la huelga. Igualmente, coaccionar a otras personas a iniciar o 
continuar una huelga. 
 
Artículo 316 CP: Dolosamente o por imprudencia grave, no facilitar los medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen sus funciones su actividad con las medidas de seguridad adecuadas, con infracción de 
las normas de prevención de riesgos laborales. 



  

 

 

 

 

3.3    MAPA DE PROCESOS 
 
Será necesario incorporar Mapas de Procesos existentes en el seno de la Persona Jurídica, al no bastar únicamente 
el organigrama funcional de la misma. Para la realización del mapa de procesos se ha partido de la recopilación 
de información de los mecanismos de control internos e información proporcionada por la propia organización. 
 
Además de los procesos que constan en la tabla, a los efectos de este plan se pueden identificar una serie de 
procesos que más bien corresponderían a subprocesos dentro del cuadro anteriormente expuesto, y que por lo 
tanto constan en él y que habrá que analizar más pormenorizadamente en la organización.  
 

3.4    MECANISMOS DE CONTROL EXISTENTES 
 

A día de hoy, según la información facilitada en el test inicial por PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. - sin haber 
tenido por nuestra parte acceso a su contenido para valorar su efectividad- la organización cuenta con los 
siguientes mecanismos implantados: 
 
 
• Código ético y/o de conducta: documento en el que la organización ha recopilado los valores principios y 

pautas éticas y de conducta que rigen en su actividad y desarrollo, al que si hemos podido acceder. 
 

• Política de uso de sistemas informáticos: documento que establece las normas para el uso correcto de los 
recursos informáticos y de red en la organización y que se encuentra a disposición de todos aquellos usuarios 
que tengan acceso. 

 
• Política de privacidad: La organización cuenta con una política que regula el almacenamiento, tratamiento 

y uso de los datos relativos a cualquier sujeto con el que mantiene alguna relación en el desarrollo de su 
actividad. 

 
• Manual RGPD: La organización a través de este manual acredita el cumplimiento con la normativa en 

materia de protección de datos de carácter personal (Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre de 
Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, el Reglamento (UE) 2016/679 
Reglamento General de protección de datos y demás normativa de aplicación). 

 
• Política de prevención de blanqueo de capitales o documento interno de compromiso de la organización 

sobre el cumplimiento en materia de blanqueo de capitales La organización cuenta con una política de 
prevención de blanqueo de capitales, o documento análogo, cuyo fin es la prevención de la comisión de 
estas irregularidades previstas en la normativa de blanqueo.   
 

• Política de seguridad y salud: La organización persigue con esta política establecer un sistema de control 
interno que permita obtener un espacio de trabajo seguro y saludable. 

 
• Plan de Prevención de Riesgos Laborales: Documento a través del cual se documenta la actividad preventiva 

de la organización en su sistema general de gestión y se establece su política de prevención de riesgos 
laborales.  
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3.5    MATRIZ DE RIESGOS PENALES 
 
Al elaborar la Matriz, es decir, poner sobre el papel el análisis de los riesgos penales que se pueden dar en el seno 
de la empresa, así como su valoración, plasmar los procesos existentes en la entidad, y finalmente examinar los 
mecanismos mitigantes ya establecidos, nos permite tener ante nosotros una suerte de imagen de la situación 
actual de la defensa penal corporativa con la que ya cuenta la empresa. 
 
PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. no se ha visto inmerso hasta la fecha en ningún proceso judicial o administrativo 
en virtud del cual hubiese sido sancionado ni condenado de conformidad con la información facilitada; a pesar 
de ello, entendemos que existen una serie de protocolos o planes de acción que se pueden implementar en aras 
de mejorar la efectividad del plan de prevención y que se desarrollan en el anexo al manual.  
 
Estos mecanismos vienen a conformar las medidas de acción establecidas para prevenir o mitigar la posible 
comisión de conductas contrarias a la normativa vigente en el seno de la entidad. De esta forma, y para realizar 
más accesible la tarea de identificar y conocer las conductas penalmente punibles, se plasmará a continuación 
una matriz de riesgos penales donde se detallarán los riesgos existentes, un listado ejemplificativo -aunque lo más 
amplio posible- de los supuestos de hecho penalmente punibles que conllevan estos riesgos, los procesos en 
donde estos riesgos se pueden manifestar, y los mecanismos de control que existen para mitigarlos o prevenirlos. 
 
MATRIZ DE RIEGOS PENALES Y TABLA DE ACCIONES DE CONTROL: a continuación, se detallan las acciones 
de control recomendadas en base al análisis efectuado de conformidad con la información proporcionada por la 
organización. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

1 
Delito de tráfico 
ilegal de órganos  

Extraer obtener, 
promover, favorecer, 
facilitar o ejecutar el 

tráfico ilegal de órganos. 
Extracción u obtención 

ilícita de órganos 
humanos  

Todos los departamentos de 
la organización: 

administración, dirección, 
departamento de compra, 
departamento de Ventas, 

contratación, gestión 
comercial, departamento de 
coordinación, departamento 

técnico, entre otros 

La organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización 

 

 Aprobar un código ético en el que la organización reconozca el rechazo absoluto hacia este tipo de 
conductas. Desarrollar una política en la organización y estrategia que fomente el respeto a los 

derechos humanos, dialogar con el personal sobre el impacto de la vulneración.  
 

Implantar canal de denuncias que permita a los miembros de la organización comunicar cualquier 
tipo de vulneración o actuación contraria a la legalidad. 

 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 

sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y la propiedad de las mismas, limitando en todo 
caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara reputación. 

 

2 
Delito de trata de 

seres humanos  
Trata de seres humanos 

Todos los departamentos de 
la organización: 

administración, dirección, 
departamento de compra, 
departamento de Ventas, 

La organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 
contratación, gestión 

comercial, departamento de 
coordinación, departamento 

técnico, entre otros 

Efectuar consultas jurídicas previas para verificar las condiciones laborales de los empleados.  
Aprobar un código ético en el que la organización reconozca el rechazo absoluto hacia este tipo de 

conductas 

 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 

sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y la propiedad de las mismas, limitando en todo 
caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara reputación. 

 

Garantizar que no se emplee, directa ni indirectamente, mano de obra forzosa  

3 

Delitos relativos a la 
prostitución y la 
corrupción de 

menores  

Delitos relativos a la 
prostitución y la 

corrupción de menores 

Administración, Dirección, 
Departamento de Compra, 
Departamento de Ventas, 

Contratación, Gestión 
Comercial. Departamento de 
coordinación, departamento 

técnico 

Los empleados y directivos deberán permanecer alerta frente a aquellos casos en los que pudieran 
existir indicios de falta de integridad de las personas o entidades con las que la organización 

mantenga relaciones. Ante cualquier situación de duda, presunción, soborno, pagos irregulares, los 
empleados y directivos deberán informar a la organización a través de su superior jerárquico por 

escrito o en el consejo o junta de la organización. 

 

Implantar canal de denuncias que permita a cualquier miembro de la organización comunicar 
vulneraciones o quejas que considere necesarias 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 

sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y la propiedad de las mismas, limitando en todo 
caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara reputación. 

 

4 

Delitos de 
descubrimiento y 

revelación de 
secretos  

Revelación de secretos y 
vulneración del derecho 

a la intimidad: 
apoderamiento de 

papeles, mensajes de 
correo electrónico o 

cualesquiera 
documentos o efectos 
personales, intercepte 
sus comunicaciones, 

difunda, revele, ceda a 
terceros secretos 

descubiertos. Apoderarse 
de datos reservados de 

carácter personal sin 
autorización en perjuicio 

de tercero.  

Gestión y Seguridad de la 
información, Administración, 

recursos humanos, 
marketing, comunicaciones. 

En definitiva, todos los 
procesos de la organización 

que tengan contacto con 
datos sujetos a protección. 

Asimismo, todos los procesos 
externalizados que accedan a 

esos datos. 

Implantar GDPR en la organización y cumplir con la aplicación de medidas técnicas y organizativas 
necesarias para el tratamiento de los datos personales que se lleven a cabo 

 

Establecer un sistema de clasificación de la información en la organización, para ligarlo a roles y 
niveles de acceso y posibilidad de archivo de la misma 

 

Empleados y directivos deberán informar a la organización en el caso de que ellos o sus familiares 
participen o vayan a participar en los órganos de gobierno de otras sociedades que puedan entrar en 

colisión con la organización. Informar sobre las situaciones de conflicto de interés en que estén 
incursos 

 

Incluir en los acuerdos de negocio conjuntos u operaciones vinculadas, cláusulas que aseguren 
sistemas de control adecuados, así como el derecho de la organización a auditar dichos sistemas con 

carácter previo a la suscripción de acuerdos 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

El personal y directivos deberán abstenerse de intervenir o influir en la toma de decisiones que 
puedan afectar a la empresa y de acceder a la información confidencial relacionada 

 

Llevar a cabo acciones de formación e información al personal y directivos sobre las actividades 
permitidas y prohibidas, accesos libres o prohibidos, en el seno de la organización 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

El personal y directivos deberán utilizar los recursos de la organización de forma responsable, 
preservándolos de cualquier uso inadecuado, tanto de los activos físicos de la organización como del 

tratamiento fiable y riguroso de la información pública, así como la información que requiera de 
rigurosa confidencialidad. 

 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 

 

Implantar ISO 21001: sistemas de gestión de la seguridad de la información y posteriores que 
puedan ser certificables 

 

Instaurar control de acceso a los recursos, actualizaciones de seguridad y parches  

Instaurar control de contenidos, control de tráfico y copias de seguridad sin perjuicio de los 
controles de acceso e identidad 

 

Revisión de normas de uso de los sistemas informáticos y redacción, en su caso, de políticas de 
privacidad 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Existencia de diferentes roles de acceso a la información.  

5 Estafas y fraudes  

Estafa en todas sus 
modalidades (con ánimo 

de lucro, utilizando 
engaño para producir 

error en otro 
induciéndolo a realizar 
un acto de disposición 

perjudicial) 
Estafa con uso de 

manipulación informática 
o vulneración de 

sistemas informáticos  
Estafa por uso 

fraudulento de tarjetas o 
cheques de viajes 
Realizar actos de 

disposición de una cosa 
mueble o inmueble sin 
ostentar derecho válido 

para ello 
Realizar actos de 

disposición sobre bienes 
ocultando cargas o 

gravámenes 

Todos los departamentos de 
la organización: 
Administración. 

Departamento de Compras. 
Departamento de Ventas. 

Contratación, Departamento 
financiero y fiscal, 

Departamento Informático.  
Departamento de 

coordinación, departamento 
técnico 

Auditoría Anual de Cuentas de la Sociedad   

 Formación al personal de administración y responsable del departamento de administración, 
compra y venta, alta dirección y cualquier departamento vinculado 

 

Evitar la falta de fiabilidad en la comunicación de la información tanto interna, ya sea a empleados, 
sociedades controladas, auditoría interna y órganos de administración o directivos; como hacia el 

exterior, proveedores, terceros consumidores u organismos reguladores o medios de comunicación 

 

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

El establecimiento de una adecuada segregación de funciones entre proveedores de servicios de 
auditoría externa, asesoría y consultoría 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

Incluir en los acuerdos de negocio conjuntos, operaciones vinculadas, cláusulas que aseguren 
sistemas de control adecuado, así como el derecho de la organización a auditar dichos sistemas 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía.  
 

Aprobar un código ético que refleje el compromiso de la organización de rechazo absoluto a estas 
conductas 

 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 

sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y la propiedad de las mismas, limitando en todo 
caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara reputación. 

 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

El establecimiento de controles específicos sobre aquellas transacciones económicas, tanto cobros 
como pagos, de naturaleza o importe inusual (evitando en todo caso pagos o cobros realizados en 

efectivo o con cheques al portador) identificando en todos los casos su titularidad 

 

El personal, miembros del órgano de administración y directivos deberán cumplir con cuantas 
obligaciones se deriven de su contrato de trabajo y de la legislación laboral aplicable. 

 

Controlar y valorar los rappels utilizados en la organización tanto en acuerdos con otras compañías o 
con la administración pública, efectuando, si fuese necesario, consultas legales previas 

 

Suprimir en la medida de lo posible la elaboración de recibos, albaranes o resguardos previos a la 
facturación, que pueden suponer a posteriori una modificación o alteración posterior. 

 

Asegurar que no existe manipulación que alteren la facturación en máquinas, TPV, contadoras, etc. 
Ya sea con el departamento informático in house o un externalizado. Realizar auditorías 

informáticas en caso de que el riesgo existiese 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza. Efectuar 

dobles cheks según los miembros de la organización y la posibilidad de que los mismos queden 
archivados para su posterior revisión y fiscalización 

 

6 
Frustración de la 

ejecución e 
insolvencias punibles  

Alzamiento de bienes 
(frustración de la 

ejecución): Dificultar con 
actos de disposición 

patrimonial la efectividad 
de un procedimiento 
judicial instado por el 

acreedor  
Actividades encaminadas 

a intentar eludir la 
responsabilidad civil 

derivada de la comisión 
de un delito: 

Despatrimonializar la 
sociedad para no evitar 

pagar a acreedores 
Aportar una relación de 

bienes incompleta o 
falseada en un 

procedimiento de 
ejecución, Usar bienes 

embargados constituidos 
en depósito sin la 

Departamento de 
Administración. 

Departamento financiero y 
fiscal, contratación, servicios 

Auditoría Anual de Cuentas de la Organización  

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

Incluir en los acuerdos de negocio conjuntos, operaciones vinculadas, cláusulas que aseguren 
sistemas de control adecuado, así como el derecho de la organización a auditar dichos sistemas 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 
oportuna autorización 

realizar actos de 
disposición no acordes 

con la situación 
patrimonial de la 

sociedad / simular 
créditos de terceros / 
participar en negocios 

especulativos / incumplir 
deber legal de llevar 

contabilidad/ aportar 
datos falsos para 

conseguir una 
declaración de concurso 

Doble check en el proceso contable o revisión por un superior. En aquellas organizaciones con 
estructuras unilaterales (adm y socio único), recomendable efectuar consultas legales previas antes 

de tomar decisiones que afecten a este supuesto.  
 

Mantener limitadas las funciones del personal y posibilidad de documentar cada movimiento 

 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

Existencia de diferentes cierres periódicos: cierre contable, cierre de controlling, entre otros  

Desbloqueo de un período cerrado exclusivo para personal autorizado (finanzas o administración)   
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

7 Daños informáticos  

Daños Informáticos: 
Dañar, borrar, deteriorar, 

alterar o hacer 
inaccesibles programas 

informáticos o 
documentos electrónicos 

ajenos / Obstaculizar o 
interrumpir el 

funcionamiento de un 
sistema inf ajeno.  

Servicios internos de 
administración, servicios 

externos o internos 
informáticos, departamento 

de coordinación, 
departamento técnico 

Implantar GDPR en la organización y cumplir con la aplicación de medidas técnicas y organizativas 
necesarias para el tratamiento de los datos personales que se lleven a cabo 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

El personal y directivos deberán utilizar los recursos de la organización de forma responsable, 
preservándolos de cualquier uso inadecuado, tanto de los activos físicos de la organización como del 

tratamiento fiable y riguroso de la información pública, así como la información que requiera de 
rigurosa confidencialidad. 

 

Control de acceso a los recursos, actualizaciones de seguridad y parches 
 

Llevar a cabo auditorías informáticas 

 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 

sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y la propiedad de las mismas, limitando en todo 
caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara reputación. 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

8 

Delitos contra la 
propiedad intelectual 

y propiedad 
industrial   

Obtener beneficio 
económico del uso de 
obras protegidas con 

derechos de autor 

Proceso de gestión 
comercial, compras, venta, 

marketing, publicidad, entre 
otros, 

La organización se asegurara de cumplir con la legislación vigente en relación con esta materia,  ya 
sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el seno de la organización 

 

Exportar o almacenar 
copias de obras 

protegidas con derechos 
de autor con el ánimo de 

darle publicidad 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 

 

Uso intencionado con 
fines comerciales de una 
patente o un modelo de 
utilidad sin la pertinente 

autorización 

El personal y directivos deberán preservar el conocimiento de la organización y cultura de 
cumplimiento, facilitando su difusión a otros empleados y poniéndolo a disposición de sistemas de 

gestión que se habiliten en la organización para que se pueda aprender desde la experiencia 

 

Ofrecer con los mismos 
fines las anteriores 

patentes o modelos de 
utilidad a terceros 

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

Fabricación o 
importación de 

productos falsificados o 
imitaciones 

El personal y directivos de la organización no deberán concurrir con la actividad de la organización y 
contribuir a la mejora de la productividad 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Comercialización o 
distribución de productos 
falsificados o imitaciones 

El personal, miembros del órgano de administración y directivos se comprometerán con la 
organización respecto al correcto consumo del material de oficina, electricidad, mensajería, 

reprografía y publicaciones. Haciendo uso profesional y racionalizar los recursos a los que tengan 
acceso, responsabilizándose de promover su propio desarrollo profesional respecto a la cultura 

normativa y asistir a las acciones formativas programadas. 

 

Venta al por menor de 
productos falsificados o 

imitaciones 

La organización deberá asegurarse de que los productos comercializados, importados, exportados o 
distribuidos cumplan con la normativa europea y nacional en este aspecto, evitando, en todo caso, 

comercializar productos que incumplan la misma 

 

Uso fraudulento de una 
denominación de origen 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

La organización deberá efectuar un control previo del etiquetado de aquellos productos, o servicios 
que comercialice 

 

9 
Delitos relativos al 

mercado y a los 
consumidores  

Robo información 
empresarial 

Proceso de administración, 
publicidad y marketing. 

Servicios de gestión 
informática. Departamento 

financiero y fiscal, 

Incluir en los acuerdos de negocio conjuntos, operaciones vinculadas, cláusulas que aseguren 
sistemas de control adecuado, así como el derecho de la organización a auditar dichos sistemas 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Revelar información o 
secreto empresarial que 

estuviese obligado a 
guardar 

departamento de 
coordinación, departamento 

técnico 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 
Conocer las limitaciones en materia de competencia para la organización. Conocer la posición en el 

mercado y limitaciones de actuación.  

 

Detraer del mercado 
materias primas o 

productos de primera 
necesidad, forzar una 

alteración de precios o 
perjudicar gravemente a 

los consumidores 

La organización deberá atender, gestionar y solucionar todas las sugerencias, quejas y 
reclamaciones. Asimismo, todas ellas deberán mantenerse documentadas. 

 
Conocer las conductas prohibidas en la libre competencia. En concreto las limitaciones sobre los 

acuerdos, decisiones colectivas o prácticas concertadas (fijación de precios, limitación al control de 
la producción, reparto de mercado, etc.) en caso de que exista riesgo para la organización 

 
Efectuar consultas a la CNMC en caso de dudas sobre clausulado contractual o práctica por parte de 

la organización 

 

 

Uso de publicidad falsa o 
engañosa que cause o 

pueda causar un 
perjuicio 

La organización no facilitará, en ningún caso, informaciones o manifestaciones falsas o engañosas 
relativas a los productos o servicios prestados. 

 

Los miembros de la organización deberán prestar un servicio fiable o comerciar con productos de 
estas características, comprometiéndose a etiquetar correctamente los productos, y efectuando la 

comercialización con atención, respeto, honradez y servicio hacia los clientes o distribuidores. 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Manipulación de equipos 
informáticos de 

contabilidad o medición 
destinados a la 

facturación 

La organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización 

 

En lo relativo a las acciones de publicidad, patrocinio o responsabilidad social empresarial, se 
realizarán sólo con aquellas organizaciones que cuenten con una estructura organizativa apropiada 

para garantizar un uso óptimo de los recursos asignados y deberán ser reflejadas en la 
documentación de la organización. En la medida de lo posible, se promoverá e incentivará la 

participación de los empleados en este tipo de acciones. 

 

Uso de engaño o 
violencia para la 

alteración de precios: 
Utilizar información 

privilegiada para 
proporcionar indicios 
engañosos sobre la 

oferta, la demanda o el 
precio de valores o 

instrumentos financieros 
o para asegurarse una 

posición dominante en el 
mercado o para fijar 

precios anormal o 
artificialmente 

los miembros de la organización deberán cumplir las normas y procedimientos comerciales con 
rigor, eficacia, garantizando la seguridad de la plantilla de trabajadores y de los clientes 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Difusión de información 
falsa destinada a alterar 

las cotizaciones en 
mercado de valores: Usar 
de información relevante 

para la cotización de 
valores o instrumentos 

negociados en mercados 
organizados, oficiales, o 

reconocidos, reservada, a 
la que haya 

tenido acceso con 
ocasión de su actividad 

profesional, y la 
suministre suponiendo 
una ganancia superior a 

los 600.000 euros o 
causando un perjuicio de 

igual cantidad. 

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 
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      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Utilización de 
información relevante 
para la cotización de 

cualquier clase de valores 
negociables o 

instrumentos negociados 
en algún mercado 

organizado 

Los miembros de la organización deberán cuidar al máximo la reputación de la organización. 
Deberán adaptar la oferta de los servicios o productos a las demandas de los clientes, sin infringir la 

normativa aplicable. 

 

10 
Corrupción en los 

negocios  

Obtener un beneficio por 
favorecer a otro en una 

relación comercial 
(corrupción en los 

negocios): Ofrecer y/o 
aceptar beneficios o 

ventajas de terceros para 
que los beneficien frente 
a terceros y/o beneficiar 
a terceros frente a otros/ 
Ofrecimiento, promesa o 
concesión de cualquier 

beneficio o ventaja 
indebidos a funcionarios 
públicos en la realización 

de actividades 
económicas 

internacionales. 

Toda la organización, los más 
importantes: Gestión de 

compras, ventas, dirección, 
departamento financiero 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. control de la junta general y responsables de 

cumplimiento o departamentos 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 

 



       Recomendaciones para la Implantación   del Manual de Compliance en las Organizaciones  

62 
 

MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Sobornar a otra persona 
para obtener un favor 

indebido en una relación 
comercial (corrupción en 

los negocios) 

Introducir en la organización una política de gastos para puestos de alta dirección así como la 
posibilidad de controlar de una forma trazable los gastos de dietas y asimilados. 

 

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 

 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 

 

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

11 
Blanqueo de 

capitales 

Adquirir, poseer, utilizar, 
convertir o transmitir 

bienes de origen delictivo 
a sabiendas (receptación) 

Toda la organización, los más 
importantes: Gestión de 

compras, ventas, dirección, 
departamento financiero 

Adopción y adhesión de documento interno de compromiso de los empleados de la organización de 
cumplir la normativa vigente en materia de corrupción, soborno, fraude y blanqueo de capitales y 

efectuar seguimiento de la misma 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

El establecimiento de controles específicos sobre aquellas transacciones económicas, tanto cobros 
como pagos, de naturaleza o importe inusual (evitando en todo caso pagos o cobros realizados en 

efectivo o con cheques al portador), y sobre los pagos extraordinarios no previstos en los contratos 
correspondientes, así como sobre pagos realizados a entidades con cuentas bancarias abiertas en 

paraísos fiscales, identificando en todos los casos su titularidad 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. Control de la junta general 

 

Incluir en los acuerdos de negocio conjuntos, operaciones vinculadas, cláusulas que aseguren 
sistemas de control adecuado, así como el derecho de la organización a auditar dichos sistemas 

 

Ocultar o encubrir el 
origen o destino, su 

naturaleza o localización. 
Incumplimiento de las 

obligaciones del SEPBLAC 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 

 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

Prevención, en el transcurso de las operaciones, de la realización de operaciones de blanqueo de 
capitales con origen en actividades ilícitas o delictivas 

 

Examen de experto externo en materia de prevención de blanqueo y financiación del terrorismo  

12 
Financiación ilegal de 

partidos políticos 
Financiación ilegal de 

partidos políticos 

Administración, 
Departamento financiero y 

fiscal, procesos de 
contabilidad 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 

 

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

-Adopción y adhesión de documento interno de compromiso de los empleados de la 
Empresa de cumplir la normativa vigente en materia de corrupción, soborno, fraude y 

blanqueo de capitales. 

 

13 
Delitos contra la 

Hacienda Pública y 
Seguridad Social  

Fraude fiscal contra la 
agencia tributaria ya sea 
impago de impuestos o 

retenciones o aplicar 
deducciones o 

reducciones indebidas / 
deficiente política fiscal 

de la empresa 

Departamento financiero y 
fiscal, Recursos humanos  

Evitar la falta de fiabilidad en la comunicación de la información tanto interna, ya sea a empleados, 
sociedades controladas, auditoría interna y órganos de administración o directivos; como hacia el 

exterior, a organismos reguladores o medios de comunicación. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Fraude contra la unión 
europea 

 

Dar un destino diferente 
a los fondos obtenidos de 

la unión europea 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 
que estén incursos 

 

Fraude fiscal contra la 
agencia tributaria (en 
cantidad superior a 

120.000,00 €): ya sea 
impago de impuestos o 

retenciones o aplicar 
deducciones o 

reducciones indebidas / 
deficiente política fiscal 

de la empresa 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario  
 

o denuncias. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Acceder a fondos de la 
Unión Europea falseando 

información o las 
condiciones 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas. Externalizar asesoramiento legal y laboral así como 

efectuar consultas previas vinculantes en este sentido 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 

 

Fraude contra la 
seguridad social: impagar 

cuotas de la Seguridad 
Social / facilitar a 

terceros el cobro de 
prestaciones indebidas. 

El establecimiento de controles específicos sobre aquellas transacciones económicas, tanto cobros 
como pagos, de naturaleza o importe inusual (evitando en todo caso pagos o cobros realizados en 

efectivo o con cheques al portador), y sobre los pagos extraordinarios no previstos en los contratos 
correspondientes, así como sobre pagos realizados a entidades con cuentas bancarias abiertas en 

paraísos fiscales, identificando en todos los casos su titularidad 

 

Provocar error para 
obtener prestaciones 

sociales, o alargar 
indebidamente a las que 
se tuviera derecho, para 

sí o para un tercero 

 

Acceder a fondos de las 
administraciones 

públicas falseando datos 

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Dar destino a los fondos 
públicos obtenidos 

distinto al que motivó 
que fuesen entregados 

 

14 Delito contable 

No llevar la contabilidad 
obligada estando en 
estimación directa 

Administración, compra, 
venta, procesos de 

contabilidad 

Garantizar la adecuada contabilización de todos los pagos y transacciones en los libros contables. 
Este requisito concierne a todas las transacciones, independientemente de su naturaleza 

 

El establecimiento de controles específicos sobre aquellas transacciones económicas, tanto cobros 
como pagos, de naturaleza o importe inusual (evitando en todo caso pagos o cobros realizados en 

efectivo o con cheques al portador), y sobre los pagos extraordinarios no previstos en los contratos 
correspondientes, así como sobre pagos realizados a entidades con cuentas bancarias abiertas en 

paraísos fiscales, identificando en todos los casos su titularidad 

 

Ocultamiento o 
falseamiento de cuentas 

/ doble contabilidad 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

Control responsable departamento  
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Auditoría Anual de cuentas y asesoramiento recurrente en esta materia de forma externalizada 

 

Simulación de 
operaciones 

 

15 

Delitos contra los 
derechos de 
ciudadanos 
extranjeros  

Ayudar a un tercero a 
entrar en la Unión 

Europea ilegalmente, o a 
quedarse en ella sin 

tener derecho 

Recursos humanos, 
contratación laboral 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 
Aprobar código ético o similar en la que se reconozca la intención y compromiso de la organización 

de rechazar de plano estas conductas 

 

la organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización 

 

16 

Delitos contra la 
ordenación del 
territorio y el 

urbanismo 

Urbanizar en suelo de 
especial protección o en 

suelo no urbanizable: 
Promotores, 

constructores o técnicos 

Dirección, administración 
El personal, directivos y terceros deberán informar sobre las situaciones de conflicto de interés en 

que estén incursos 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 
directores que lleven a 

cabo obras de 
urbanización, 

construcción o 
edificación no 

autorizables en suelo no 
urbanizable o en suelos 

destinados a viales, zonas 
verdes, bienes de 

dominio público o que 
tengan reconocido su 

valor paisajístico, 
ecológico, artístico, 

histórico o cultural, o de 
especial protección. 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

Solicitar todas las licencias habilitantes para desarrollar la actividad, así como aquellas relativas a los 
productos utilizados por la PJ 

 

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 

 

Efectuar consulta previa con carácter preceptivo y vinculante a la administración competente sobre 
el encaje normativo de cualquier edificación proyectada. 

 

17 
Delitos contra los 

recursos naturales y 
medio ambiente  

Provocar o realizar 
emisiones o vertidos que 
dañen o puedan causar 
daños en el aire, agua, 

suelo, la flora o la fauna 

Administración, 
Investigación, desarrollo. 

Reducir el empleo de materiales o productos tóxicos, contaminante o peligrosos para, si es posible, 
sustituirlo por otros menos agresivos con el medio natural. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Implementar proceso de gestión de residuos. Comenzando con la recogida, transporte y tratamiento 

 

Usar o no controlar los 
residuos, causando 

daños a aire, agua, suelo, 
la flora o la fauna 

 

Suscribir un seguro o constituir una garantía financiera equivalente en el caso de entidades o 
empresas que realicen operaciones de tratamiento de residuos peligrosos 

 

Provocar o realizar 
ruidos, vibraciones, 

inyecciones o depósitos 
que dañen o puedan 

dañar aire, agua, suelo, la 
flora o la fauna 

Minimizar en los posibles la generación de residuos y aguas residuales mediante el empleo de 
sistemas de reducción, reutilización y reciclaje. 

 

Delitos relativos a la 
energía nuclear y a 

las radiaciones 
ionizantes 

Entregar los residuos para su tratamiento a entidades o empresas autorizadas, y disponer de una 
acreditación documental de esta entrega. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Explotar instalaciones de 
actividades peligrosas sin 

respetar la normativa 
vigente 

Recoger los residuos y transportarlos cumpliendo las prescripciones de las normas de transportes, 
las restantes normas aplicables y las previsiones contractuales. 

 

Solicitar todas las licencias habilitantes para desarrollar la actividad, así como aquellas relativas a los 
productos utilizados por la PJ 

 

Delitos relativos a la 
energía nuclear y a las 
radiaciones ionizantes 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

Delitos de riesgo 
provocados por 

explosivos 

La organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización 

 

asegurar que se lleve a cabo una operación completa de tratamiento de los residuos que adquieran 
y a acreditarlo documentalmente al productor u otro poseedor inicial de dichos residuos. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Delitos de riesgo 
provocados por 

explosivos 

Llevar a cabo el tratamiento de los residuos entregados conforme a lo previsto en su autorización y 
acreditarlo documentalmente. presentar una comunicación previa al inicio de sus actividades ante el 

órgano ambiental competente de la Comunidad Autónoma donde estén ubicadas, las entidades o 
empresas que se encuentren en alguno de los supuestos que se enuncian a continuación: 

 

Gestionar adecuadamente los residuos que produzcan como consecuencia de su actividad.  

Mantener durante su recogida y transporte o almacenamiento los residuos peligrosos envasados y 
etiquetados con arreglo a las normas internacionales y comunitarias vigentes. 

 

Desarrollar, con la participación del personal, directrices y metas ambientales encaminadas a la 
protección del entorno. Implantar ISO 14001 y otras certificantes que pudiesen ser de utilidad  

 

Provocar o realizar 
emisiones o vertidos que 
dañen o puedan causar 
daños en el aire, agua, 

suelo, la flora o la fauna 

No mezclar residuos peligrosos con otras categorías de residuos peligrosos ni con otros residuos, 
sustancias o materiales. La mezcla incluye la dilución de sustancias peligrosas. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Conservar los recursos energéticos y naturales, evitando gastarlos inútilmente y empleando sólo los 
necesarios para desarrollar el trabajo 

 

18 
Delitos contra la 

salud pública  

Tráfico de drogas/ 
modalidad de 

medicamentos / 
sustancias alimenticias/ 

delito farmacéutico 

Toda la organización, alta 
dirección y demás 

departamentos 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 
sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y  la propiedad de las mismas, limitando en 

todo caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara 
reputación. 

 

La organización deberá facilitar a los clientes, personal o terceros los canales de denuncia necesario 
para exponer sus reclamaciones o denuncias. 

 

la organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización. Dependiendo de la actividad llevada a cabo por la organización, efectuar 
consultas legales previas en aquellos casos en los que se pueda llegar a comercializar productos o 

efectuar servicios que colisionen con este tipo delictivo 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

Rechazar el consumo de sustancias ilegales en el centro de trabajo y regular el consumo de trabajo 
con la normativa vigente.  

 

19 Delito de cohecho  

Promover el soborno de 
funcionario público o  
atender a su solicitud 

para realizar actos 
contrarios al que debiera, 
o retrase o no realice un 

acto que deba hacer, 
ofrecer  regalo o 

retribución a autoridad, 
funcionario público o 

similar, nacional o de la 
UE, para que realice un 

acto contrario a los 
deberes inherentes a su 
cargo. Así como en un 

procedimiento de 
contratación pública, de 

subvenciones o de 
subastas 

Proceso de gestión 
comercial, Contratación, 

Departamento financiero y 
fiscal, dirección  

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 

 

Control responsable  
 

implantar canal de denuncias 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

20 
Delito de tráfico de 

influencias  

Influir en un funcionario 
prevaliéndose de una 
relación personal para 
conseguir un beneficio 

económico para sí o para 
un tercero 

Proceso de gestión 
comercial, contratación, 

dirección 

Prohibición al personal y directivos de realizar pagos o regalos a funcionarios públicos que pueda 
influir en su comportamiento, aunque no sean susceptibles de reproche penal por cohecho, 

prevaricación y otro tipo afín. 

 

Control responsable departamento 
 

implantar canal de denuncias 

 

Prohibir la aceptación de regalos en efectivo o equivalente de efectivo de cualquier cantidad (por 
ejemplo, acciones o cualquier forma de títulos de valores negociables) y, en general, aceptar regalos 

cuyo valor o naturaleza exceda la atención de cortesía.   

 

Informar al personal y directivos de la prohibición de que aprovechen oportunidades de negocio en 
beneficio propio o de personas vinculadas 

 

21 

Delitos cometidos 
con ocasión del 

ejercicio de derechos 
fundamentales  

Fomentar o promover la 
discriminación por razón 

de raza, religión, sexo, 
etc. Producir o elaborar 

soportes que promuevan 
o inciten odio, 

discriminación, violencia, 
etc. 

Proceso de gestión 
comercial, Recursos 

humanos 

Identificar, a través de procesos específicos o sistemas burocráticos previos a la contratación con 
terceros, ya sean proveedores, prestadores de servicios o subcontratistas, la identidad real de la 
sociedad o tercero con el que se contrata o negocia, y  la propiedad de las mismas, limitando en 

todo caso los acuerdos, contratación o negociación conjuntos a terceros conocidos y de clara 
reputación. 
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MATRIZ 
 

      Delito 
Supuesto de 

Hecho / 
modalidades 

Proceso/ 
departamento 

afectado 
Medidas a adoptar 

 

 

 

22 
Delito contra los 
derechos de los 

trabajadores  

Dar ocupación a 
trabajadores sin darles 

de alta / impedir o limitar 
el ejercicio de la libertad 

sindical o derecho de 
huelga / incumplir 

obligaciones prevención 
riesgos laborales / 

imponer a los 
trabajadores condiciones 
laborales que supriman 
sus derechos / producir 

una grave discriminación 
en el empleo / traficar 

con mano de obra, 
ofrecer condiciones 
falsas o emplear a 

extranjeros sin permiso 
de trabajo 

Recursos humanos 

Mantener un marco higiénico-sanitario y de seguridad en el trabajo que facilite unas condiciones de 
trabajo seguras y saludables, tanto a nivel del centro de trabajo como en cualquier actividad 

externa.  

 

Rechazar en rotundo el consumo de sustancias ilegales en el centro de trabajo.   

Promover un ambiente de trabajo compatible con el desarrollo personal, ayudando a las personas a 
conciliar las necesidades de su vida personal y familiar 

 

Respetar los derechos de sindicación, asociación y negociación colectiva, así como las actividades 
que se lleven a cabo por las organizaciones representativas de los trabajadores, con quienes se 

mantendrá una relación basada en el respeto mutuo 

 

23 
Delito de 

contrabando 

Importar, exportar 
mercancías sin 

presentarlas a despacho, 
ocultar o sustraer de 

recintos o lugares 
habilitados, sin cumplir 

con la legislación vigente, 
entre otros 

Departamento de 
compraventas y 
administración 
especialmente 

   

La organización se asegurará de cumplir con la legislación vigente en los países donde pueda 
desarrollas su actividad, ya sea mediante una consulta jurídica previa o mediante su estudio desde el 

seno de la organización. Control responsable departamentos 

 

Implantar medidas de control para aquellos pedidos o envíos que se efectúen fuera de la UE,   
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4   |   SUPERVISIÓN Y DIFUSIÓN DEL MODELO 
 

 

4.1    SUPERVISIÓN Y CONTROL DEL MODELO 
 
Es necesaria la supervisión continuada del Modelo para asegurar su correcto funcionamiento. Dentro de esta 
supervisión continuada se hace fundamental establecer dos nuevos organismos que permitirán el efectivo 
funcionamiento del modelo (la composición, el funcionamiento y los procedimientos se detallan en el anexo I). 
 
a) Órgano de Instrucción y control 
 
Se prevé la creación de un órgano de control de cumplimiento normativo, que pueda desarrollar las necesarias 
tareas de órgano de control del plan –actualización, supervisión- así como la instrucción de las posibles 
comunicaciones o denuncias que puedan llegar a él a través del canal ético. Esta tarea de instrucción será 
fundamental, pues deberá proporcionar al órgano de decisión de la fundación la información fiable y oportuna 
que le permita tomar las decisiones acordes a la ley, y que sean más convenientes para la persona jurídica y para 
su situación procesal. 
 
Durante la instrucción deberá velar por el mantenimiento de los principios básicos que rigen el canal ético o de 
denuncias, con especial atención a la confidencialidad que debe regir el mismo. Deberá actuar con la celeridad 
que le permita su funcionamiento en el esclarecimiento de cuantos hechos tenga conocimiento y sean objeto de 
su competencia. La labor instructora deberá terminar en todo caso con un informe que contendrá, como mínimo, 
la siguiente información: 
 

I. Información descriptiva de la denuncia, fechas de interposición y principales hitos. 

II. Medidas de urgencia llevadas a cabo, motivación de la misma y efectos. 

III. Objetivación de la denuncia, análisis de la fiabilidad del denunciante y veracidad de la información. 

IV. Valoración de si resulta necesario cualquier tipo de apoyo o asesoría externa. 

V. Propuesta de actuación y de resolución. 

 
Además de las funciones anteriormente descritas, el órgano de instrucción desempeñará las funciones de control 
de canal ético, clasificación de la información recibida a través de él, y dirección del sistema de gestión de 
denuncias. 
 
b) Órgano de Respuesta. 
 
Es el órgano encargado de tomar las resoluciones que conlleven una respuesta de cualquier tipo respecto a la 
posible materialización de un riesgo penal. Esta decisión se tomará en función de la información que se haya 
podido recibir desde el órgano de instrucción, con la exposición de los hechos, averiguaciones, y propuesta de 
resolución recibida. 
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El órgano de decisión será el que determine la alta dirección, recayendo el mismo sobre la o las persona 
designadas por la misma. Para la toma de la decisión podrá recabar el apoyo de cualquier órgano o asesor, tanto 
interno o externo. Igualmente podrá apoyarse o asesorarse con el órgano instructor. 
 

4.2.    DIFUSIÓN DEL MODELO Y ACTUALIZACIÓN 
 
La difusión del modelo de organización Compliance de PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. en tanto que se encarga 
de la Prevención de Riesgos Penales en la Entidad, sería recomendable que estuviese disponible a través de un 
enlace en la página web corporativa de forma que tanto el personal laboral como los terceros que tengan relación 
con la entidad, o aún sin tenerla, puedan conocer el interés de la organización por la prevención de delitos en su 
seno, y comunicar a través del cauce habilitado para ello, la posible comisión de delitos o conductos contrarias a 
la normativa vigente dentro de la empresa. 
 
No obstante, lo anterior, en caso de no ser posible la publicación del manual en la web corporativa, en todo caso 
deberá estar disponible en el domicilio social de la organización para que cualquier miembro de la misma o tercero 
pueda acceder a la documentación. 
 
En cuanto a su actualización, toda vez que un Modelo de Prevención supone un programa de gestión dinámico, 
con carácter periódico se realizarán las oportunas revisiones del mismo, siendo esta periodicidad de un año, 
prestando especial atención a los cambios normativos que tengan directa relación con el plan, a las modificaciones 
de las líneas de actividad de la Empresa, o a cambios en los procesos que se han tenido en cuenta, que haría 
recomendable la revisión del programa. Esta tarea de revisión y verificación corresponderá al órgano de 
instrucción y control del cumplimiento normativo. 
 
En todo caso, las tareas de revisión del Modelo se instarán siempre y cuando se hayan modificado sustancialmente 
las normas legales que rijan el funcionamiento de la Empresa o su actividad, cuando cambien las condiciones de 
la persona jurídica sobre las que se realizó este plan –al menos las que basaron la evaluación de los riesgos 
penales, o siempre que se reciban denuncias de incumplimientos de las normas del Modelo o se detecten dichos 
incumplimientos. 
 

5   |   CANAL ÉTICO / CANAL DE DENUNCIAS 
 

 

5.1    OBJETO Y RAZON DE SER 
 
A pesar de que actualmente la ley no determina claramente que sea una obligación normativamente hablando, 
resultaría difícilmente comprensible hablar de un Modelo de Prevención Penal realmente eficaz sin que se 
establezca un procedimiento de recopilación de la información, en el que se reciban aquellos sucesos relativos a 
riesgos materializados, cerca de materializarse o bien sobre los que existan sospechas de haberse materializado. 
 
Para dar base a ese procedimiento de recopilación se crea una canal ético o canal de denuncias, que operará 
como estructura organizativa que hará posible que el modelo de respuesta pueda cumplir con sus objetivos, 
puesto que aportará la información necesaria sobre la posible comisión de un delito o materialización de un riesgo. 
 
Este canal ético sustenta su funcionamiento sobre unos principios derivados de la finalidad perseguida, a saber: 

• Integración en los procedimientos de la empresa. 
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• Sencillez para el comunicante. 

• Diversidad de vías de acceso. 

• Divulgación máxima de su existencia. 

• Fiabilidad de la información. 

• Confidencialidad. 

De estos principios, mención especial merece el último de los puntos, puesto que es el que más influye en sus 
características y uso. La confidencialidad del canal ético es su pilar fundamental, ya que garantiza al 
comunicante/denunciante que la información facilitada, así como sus datos personales serán tratados con total 
confidencialidad. 
 
En este punto, es necesario señalar que la confidencialidad del canal no implica necesariamente el anonimato. 
Así, la Agencia Española de Protección de Datos ha puesto en numerosas ocasiones sus objeciones a las 
denuncias anónimas, toda vez que el anonimato en las denuncias choca directamente con lo expuesto por ella en 
la “Guía de la protección de datos en las relaciones laborales” (AEPD, 2009). 
 
Por otra parte, la realización de una comunicación o denuncia no implica más que un mecanismo de inicio de una 
actividad instructora o indagatoria por parte del órganos encargado del canal ético, en aras a averiguar cuanta 
información pudieran recabar para verificar los hechos comunicados/denunciados, siendo que de ese modo 
resultaría importante, por no decir imprescindible, que tanto para el comunicante como para el órgano encargado 
de la gestión fuese posible ponerse en contacto para ampliar o matizar las informaciones enviadas o recibidas, en 
función de las necesidades de la investigación realizada. 
 

5.2    COMUNICACIÓN DE INFRACCIONES 
 
A través del canal ético/canal de denuncias, cualquier persona podrá presentar sus dudas, sugerencias o quejas 
en relación con el incumplimiento de los códigos internos de PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U.. 
 
De igual forma, cualquier persona podrá presentar la oportuna comunicación/denuncia en caso de 
incumplimiento normativo alguno por parte de la entidad. 
 
Para su admisión y adecuada tramitación, las comunicaciones/denuncias deberán contener necesariamente los 
siguientes datos: 

• Denunciante identificado con nombre y apellidos, y número de identidad. 

• Exposición sucinta de los hechos o argumentos que sustenten la comunicación/denuncia. 

• Persona o colectividad contra la que se dirige la denuncia. 

 
Esta vía será la preferente para la puesta en conocimiento de la entidad de cualquier posible incumplimiento 
normativo que se esté realizando o haya sido realizada. Sin embargo, dicha vía no es excluyente, por lo que en 
caso de que los órganos de la persona jurídica encargados del cumplimiento normativo tengan conocimiento 
efectivo por cualquier otro medio de la comisión de una conducta que pudiera ser constitutiva de un 
incumplimiento, iniciarán de oficio idénticas actuaciones idénticas a las que se pondrían en marcha ante la 
recepción de una comunicación por el canal de denuncias. 
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Como ya se ha señalado, en todo momento por parte del órgano instructor se mantendrá la confidencialidad del 
denunciante, salvo que dicha información sea requerida por autoridad competente para ello –judicial o 
administrativa-, en cuyo caso la empresa devendrá obligada a ceder dicha información al órgano requirente. 
 
Existiendo la posibilidad de que en el canal de denuncias se reciban, por alguno de los medios que lo permitan, 
algún tipo de comunicación donde no consten datos del denunciante, y a pesar de que el espíritu del canal es dar 
cumplimiento a lo expuesto por el gabinete jurídico de la A.E.P.D. de 2007, Informe para la Creación de sistemas 
de denuncias internas en las empresas (mecanismos de “whistleblowing”), de forma que en la medida de lo posible 
se eviten las comunicaciones anónimas, las mismas no serán automáticamente rechazadas, aunque nunca podrán 
servir como única prueba de la comisión de una irregularidad o un delito. 
 

5.3    COMUNICACIÓN Y TRAMITACIÓN 
 
En la web corporativa, se recomienda instalar un canal de denuncias para que cualquier persona, sea trabajadora 
o no de la entidad, pero que haya tenido algún tipo de relación profesional con trabajadores/as y/o miembros de 
su Consejo Directivo, pueda manifestar o poner en conocimiento de la Organización, prácticas que supongan o 
puedan suponer una falta o delito o violación del código ético y de buenas prácticas. 
 
Asimismo, respecto a la persona que recibirá y tramitará las posibles denuncias o manifestaciones que se hagan 
a través del mismo recomendamos que se valore por la organización toda vez que carecemos de suficiente 
información para poder recomendar un puesto en concreto. 
 
Las denuncias que se reciban por otros cauces no deberán serán desechadas, pero debido a que intervienen más 
factores y elementos ajenos a la entidad, tanto en las comunicaciones postales como en las telefónicas, a pesar 
de que se realizará el máximo esfuerzo por velar por el mantenimiento de la confidencialidad de toda la 
información recibida, no es posible garantizar eficazmente dicho extremo. Por ello, se recomienda 
encarecidamente que la comunicación se realice directamente en el correo electrónico propuesto a tal fin, tanto 
por razón de temporalidad como de seguridad. 
 
Recibida la comunicación/denuncia el órgano encargado de la gestión del canal ético iniciará las oportunas 
verificaciones y comprobaciones necesarias. En caso de que entre las personas afectadas por la 
comunicación/denuncia se encuentre alguna de las que formen parte del órgano instructor, esta deberá ser 
substituida por otra en las tareas de averiguación relacionadas directamente con la comunicación/denuncia en 
cuestión. 
 

5.4    PROTECCION Y DERECHO A LA INTIMIDAD 
 
En todo caso, se garantizará en todo momento la confidencialidad de la comunicación/denuncia. Las 
comunicaciones realizadas generarán un expediente que se registrará e identificará por una referencia, 
garantizándose el cumplimiento de lo previsto en la normativa de protección de datos. Todas las personas que 
intervengan en los posibles procesos de averiguación tienen la obligación de mantener la debida confidencialidad 
y mantener en secreto los datos e informaciones a que hayan tenido acceso, pudiendo en caso contrario ser 
sancionado. 
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6   |   RÉGIMEN DISCIPLINARIO 
 

 
 
 
La infracción de las obligaciones y medidas de control y organización establecidas en el presente Manual por 
parte de cualquier empleado, directivo de la Compañía e incluso, proveedores o terceros prestadores de servicios 
tendrán la consideración de faltas de carácter grave o muy grave. En concreto, a aquel empleado o directivo que 
hayan incurrido en estas prácticas le serán aplicadas las sanciones establecidas en el Convenio Colectivo que 
resulte de aplicación, o en su defecto, en el Estatuto de los Trabajadores, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas o penales que en su caso pudieran resultar de ello. 

7   |   REVISIÓN DEL MANUAL 
 

 
 
 
Las actividades que se desarrollan de forma periódica para procurar la adecuada supervisión y actualización del 
Manual deberán ser las siguientes: 
 

I. Actualizar las políticas y procedimientos en relación a las responsabilidades y funciones para el adecuado 
mantenimiento y supervisión del Manual. 

II. Velar por el adecuado funcionamiento y la eficacia del Manual mediante la coordinación y facilitación de las 
directrices definidas para el mantenimiento del mismo. 

III. Documentar y presentar al órgano competente, hechos significativos detectados, y recomendaciones de mejora 
fruto de la revisión del Manual, así como de los planes de acción asociados a los mismos. 

IV. Impulsar y hacer seguimiento del cumplimiento y/o resolución de las recomendaciones y planes de acción que 
hayan surgido como consecuencia de la evaluación del diseño y de la efectividad del MPD. 

V. Identificar cambios legislativos u organizativos que puedan afectar al Manual, como por ejemplo cambios en el 
ordenamiento jurídico, jurisprudencia, cambios societarios, nuevas actividades de negocio, etc., evaluando su 
incidencia sobre el Manual, y en su caso, proponer soluciones, de modo que se asegure que el Manual 
permanezca actualizado en todo momento. 

VI. Colaborar en la formación del personal de la empresa en todo aquello relacionado con el cumplimiento y 
observancia del Manual. 

VII. Participación en las investigaciones internas, en colaboración con otros departamentos de la Compañía, en el 
caso de detección de hechos sospechosos en el contexto de los riesgos penales identificados en el Manual. 
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8   |   ENTRADA EN VIGOR 
 

 
 
 
Deberá indicarse la entrada en vigor del presente Manual, así como la fecha de aprobación por el Órgano de 
Administración, en su caso. 
 



ANEXOS
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ANEXO I   |   ÓRGANO DE CONTROL Y ÓRGANO DE 
DECISIÓN 
 

 

I. EL ÓRGANO DE CONTROL Y SUPERVISIÓN 
 
1.- FUNCIONES 
 
Serán funciones del órgano de control el velar por el debido cumplimiento del Modelo de Prevención establecido, 
realizando las periódicas actualizaciones que puedan resultar necesarias. 
 
El órgano de control y supervisión del Modelo de Prevención asumirá además entre sus funciones las labores de 
instrucción y gestión del canal en denuncias. En todo caso, mediante el uso de suplentes, se intentará mantener 
en la medida de lo posible el carácter colegiado del mismo, aún en casos de recusación o abstención de alguno 
de sus miembros por cualquier motivo. 
 
2.- COMPOSICIÓN 
 
Formarán dicho órgano, las siguientes personas:   
(***) 
 
de cara a tramitar y decidir sobre el tratamiento a ofrecer a los posibles incumplimientos que se produzcan o 
puedan producirse en el seno de la organización, se conforma un Comité de Compliance, que estará integrado 
por las personas que valore la propia organización, en la medida en que no disponemos de suficiente información 
para aconsejar puestos en concreto.  
 
La comisión se reunirá, en caso de ser necesario, a propuesta de cualquiera de sus miembros y, al menos, 1 vez 
cada cuatrimestre para el seguimiento de la actividad desplegada en relación al Manual. En caso de denuncia por 
la presunta comisión de un delito o falta, se reunirá a propuesta del Presidente o del Gerente. 
 
3.- PROCEDIMIENTOS RELACIONADOS CON LA GESTIÓN DEL CANAL DE DENUNCIAS 
Y LA GESTIÓN DE LAS DENUNCIAS RECIBIDAS 
 
El órgano de control y supervisión realizará las funciones de órgano de instrucción de las denuncias recibidas. 
Con relación a estas, el órgano tendrá encomendadas como mínimo las funciones de: 
 
a) Gestión del canal de denuncias. 

1. Recepción de denuncias. 

2. Clasificación de denuncias. 

 
b) Gestión de las denuncias recibidas. 

1. Instrucción de la denuncia. 
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2. Redacción de informe dirigido al órgano de decisión. 

Para realizar dichas funciones se detallan a continuación unas líneas básicas de carácter meramente orientativo 
en lo no relativo a las obligaciones legales, pudiendo el órgano de control estimar en cada caso concreto la 
realización de cuantas modificaciones considere procedentes en aras de una mejor consecución de sus objetivos. 
 
c) Gestión del canal de denuncias. 
 
En relación con la gestión de las denuncias recibidas por el canal de denuncias, corresponderá al órgano de 
instrucción tomar las decisiones debidamente justificadas correspondientes a los permisos de acceso, escritura, 
impresión, eliminación o bloqueo de datos almacenados, los plazos para su cancelación definitiva o las razones 
por las que se podrían acceder a datos bloqueados. 
 
De conformidad con la normativa de protección de datos, el acceso a los datos almacenados por parte de un 
tercero interesado quedará limitado a los propios datos de carácter personal objeto de tratamiento, no pudiendo 
considerárselos datos de terceras personas como incluidos dentro de este derecho, de modo que tanto los datos 
del/los denunciante/s deberán mantenerse en todo caso bajo estricta situación de confidencialidad, así como 
cualesquiera otros datos relativos a terceros que consten en la comunicación recibida o en el expediente que se 
incoe. 
 
Sobre la clasificación de las denuncias, esta función se corresponde con el análisis de las denuncias recibidas y la 
materialización de los riesgos que se den en la entidad, correspondiendo al órgano de control separar aquellas 
que realmente se corresponden a riesgos penales, y que por tanto deberán ser tramitadas por este órgano, de 
aquellas que responden a una casuística diferente, y que deberán ser dirigidas a los departamentos 
correspondientes si pudiesen ser de interés, o incluso desechadas directamente si no tuvieran trascendencia 
alguna. Para el caso de que la denuncia no tenga trascendencia penal, podrá el órgano de control omitir su 
incorporación al sistema de almacenamiento. 
 
Toda denuncia o comunicación recibida con trascendencia penal implicará necesariamente el inicio de un 
expediente por parte del órgano de instrucción. 
 
Para facilitar las tareas, tanto de clasificación como de instrucción, cada denuncia se devolverá con un código de 
identificación a la persona que presenta una denuncia, de forma que se facilite al acceso a dicho expediente y la 
comunicación entre el órgano instructor y el denunciante, en caso de requerir nuevas comunicaciones entre las 
partes. 
 
d) Gestión de las denuncias recibidas. 
 
Iniciado el oportuno expediente, se analizará inicialmente el alcance de la información recibida, determinando si 
la información recibida afecta a alguna o algunas personas concretas. En caso de ser necesaria la recusación o 
abstención de alguno de los miembros que conforman el órgano de control, por verse afectados de forma directa 
por la información recibida, esta se producirá en este primer momento. 
 
Para la instrucción de las denuncias el órgano podrá funcionar de forma colegiada o podrá el órgano, por 
designación, encomendar a uno de sus miembros la instrucción del procedimiento. 
 
Iniciada la instrucción, el encargado de la misma podrá adoptar una serie de medidas urgentes, siempre 
motivadamente y con las siguientes finalidades: 

- Paliar los efectos del riesgo materializado o por materializar. 

- Ejecución de medidas urgentes para preservar las pruebas. 

- Comunicación urgente, es su caso, de la información a los órganos de gobierno de la empresa. 

A título de ejemplo, dentro de las medidas urgentes que podrá acordar el instructor, y siempre de forma motivada, 
la incautación o precinto de medios informáticos, la comunicación a proveedores de servicios para la conservación 
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de determinada información, o incluso el mantenimiento de información recibida en secreto por el tiempo estricta 
y prudencialmente necesario para el aseguramiento de las finalidades descritas anteriormente descritas. 
 
Igualmente, si fuese necesario, podrá comunicar con el denunciante a los efectos de ampliar la información 
recibida, garantizando siempre la confidencialidad de identidad e información. Una vez realizada la instrucción, 
por el órgano de instrucción se aprobará una propuesta de resolución definitiva que se presentará al órgano de 
decisión un informe que contendrá: 

- Información descriptiva de la denuncia, fechas de interposición y principales hitos. 

- Medidas de urgencia llevadas a cabo, motivación de las mismas y efectos. 

- Objetivación de la denuncia, análisis de la fiabilidad del denunciante y veracidad de la información. 

- Valoración de si resulta necesario cualquier tipo de apoyo o asesoría externa. 

- Propuesta de actuación y resolución, con proposición de las medidas ya adoptadas y que se deban 
mantener, la investigación del denunciante por deslealtad o por faltar dolosamente a la verdad, el envío 
de la información a los tribunales o agentes de la autoridad por ser delitos que no están dentro del ámbito 
de la persona jurídica. 

Esta información será presentada a la mayor brevedad al órgano de decisión, a los efectos de que por la 
organización se pueda adoptar la decisión oportuna en el menor plazo posible. 
 
4.- REVISIÓN DEL PROGRAMA 
 
Los procedimientos y controles previstos en el modelo de cumplimiento serán válidos en tanto se mantengan las 
idénticas condiciones en la actividad que desarrolla sobre las que el mismo se diseñó, y mientras no se detecten 
cambios en la misma. También normativamente se establece esta obligación de revisión constante, puesto que la 
LO 1/2015 prevé expresamente la obligación de verificar de forma periódica el mismo. 
 
Anualmente se realizará una revisión ordinaria del plan. En dicha revisión se valorará, como mínimo, los siguientes 
aspectos: 

- La existencia de cambios o modificaciones sustanciales de normas legales que rijan el funcionamiento de 
la asociación o del sector o actividad de económica, siempre que tenga entidad suficiente para afectar al 
plan de cumplimiento normativo. 

- La existencia de cambios en las condiciones de la organización, especialmente aquellas que 
fundamentaron la evaluación de los riesgos de este plan de cumplimiento normativo. 

Si se detectara alguna de estas modificaciones con antelación a la revisión anual del plan, podrá esta adelantarse 
a los efectos de verificar la adecuación del plan a la nueva situación. 
 
En todo caso, deberá instarse la revisión inmediata del plan en el momento en que por el órgano de control se 
detecte un incumplimiento de las conductas descritas en él. 
 
Las tareas relacionadas con este punto, de revisión y actualización del plan, se encuentran encomendadas por 
delegación a los servicios jurídicos de la empresa, siendo este servicio el encargado de dichas tareas. 
 
 
PROPUESTA DE DOTACION DE RECURSOS ECONÓMICOS. 
 
Respecto a la implementación y desarrollo del sistema de Compliance en la organización. Se recomienda tener 
prevista una asignación de recursos para el ejercicio en el que se pretenda implantar el compliance: 
 
 



       Recomendaciones para la Implantación   del Manual de Compliance en las Organizaciones 

Anexos 4 
 

DOTACIÓN DE EJEMPLO 

ACCIÓN PRESUPUESTO 

Actualización de la web de PUBLISERVIC CANARIAS S.L.U. 
para integrar buzón de denuncias  

€  

Presentación del manual de Compliance. €  

Elaboración e incorporación de protocolos  € 

Desarrollo de estrategia de comunicación., con código de ética 
y recomendaciones  

€ 

Formación interna al equipo  € 

Dedicación de horas anuales a la atención del buzón y mejoras 
del manual  

€ 

TOTAL  €  

 

II. EL ÓRGANO DE DECISIÓN. 
 
1.- FUNCIONES. 
 
Corresponde al órgano de decisión la formación de la voluntad de la persona jurídica en respuesta a la posible 
comisión de un ilícito que afecte a la misma, y ello con fundamento en la presentación por parte del órgano 
instructor del oportuno informe detallado. Para la formación de dicha voluntad el órgano decisorio podrá solicitar 
asesoramiento de cuantos servicios externos sea necesario, así como cuantas aclaraciones requiere por parte del 
propio órgano de instrucción. 
 
2.- COMPOSICIÓN. 
 
El órgano de decisión tramitará y decidirá sobre el tratamiento a ofrecer a los posibles incumplimientos que se 
produzcan o puedan producirse en el seno de la organización., se conforma un Comité de Compliance, que estará 
integrado por las personas que designe la propia organización.  
 
La comisión se reunirá, en caso de ser necesario, a propuesta de cualquiera de sus miembros y, al menos, 1 vez 
cada cuatrimestre para el seguimiento de la actividad desplegada en relación con el manual. En caso de denuncia 
por la presunta comisión de un delito o falta, se reunirá a propuesta del Gerente. 
 
Para la toma de decisiones, como ya se ha señalado, podrá asesorarse de cuantos servicios precise, tanto internos 
como externos. 
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ANEXO II   |   TEXTO COMPLETO ARTÍCULOS 
TABLA DE RIESGOS 
 

 
 
 
De acuerdo con la probabilidad de ocurrencia de los delitos anteriormente citados en la matriz de evaluación, 
elaborada para esta organización a partir de la información facilitada, a continuación, se exponen, a título 
meramente informativo, aquellos tipos penales vigentes en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 
Código Penal. 
 

I. TRÁFICO ILEGAL DE ÓRGANOS. 

Artículo 156. 

No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, el consentimiento válida, libre, consciente y expresamente emitido exime 
de responsabilidad penal en los supuestos de trasplante de órganos efectuado con arreglo a lo dispuesto en la ley, 
esterilizaciones y cirugía transexual realizadas por facultativo, salvo que el consentimiento se haya obtenido 
viciadamente, o mediante precio o recompensa, o el otorgante sea menor de edad o carezca absolutamente de aptitud 
para prestarlo, en cuyo caso no será válido el prestado por éstos ni por sus representantes legales. 

No será punible la esterilización acordada por órgano judicial en el caso de personas que de forma permanente no 
puedan prestar en modo alguno el consentimiento al que se refiere el párrafo anterior, siempre que se trate de supuestos 
excepcionales en los que se produzca grave conflicto de bienes jurídicos protegidos, a fin de salvaguardar el mayor 
interés del afectado, todo ello con arreglo a lo establecido en la legislación civil. 

Artículo 156 bis. 

1. Los que promuevan, favorezcan, faciliten o publiciten la obtención o el tráfico ilegal de órganos humanos ajenos o el 
trasplante de los mismos serán castigados con la pena de prisión de seis a doce años si se tratara de un órgano principal, 
y de prisión de tres a seis años si el órgano fuera no principal. 

2. Si el receptor del órgano consintiera la realización del trasplante conociendo su origen ilícito será castigado con las 
mismas penas que en el apartado anterior, que podrán ser rebajadas en uno o dos grados atendiendo a las circunstancias 
del hecho y del culpable. 

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 156 ter. 

A los condenados por la comisión de uno o más delitos comprendidos en este Título, cuando la víctima fuere alguna de 
las personas a que se refiere el apartado 2 del artículo 173, se les podrá imponer además una medida de libertad vigilada. 
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II. TRATA DE SERES HUMANOS. 

Artículo 177 bis. 

1. Será castigado con la pena de cinco a ocho años de prisión como reo de trata de seres humanos el que, sea en 
territorio español, sea desde España, en tránsito o con destino a ella, empleando violencia, intimidación o engaño, o 
abusando de una situación de superioridad o de necesidad o de vulnerabilidad de la víctima nacional o extranjera, o 
mediante la entrega o recepción de pagos o beneficios para lograr el consentimiento de la persona que poseyera el 
control sobre la víctima, la captare, transportare, trasladare, acogiere, o recibiere, incluido el intercambio o transferencia 
de control sobre esas personas, con cualquiera de las finalidades siguientes: 

a) La imposición de trabajo o de servicios forzados, la esclavitud o prácticas similares a la esclavitud, a la 
servidumbre o a la mendicidad. 

b) La explotación sexual, incluyendo la pornografía. 

c) La explotación para realizar actividades delictivas. 

d) La extracción de sus órganos corporales. 

e) La celebración de matrimonios forzados. 

Existe una situación de necesidad o vulnerabilidad cuando la persona en cuestión no tiene otra alternativa, real o 
aceptable, que someterse al abuso. 

2. Aun cuando no se recurra a ninguno de los medios enunciados en el apartado anterior, se considerará trata de seres 
humanos cualquiera de las acciones indicadas en el apartado anterior cuando se llevare a cabo respecto de menores de 
edad con fines de explotación. 

3. El consentimiento de una víctima de trata de seres humanos será irrelevante cuando se haya recurrido a alguno de 
los medios indicados en el apartado primero de este artículo. 

4. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado primero de este artículo cuando: 

a) se hubiera puesto en peligro la vida o la integridad física o psíquica de las personas objeto del delito; 

b) la víctima sea especialmente vulnerable por razón de enfermedad, estado gestacional, discapacidad o situación 
personal, o sea menor de edad. 

Si concurriere más de una circunstancia se impondrá la pena en su mitad superior 

5. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e inhabilitación absoluta de seis 
a doce años a los que realicen los hechos prevaliéndose de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario 
público. Si concurriere además alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo se impondrán las 
penas en su mitad superior. 

6. Se impondrá la pena superior en grado a la prevista en el apartado 1 de este artículo e inhabilitación especial para 
profesión, oficio, industria o comercio por el tiempo de la condena, cuando el culpable perteneciera a una organización 
o asociación de más de dos personas, incluso de carácter transitorio, que se dedicase a la realización de tales actividades. 
Si concurriere alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 de este artículo se impondrán las penas en la mitad 
superior. Si concurriere la circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo se impondrán las penas señaladas en 
este en su mitad superior. 

Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o asociaciones, se les aplicará la 
pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior en grado. En todo caso se elevará la pena 
a la inmediatamente superior en grado si concurriera alguna de las circunstancias previstas en el apartado 4 o la 
circunstancia prevista en el apartado 5 de este artículo. 
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7. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido. Atendidas 
las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las 
letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

8. La provocación, la conspiración y la proposición para cometer el delito de trata de seres humanos serán castigadas 
con la pena inferior en uno o dos grados a la del delito correspondiente. 

9. En todo caso, las penas previstas en este artículo se impondrán sin perjuicio de las que correspondan, en su caso, por 
el delito del artículo 318 bis de este Código y demás delitos efectivamente cometidos, incluidos los constitutivos de la 
correspondiente explotación. 

10. Las condenas de jueces o tribunales extranjeros por delitos de la misma naturaleza que los previstos en este artículo 
producirán los efectos de reincidencia, salvo que el antecedente penal haya sido cancelado o pueda serlo con arreglo al 
Derecho español. 

11. Sin perjuicio de la aplicación de las reglas generales de este Código, la víctima de trata de seres humanos quedará 
exenta de pena por las infracciones penales que haya cometido en la situación de explotación sufrida, siempre que su 
participación en ellas haya sido consecuencia directa de la situación de violencia, intimidación, engaño o abuso a que 
haya sido sometida y que exista una adecuada proporcionalidad entre dicha situación y el hecho criminal realizado. 

 

III. DELITOS RELATIVOS A LA PROSTITUCIÓN Y LA CORRUPCIÓN DE MENORES. 

Artículo 189. 

1. Será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años: 

a) El que captare o utilizare a menores de edad o a personas con discapacidad necesitadas de especial protección 
con fines o en espectáculos exhibicionistas o pornográficos, tanto públicos como privados, o para elaborar 
cualquier clase de material pornográfico, cualquiera que sea su soporte, o financiare cualquiera de estas 
actividades o se lucrare con ellas. 

b) El que produjere, vendiere, distribuyere, exhibiere, ofreciere o facilitare la producción, venta, difusión o exhibición 
por cualquier medio de pornografía infantil o en cuya elaboración hayan sido utilizadas personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección, o lo poseyere para estos fines, aunque el material tuviere su 
origen en el extranjero o fuere desconocido. 

A los efectos de este Título se considera pornografía infantil o en cuya elaboración hayan sido utilizadas personas con 
discapacidad necesitadas de especial protección: 

c) Todo material que represente de manera visual a un menor o una persona con discapacidad necesitada de 
especial protección participando en una conducta sexualmente explícita, real o simulada. 

d) Toda representación de los órganos sexuales de un menor o persona con discapacidad necesitada de especial 
protección con fines principalmente sexuales.Todo material que represente de forma visual a una persona que 
parezca ser un menor participando en una conducta sexualmente explícita, real o simulada, o cualquier 
representación de los órganos sexuales de una persona que parezca ser un menor, con fines principalmente 
sexuales, salvo que la persona que parezca ser un menor resulte tener en realidad dieciocho años o más en el 
momento de obtenerse las imágenes. 

e) Imágenes realistas de un menor participando en una conducta sexualmente explícita o imágenes realistas de los 
órganos sexuales de un menor, con fines principalmente sexuales. 

2. Serán castigados con la pena de prisión de cinco a nueve años los que realicen los actos previstos en el apartado 1 
de este artículo cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 
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a) Cuando se utilice a menores de dieciséis años. 

b) Cuando los hechos revistan un carácter particularmente degradante o vejatorio. 

c) Cuando el material pornográfico represente a menores o a personas con discapacidad necesitadas de especial 
protección que sean víctimas de violencia física o sexual. 

d) Cuando el culpable hubiere puesto en peligro, de forma dolosa o por imprudencia grave, la vida o salud de la 
víctima. 

e) Cuando el material pornográfico fuera de notoria importancia. 

f) Cuando el culpable perteneciere a una organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare 
a la realización de tales actividades. 

g) Cuando el responsable sea ascendiente, tutor, curador, guardador, maestro o cualquier otra persona encargada, 
de hecho, aunque fuera provisionalmente, o de derecho, del menor o persona con discapacidad necesitada de 
especial protección, o se trate de cualquier otro miembro de su familia que conviva con él o de otra persona que 
haya actuado abusando de su posición reconocida de confianza o autoridad. 

f) Cuando concurra la agravante de reincidencia. 

3. Si los hechos a que se refiere la letra a) del párrafo primero del apartado 1 se hubieran cometido con violencia o 
intimidación se impondrá la pena superior en grado a las previstas en los apartados anteriores. 

4. El que asistiere a sabiendas a espectáculos exhibicionistas o pornográficos en los que participen menores de edad o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección, será castigado con la pena de seis meses a dos años de 
prisión. 

5. El que para su propio uso adquiera o posea pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran utilizado personas 
con discapacidad necesitadas de especial protección, será castigado con la pena de tres meses a un año de prisión o 
con multa de seis meses a dos años. 

La misma pena se impondrá a quien acceda a sabiendas a pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran utilizado 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección, por medio de las tecnologías de la información y la 
comunicación. 

6. El que tuviere bajo su potestad, tutela, guarda o acogimiento a un menor de edad o una persona con discapacidad 
necesitada de especial protección y que, con conocimiento de su estado de prostitución o corrupción, no haga lo posible 
para impedir su continuación en tal estado, o no acuda a la autoridad competente para el mismo fin si carece de medios 
para la custodia del menor o persona con discapacidad necesitada de especial protección, será castigado con la pena 
de prisión de tres a seis meses o multa de seis a doce meses. 

7. El Ministerio Fiscal promoverá las acciones pertinentes con objeto de privar de la patria potestad, tutela, guarda o 
acogimiento familiar, en su caso, a la persona que incurra en alguna de las conductas descritas en el apartado anterior. 

8. Los jueces y tribunales ordenarán la adopción de las medidas necesarias para la retirada de las páginas web o 
aplicaciones de internet que contengan o difundan pornografía infantil o en cuya elaboración se hubieran utilizado 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección o, en su caso, para bloquear el acceso a las mismas a los 
usuarios de Internet que se encuentren en territorio español. 

Estas medidas podrán ser acordadas con carácter cautelar a petición del Ministerio Fiscal. 

Artículo 189 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 
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a) Multa del triple al quíntuple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de cinco años. 

b) Multa del doble al cuádruple del beneficio obtenido, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una 
pena de prisión de más de dos años no incluida en el anterior inciso. 

c) Multa del doble al triple del beneficio obtenido, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

IV. DESCUBRIMIENTO Y REVELACIÓN DE SECRETOS. 

Artículo 197.  

1. El que, para descubrir los secretos o vulnerar la intimidad de otro, sin su consentimiento, se apodere de sus papeles, 
cartas, mensajes de correo electrónico o cualesquiera otros documentos o efectos personales, intercepte sus 
telecomunicaciones o utilice artificios técnicos de escucha, transmisión, grabación o reproducción del sonido o de la 
imagen, o de cualquier otra señal de comunicación, será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa 
de doce a veinticuatro meses. 

2. Las mismas penas se impondrán al que, sin estar autorizado, se apodere, utilice o modifique, en perjuicio de tercero, 
datos reservados de carácter personal o familiar de otro que se hallen registrados en ficheros o soportes informáticos, 
electrónicos o telemáticos, o en cualquier otro tipo de archivo o registro público o privado. Iguales penas se impondrán 
a quien, sin estar autorizado, acceda por cualquier medio a los mismos y a quien los altere o utilice en perjuicio del titular 
de los datos o de un tercero. 

3. Se impondrá la pena de prisión de dos a cinco años si se difunden, revelan o ceden a terceros los datos o hechos 
descubiertos o las imágenes captadas a que se refieren los números anteriores. 

Será castigado con las penas de prisión de uno a tres años y multa de doce a veinticuatro meses, el que, con conocimiento 
de su origen ilícito y sin haber tomado parte en su descubrimiento, realizare la conducta descrita en el párrafo anterior. 

4. Los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de este artículo serán castigados con una pena de prisión de tres a cinco 
años cuando: 

a) Se cometan por las personas encargadas o responsables de los ficheros, soportes informáticos, electrónicos o 
telemáticos, archivos o registros; o 

b) se lleven a cabo mediante la utilización no autorizada de datos personales de la víctima. 

Si los datos reservados se hubieran difundido, cedido o revelado a terceros, se impondrán las penas en su mitad superior. 

5. Igualmente, cuando los hechos descritos en los apartados anteriores afecten a datos de carácter personal que revelen 
la ideología, religión, creencias, salud, origen racial o vida sexual, o la víctima fuere un menor de edad o una persona con 
discapacidad necesitada de especial protección, se impondrán las penas previstas en su mitad superior. 

6. Si los hechos se realizan con fines lucrativos, se impondrán las penas respectivamente previstas en los apartados 1 al 
4 de este artículo en su mitad superior. Si además afectan a datos de los mencionados en el apartado anterior, la pena 
a imponer será la de prisión de cuatro a siete años. 

7. Será castigado con una pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a doce meses el que, sin autorización 
de la persona afectada, difunda, revele o ceda a terceros imágenes o grabaciones audiovisuales de aquélla que hubiera 
obtenido con su anuencia en un domicilio o en cualquier otro lugar fuera del alcance de la mirada de terceros, cuando 
la divulgación menoscabe gravemente la intimidad personal de esa persona. 
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La pena se impondrá en su mitad superior cuando los hechos hubieran sido cometidos por el cónyuge o por persona que 
esté o haya estado unida a él por análoga relación de afectividad, aun sin convivencia, la víctima fuera menor de edad 
o una persona con discapacidad necesitada de especial protección, o los hechos se hubieran cometido con una finalidad 
lucrativa. 

Artículo 197 bis. 

1. El que por cualquier medio o procedimiento, vulnerando las medidas de seguridad establecidas para impedirlo, y sin 
estar debidamente autorizado, acceda o facilite a otro el acceso al conjunto o una parte de un sistema de información 
o se mantenga en él en contra de la voluntad de quien tenga el legítimo derecho a excluirlo, será castigado con pena de 
prisión de seis meses a dos años. 

2. El que mediante la utilización de artificios o instrumentos técnicos, y sin estar debidamente autorizado, intercepte 
transmisiones no públicas de datos informáticos que se produzcan desde, hacia o dentro de un sistema de información, 
incluidas las emisiones electromagnéticas de los mismos, será castigado con una pena de prisión de tres meses a dos 
años o multa de tres a doce meses. 

Artículo 197 ter. 

Será castigado con una pena de prisión de seis meses a dos años o multa de tres a dieciocho meses el que, sin estar 
debidamente autorizado, produzca, adquiera para su uso, importe o, de cualquier modo, facilite a terceros, con la 
intención de facilitar la comisión de alguno de los delitos a que se refieren los apartados 1 y 2 del artículo 197 o el 
artículo 197 bis: 

a) un programa informático, concebido o adaptado principalmente para cometer dichos delitos; o 

b) una contraseña de ordenador, un código de acceso o datos similares que permitan acceder a la totalidad o a 
una parte de un sistema de información. 

Artículo 197 quater. 

Si los hechos descritos en este Capítulo se hubieran cometido en el seno de una organización o grupo criminal, se 
aplicarán respectivamente las penas superiores en grado. 

Artículo 197 quinquies. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en los artículos 197, 197 bis y 197 ter, se le impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. 
Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 198. 

La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos permitidos por la Ley, sin mediar causa legal por delito, y 
prevaliéndose de su cargo, realizare cualquiera de las conductas descritas en el artículo anterior, será castigado con las 
penas respectivamente previstas en el mismo, en su mitad superior y, además, con la de inhabilitación absoluta por 
tiempo de seis a doce años. 

Artículo 199. 

1. El que revelare secretos ajenos, de los que tenga conocimiento por razón de su oficio o sus relaciones laborales, será 
castigado con la pena de prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses. 

2. El profesional que, con incumplimiento de su obligación de sigilo o reserva, divulgue los secretos de otra persona, será 
castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para 
dicha profesión por tiempo de dos a seis años. 
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Artículo 200. 

Lo dispuesto en este capítulo será aplicable al que descubriere, revelare o cediere datos reservados de personas jurídicas, 
sin el consentimiento de sus representantes, salvo lo dispuesto en otros preceptos de este Código. 

Artículo 201. 

1. Para proceder por los delitos previstos en este capítulo será necesaria denuncia de la persona agraviada o de su 
representante legal. Cuando aquélla sea menor de edad, persona con discapacidad necesitada de especial protección o 
una persona desvalida, también podrá denunciar el Ministerio Fiscal. 

2. No será precisa la denuncia exigida en el apartado anterior para proceder por los hechos descritos en el artículo 198 
de este Código, ni cuando la comisión del delito afecte a los intereses generales o a una pluralidad de personas. 

3. El perdón del ofendido o de su representante legal, en su caso, extingue la acción penal sin perjuicio de lo dispuesto 
en el segundo párrafo del número 5º del apartado 1 del artículo 130. 

 

V. ESTAFAS Y FRAUDES. 

Artículo 248. 

1. Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante para producir error en otro, induciéndolo a 
realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno. 

2. También se consideran reos de estafa: 

a) Los que, con ánimo de lucro y valiéndose de alguna manipulación informática o artificio semejante, consigan una 
transferencia no consentida de cualquier activo patrimonial en perjuicio de otro. 

b) Los que fabricaren, introdujeren, poseyeren o facilitaren programas informáticos específicamente destinados a la 
comisión de las estafas previstas en este artículo. 

c) Los que utilizando tarjetas de crédito o débito, o cheques de viaje, o los datos obrantes en cualquiera de ellos, 
realicen operaciones de cualquier clase en perjuicio de su titular o de un tercero. 

Artículo 251. 

Será castigado con la pena de prisión de uno a cuatro años: 

1º. Quien, atribuyéndose falsamente sobre una cosa mueble o inmueble facultad de disposición de la que carece, 
bien por no haberla tenido nunca, bien por haberla ya ejercitado, la enajenare, gravare o arrendare a otro, en perjuicio 
de éste o de tercero. 

2º. El que dispusiere de una cosa mueble o inmueble ocultando la existencia de cualquier carga sobre la misma, o 
el que, habiéndola enajenado como libre, la gravare o enajenare nuevamente antes de la definitiva transmisión al 
adquirente, en perjuicio de éste, o de un tercero. 

3º. El que otorgare en perjuicio de otro un contrato simulado. 

Artículo 251 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en esta Sección, se le impondrán las siguientes penas: 
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a) Multa del triple al quíntuple de la cantidad defraudada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista 
una pena de prisión de más de cinco años. 

b) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

VI. FRUSTRACIÓN DE LA EJECUCIÓN E INSOLVENCIAS PUNIBLES. 

Artículo 257. 

1. Será castigado con las penas de prisión de uno a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses: 

1º El que se alce con sus bienes en perjuicio de sus acreedores. 

2º Quien con el mismo fin realice cualquier acto de disposición patrimonial o generador de obligaciones que dilate, 
dificulte o impida la eficacia de un embargo o de un procedimiento ejecutivo o de apremio, judicial, extrajudicial 
o administrativo, iniciado o de previsible iniciación. 

2. Con la misma pena será castigado quien realizare actos de disposición, contrajere obligaciones que disminuyan su 
patrimonio u oculte por cualquier medio elementos de su patrimonio sobre los que la ejecución podría hacerse efectiva, 
con la finalidad de eludir el pago de responsabilidades civiles derivadas de un delito que hubiere cometido o del que 
debiera responder. 

Artículo 258. 

1. Será castigado con una pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a dieciocho meses quien, en un 
procedimiento de ejecución judicial o administrativo, presente a la autoridad o funcionario encargados de la ejecución 
una relación de bienes o patrimonio incompleta o mendaz, y con ello dilate, dificulte o impida la satisfacción del acreedor. 

La relación de bienes o patrimonio se considerará incompleta cuando el deudor ejecutado utilice o disfrute de bienes de 
titularidad de terceros y no aporte justificación suficiente del derecho que ampara dicho disfrute y de las condiciones a 
que está sujeto. 

2. La misma pena se impondrá cuando el deudor, requerido para ello, deje de facilitar la relación de bienes o patrimonio 
a que se refiere el apartado anterior. 

3. Los delitos a que se refiere este artículo no serán perseguibles si el autor, antes de que la autoridad o funcionario 
hubieran descubierto el carácter mendaz o incompleto de la declaración presentada, compareciera ante ellos y 
presentara una declaración de bienes o patrimonio veraz y completa. 

 

Artículo 258 bis. 

Serán castigados con una pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a veinticuatro meses, salvo que ya 
estuvieran castigados con una pena más grave en otro precepto de este Código, quienes hagan uso de bienes 
embargados por autoridad pública que hubieran sido constituidos en depósito sin estar autorizados para ello. 

Artículo 258 ter. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 
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a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de cinco años. 

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de dos años no incluida en el inciso anterior. 

c) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b a g del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 259. 

1. Será castigado con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de ocho a veinticuatro meses quien, 
encontrándose en una situación de insolvencia actual o inminente, realice alguna de las siguientes conductas: 

1º. Oculte, cause daños o destruya los bienes o elementos patrimoniales que estén incluidos, o que habrían estado 
incluidos, en la masa del concurso en el momento de su apertura. 

2º. Realice actos de disposición mediante la entrega o transferencia de dinero u otros activos patrimoniales, o 
mediante la asunción de deudas, que no guarden proporción con la situación patrimonial del deudor, ni con sus ingresos, 
y que carezcan de justificación económica o empresarial. 

3º. Realice operaciones de venta o prestaciones de servicio por precio inferior a su coste de adquisición o 
producción, y que en las circunstancias del caso carezcan de justificación económica. 

4º. Simule créditos de terceros o proceda al reconocimiento de créditos ficticios.  

5º. Participe en negocios especulativos, cuando ello carezca de justificación económica y resulte, en las 
circunstancias del caso y a la vista de la actividad económica desarrollada, contrario al deber de diligencia en la gestión 
de asuntos económicos. 

6º. Incumpla el deber legal de llevar contabilidad, lleve doble contabilidad, o cometa en su llevanza irregularidades 
que sean relevantes para la comprensión de su situación patrimonial o financiera. También será punible la destrucción 
o alteración de los libros contables, cuando de este modo se dificulte o impida de forma relevante la comprensión de su 
situación patrimonial o financiera. 

7º. Oculte, destruya o altere la documentación que el empresario está obligado a conservar antes del transcurso 
del plazo al que se extiende este deber legal, cuando de este modo se dificulte o imposibilite el examen o valoración de 
la situación económica real del deudor. 

8º. Formule las cuentas anuales o los libros contables de un modo contrario a la normativa reguladora de la 
contabilidad mercantil, de forma que se dificulte o imposibilite el examen o valoración de la situación económica real 
del deudor, o incumpla el deber de formular el balance o el inventario dentro de plazo. 

9º. Realice cualquier otra conducta activa u omisiva que constituya una infracción grave del deber de diligencia en 
la gestión de asuntos económicos y a la que sea imputable una disminución del patrimonio del deudor o por medio de 
la cual se oculte la situación económica real del deudor o su actividad empresarial. 

2. La misma pena se impondrá a quien, mediante alguna de las conductas a que se refiere el apartado anterior, cause 
su situación de insolvencia. 

3. Cuando los hechos se hubieran cometido por imprudencia, se impondrá una pena de prisión de seis meses a dos años 
o multa de doce a veinticuatro meses. 

4. Este delito solamente será perseguible cuando el deudor haya dejado de cumplir regularmente sus obligaciones 
exigibles o haya sido declarado su concurso. 
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5. Este delito y los delitos singulares relacionados con él, cometidos por el deudor o persona que haya actuado en su 
nombre, podrán perseguirse sin esperar a la conclusión del concurso y sin perjuicio de la continuación de este. El importe 
de la responsabilidad civil derivada de dichos delitos deberá incorporarse, en su caso, a la masa. 

6. En ningún caso, la calificación de la insolvencia en el proceso concursal vinculará a la jurisdicción penal. 

Artículo 261. 

El que en procedimiento concursal presentare, a sabiendas, datos falsos relativos al estado contable, con el fin de lograr 
indebidamente la declaración de aquel, será castigado con la pena de prisión de uno a dos años y multa de seis a 12 
meses. 

Artículo 261 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de cinco años. 

b) Multa de uno a tres años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de dos años no incluida en el inciso anterior. 

c) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 262. 

1. Los que solicitaren dádivas o promesas para no tomar parte en un concurso o subasta pública ; los que intentaren 
alejar de ella a los postores por medio de amenazas, dádivas, promesas o cualquier otro artificio ; los que se concertaren 
entre sí con el fin de alterar el precio del remate, o los que fraudulentamente quebraren o abandonaren la subasta 
habiendo obtenido la adjudicación, serán castigados con la pena de prisión de uno a tres años y multa de 12 a 24 meses, 
así como inhabilitación especial para licitar en subastas judiciales entre tres y cinco años. Si se tratare de un concurso o 
subasta convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá además al agente y a la persona o empresa 
por él representada la pena de inhabilitación especial que comprenderá, en todo caso, el derecho a contratar con las 
Administraciones públicas por un período de tres a cinco años. 

2. El juez o tribunal podrá imponer alguna o algunas de las consecuencias previstas en el artículo 129 si el culpable 
perteneciere a alguna sociedad, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare a la realización 
de tales actividades. 

VII. DAÑOS INFORMÁTICOS. 

Artículo 264. 

1. El que por cualquier medio, sin autorización y de manera grave borrase, dañase, deteriorase, alterase, suprimiese o 
hiciese inaccesibles datos informáticos, programas informáticos o documentos electrónicos ajenos, cuando el resultado 
producido fuera grave, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años. 

2. Se impondrá una pena de prisión de dos a cinco años y multa del tanto al décuplo del perjuicio ocasionado, cuando 
en las conductas descritas concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

1º Se hubiese cometido en el marco de una organización criminal. 

2º Haya ocasionado daños de especial gravedad o afectado a un número elevado de sistemas informáticos. 
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3º El hecho hubiera perjudicado gravemente el funcionamiento de servicios públicos esenciales o la provisión de 
bienes de primera necesidad. 

4º Los hechos hayan afectado al sistema informático de una infraestructura crítica o se hubiera creado una 
situación de peligro grave para la seguridad del Estado, de la Unión Europea o de un Estado Miembro de la Unión 
Europea. A estos efectos se considerará infraestructura crítica un elemento, sistema o parte de este que sea esencial 
para el mantenimiento de funciones vitales de la sociedad, la salud, la seguridad, la protección y el bienestar económico 
y social de la población cuya perturbación o destrucción tendría un impacto significativo al no poder mantener sus 
funciones. 

5º El delito se haya cometido utilizando alguno de los medios a que se refiere el artículo 264 ter. 

Si los hechos hubieran resultado de extrema gravedad, podrá imponerse la pena superior en grado. 

3. Las penas previstas en los apartados anteriores se impondrán, en sus respectivos casos, en su mitad superior, cuando 
los hechos se hubieran cometido mediante la utilización ilícita de datos personales de otra persona para facilitarse el 
acceso al sistema informático o para ganarse la confianza de un tercero. 

 

VIII. DELITOS RELATIVOS A LA PROPIEDAD INTELECTUAL Y PROPIEDAD INDUSTRIAL. 

Artículo 270. 

1. Será castigado con la pena de prisión de seis meses a cuatro años y multa de doce a veinticuatro meses el que, con 
ánimo de obtener un beneficio económico directo o indirecto y en perjuicio de tercero, reproduzca, plagie, distribuya, 
comunique públicamente o de cualquier otro modo explote económicamente, en todo o en parte, una obra o prestación 
literaria, artística o científica, o su transformación, interpretación o ejecución artística fijada en cualquier tipo de soporte 
o comunicada a través de cualquier medio, sin la autorización de los titulares de los correspondientes derechos de 
propiedad intelectual o de sus cesionarios. 

[...] 

5. Serán castigados con las penas previstas en los apartados anteriores, en sus respectivos casos, quienes: 

a) Exporten o almacenen intencionadamente ejemplares de las obras, producciones o ejecuciones a que se refieren 
los dos primeros apartados de este artículo, incluyendo copias digitales de las mismas, sin la referida autorización, 
cuando estuvieran destinadas a ser reproducidas, distribuidas o comunicadas públicamente. 

[…] 

Artículo 273. 

1. Será castigado con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de 12 a 24 meses el que, con fines industriales 
o comerciales, sin consentimiento del titular de una patente o modelo de utilidad y con conocimiento de su registro, 
fabrique, importe, posea, utilice, ofrezca o introduzca en el comercio objetos amparados por tales derechos. 

2. Las mismas penas se impondrán al que, de igual manera, y para los citados fines, utilice u ofrezca la utilización de un 
procedimiento objeto de una patente, o posea, ofrezca, introduzca en el comercio, o utilice el producto directamente 
obtenido por el procedimiento patentado. 

[…] 

Artículo 274. 
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1. Será castigado con las penas de uno a cuatro años de prisión y multa de doce a veinticuatro meses el que, con fines 
industriales o comerciales, sin consentimiento del titular de un derecho de propiedad industrial registrado conforme a la 
legislación de marcas y con conocimiento del registro, 

a) fabrique, produzca o importe productos que incorporen un signo distintivo idéntico o confundible con aquel, u 

b) ofrezca, distribuya, o comercialice al por mayor productos que incorporen un signo distintivo idéntico o 
confundible con aquel, o los almacene con esa finalidad, cuando se trate de los mismos o similares productos, servicios 
o actividades para los que el derecho de propiedad industrial se encuentre registrado. 

2. Será castigado con las penas de seis meses a tres años de prisión el que, con fines industriales o comerciales, sin 
consentimiento del titular de un derecho de propiedad industrial registrado conforme a la legislación de marcas y con 
conocimiento del registro, ofrezca, distribuya o comercialice al por menor, o preste servicios o desarrolle actividades, 
que incorporen un signo distintivo idéntico o confundible con aquél, cuando se trate de los mismos o similares productos, 
servicios o actividades para los que el derecho de propiedad industrial se encuentre registrado. 

La misma pena se impondrá a quien reproduzca o imite un signo distintivo idéntico o confundible con aquél para su 
utilización para la comisión de las conductas sancionadas en este artículo. 

[…] 

Artículo 275. 

Las mismas penas previstas en el artículo anterior se impondrán a quien intencionadamente y sin estar autorizado para 
ello, utilice en el tráfico económico una denominación de origen o una indicación geográfica representativa de una 
calidad determinada legalmente protegidas para distinguir los productos amparados por ellas, con conocimiento de esta 
protección. 

 

IX. DELITOS RELATIVOS AL MERCADO Y A LOS CONSUMIDORES. 

Artículo 278. 

1. El que, para descubrir un secreto de empresa se apoderare por cualquier medio de datos, documentos escritos o 
electrónicos, soportes informáticos u otros objetos que se refieran al mismo, o empleare alguno de los medios o 
instrumentos señalados en el apartado 1 del artículo 197, será castigado con la pena de prisión de dos a cuatro años y 
multa de doce a veinticuatro meses. 

2. Se impondrá la pena de prisión de tres a cinco años y multa de doce a veinticuatro meses si se difundieren, revelaren 
o cedieren a terceros los secretos descubiertos. 

3. Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de las penas que pudieran corresponder por el 
apoderamiento o destrucción de los soportes informáticos. 

Artículo 279. 

La difusión, revelación o cesión de un secreto de empresa llevada a cabo por quien tuviere legal o contractualmente 
obligación de guardar reserva, se castigará con la pena de prisión de dos a cuatro años y multa de doce a veinticuatro 
meses. 

Si el secreto se utilizara en provecho propio, las penas se impondrán en su mitad inferior. 

Artículo 282. 

Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a un año o multa de 12 a 24 meses los fabricantes o comerciantes 
que, en sus ofertas o publicidad de productos o servicios, hagan alegaciones falsas o manifiesten características inciertas 
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sobre los mismos, de modo que puedan causar un perjuicio grave y manifiesto a los consumidores, sin perjuicio de la 
pena que corresponda aplicar por la comisión de otros delitos. 

Artículo 283. 

Se impondrán las penas de prisión de seis meses a un año y multa de seis a dieciocho meses a los que, en perjuicio del 
consumidor, facturen cantidades superiores por productos o servicios cuyo costo o precio se mida por aparatos 
automáticos, mediante la alteración o manipulación de éstos. 

Artículo 284. 

Se impondrá la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de doce a veinticuatro meses a los que: 

1º. Empleando violencia, amenaza o engaño, intentaren alterar los precios que hubieren de resultar de la libre 
concurrencia de productos, mercancías, títulos valores o instrumentos financieros, servicios o cualesquiera otras cosas 
muebles o inmuebles que sean objeto de contratación, sin perjuicio de la pena que pudiere corresponderles por otros 
delitos cometidos. 

2º. Difundieren noticias o rumores, por sí o a través de un medio de comunicación, sobre personas o empresas en 
que a sabiendas se ofrecieren datos económicos total o parcialmente falsos con el fin de alterar o preservar el precio de 
cotización de un valor o instrumento financiero, obteniendo para sí o para tercero un beneficio económico superior a 
los 300.000 euros o causando un perjuicio de idéntica cantidad. 

[…] 

X. DELITOS DE CORRUPCIÓN DE NEGOCIOS. 

Artículo 286 bis. 

1. El directivo, administrador, empleado o colaborador de una empresa mercantil o de una sociedad que, por sí o por 
persona interpuesta, reciba, solicite o acepte un beneficio o ventaja no justificados de cualquier naturaleza, para sí o 
para un tercero, como contraprestación para favorecer indebidamente a otro en la adquisición o venta de mercancías, 
o en la contratación de servicios o en las relaciones comerciales, será castigado con la pena de prisión de seis meses a 
cuatro años, inhabilitación especial para el ejercicio de industria o comercio por tiempo de uno a seis años y multa del 
tanto al triplo del valor del beneficio o ventaja. 

2. Con las mismas penas será castigado quien, por sí o por persona interpuesta, prometa, ofrezca o conceda a directivos, 
administradores, empleados o colaboradores de una empresa mercantil o de una sociedad, un beneficio o ventaja no 
justificados, de cualquier naturaleza, para ellos o para terceros, como contraprestación para que le favorezca 
indebidamente a él o a un tercero frente a otros en la adquisición o venta de mercancías, contratación de servicios o en 
las relaciones comerciales. 

Artículo 286 ter. 

1. Los que mediante el ofrecimiento, promesa o concesión de cualquier beneficio o ventaja indebidos, pecuniarios o de 
otra clase, corrompieren o intentaren corromper, por sí o por persona interpuesta, a una autoridad o funcionario público 
en beneficio de estos o de un tercero, o atendieran sus solicitudes al respecto, con el fin de que actúen o se abstengan 
de actuar en relación con el ejercicio de funciones públicas para conseguir o conservar un contrato, negocio o cualquier 
otra ventaja competitiva en la realización de actividades económicas internacionales, serán castigados, salvo que ya lo 
estuvieran con una pena más grave en otro precepto de este Código, con las penas de prisión de prisión de tres a seis 
años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido fuese superior a la cantidad resultante, en 
cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante de dicho beneficio. Además de las penas señaladas, se impondrá 
en todo caso al responsable la pena de prohibición de contratar con el sector público, así como la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la 
Seguridad Social, y la prohibición de intervenir en transacciones comerciales de trascendencia pública por un periodo de 
siete a doce años. 
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2. A los efectos de este artículo se entenderá por funcionario público los determinados por los artículos 24 y 427. 

[…] 

 

XI. BLANQUEO DE CAPITALES. 

Artículo 301. 

1. El que adquiera, posea, utilice, convierta, o transmita bienes, sabiendo que éstos tienen su origen en una actividad 
delictiva, cometida por él o por cualquiera tercera persona, o realice cualquier otro acto para ocultar o encubrir su origen 
ilícito, o para ayudar a la persona que haya participado en la infracción o infracciones a eludir las consecuencias legales 
de sus actos, será castigado con la pena de prisión de seis meses a seis años y multa del tanto al triplo del valor de los 
bienes. En estos casos, los jueces o tribunales, atendiendo a la gravedad del hecho y a las circunstancias personales del 
delincuente, podrán imponer también a éste la pena de inhabilitación especial para el ejercicio de su profesión o industria 
por tiempo de uno a tres años, y acordar la medida de clausura temporal o definitiva del establecimiento o local. Si la 
clausura fuese temporal, su duración no podrá exceder de cinco años. 

La pena se impondrá en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos relacionados con 
el tráfico de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas descritos en los artículos 368 a 372 de este 
Código. En estos supuestos se aplicarán las disposiciones contenidas en el artículo 374 de este Código. 

También se impondrá la pena en su mitad superior cuando los bienes tengan su origen en alguno de los delitos 
comprendidos en los Capítulos V, VI, VII, VIII, IX y X del Título XIX o en alguno de los delitos del Capítulo I del Título XVI. 

2. Con las mismas penas se sancionará, según los casos, la ocultación o encubrimiento de la verdadera naturaleza, 
origen, ubicación, destino, movimiento o derechos sobre los bienes o propiedad de los mismos, a sabiendas de que 
proceden de alguno de los delitos expresados en el apartado anterior o de un acto de participación en ellos. 

[…] 

Artículo 302. 

1. En los supuestos previstos en el artículo anterior se impondrán las penas privativas de libertad en su mitad superior a 
las personas que pertenezca a una organización dedicada a los fines señalados en los mismos, y la pena superior en 
grado a los jefes, administradores o encargados de las referidas organizaciones. 

2. En tales casos, cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis sea responsable una persona jurídica, se le 
impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de cinco años. 

b) Multa de seis meses a dos años, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 303. 

Si los hechos previstos en los artículos anteriores fueran realizados por empresario, intermediario en el sector financiero, 
facultativo, funcionario público, trabajador social, docente o educador, en el ejercicio de su cargo, profesión u oficio, se 
le impondrá, además de la pena correspondiente, la de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u 
oficio, industria o comercio, de tres a diez años. Se impondrá la pena de inhabilitación absoluta de diez a veinte años 
cuando los referidos hechos fueren realizados por autoridad o agente de la misma. 
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A tal efecto, se entiende que son facultativos los médicos, psicólogos, las personas en posesión de títulos sanitarios, los 
veterinarios, los farmacéuticos y sus dependientes. 

 

XII. FINANICACIÓN ILGEAL A LOS PARTIDOS POLÍTICOS. 

Artículo 304 bis. 

1. Será castigado con una pena de multa del triplo al quíntuplo de su valor, el que reciba donaciones o aportaciones 
destinadas a un partido político, federación, coalición o agrupación de electores con infracción de lo dispuesto en el 
artículo 5.Uno de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos. 

2. Los hechos anteriores serán castigados con una pena de prisión de seis meses a cuatro años y multa del triplo al 
quíntuplo de su valor o del exceso cuando: 

a) Se trate de donaciones recogidas en el artículo 5.Uno, letras a) o c) de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, 
sobre financiación de los partidos políticos, de importe superior a 500.000 euros, o que superen en esta cifra el límite 
fijado en la letra b) del aquel precepto, cuando sea ésta el infringido. 

b) Se trate de donaciones recogidas en el artículo 7.Dos de la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre 
financiación de los partidos políticos, que superen el importe de 100.000 euros. 

3. Si los hechos a que se refiere el apartado anterior resultaran de especial gravedad, se impondrá la pena en su mitad 
superior, pudiéndose llegar hasta la superior en grado. 

4. Las mismas penas se impondrán, en sus respectivos casos, a quien entregare donaciones o aportaciones destinadas 
a un partido político, federación, coalición o agrupación de electores, por sí o por persona interpuesta, en alguno de los 
supuestos de los números anteriores. 

5. Las mismas penas se impondrán cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código, una 
persona jurídica sea responsable de los hechos. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y 
tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XIII. DELITOS CONTRA LA HACIENDA PÚBLICA Y LA SEGURIDAD SOCIAL. 

Artículo 305. 

1. El que, por acción u omisión, defraude a la Hacienda Pública estatal, autonómica, foral o local, eludiendo el pago de 
tributos, cantidades retenidas o que se hubieran debido retener o ingresos a cuenta, obteniendo indebidamente 
devoluciones o disfrutando beneficios fiscales de la misma forma, siempre que la cuantía de la cuota defraudada, el 
importe no ingresado de las retenciones o ingresos a cuenta o de las devoluciones o beneficios fiscales indebidamente 
obtenidos o disfrutados exceda de ciento veinte mil euros será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y 
multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía, salvo que hubiere regularizado su situación tributaria en los términos 
del apartado 4 del presente artículo. 

La mera presentación de declaraciones o autoliquidaciones no excluye la defraudación, cuando ésta se acredite por 
otros hechos. 

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o 
ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período 
de tres a seis años 

2. A los efectos de determinar la cuantía mencionada en el apartado anterior: 
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a) Si se trata de tributos, retenciones, ingresos a cuenta o devoluciones, periódicos o de declaración periódica, se 
estará a lo defraudado en cada período impositivo o de declaración, y si éstos son inferiores a doce meses, el importe 
de lo defraudado se referirá al año natural. No obstante lo anterior, en los casos en los que la defraudación se lleve a 
cabo en el seno de una organización o grupo criminal, o por personas o entidades que actúen bajo la apariencia de una 
actividad económica real sin desarrollarla de forma efectiva, el delito será perseguible desde el mismo momento en que 
se alcance la cantidad fijada en el apartado 1. 

b) En los demás supuestos, la cuantía se entenderá referida a cada uno de los distintos conceptos por los que un 
hecho imponible sea susceptible de liquidación. 

3. Las mismas penas se impondrán cuando las conductas descritas en el apartado 1 de este artículo se cometan contra 
la Hacienda de la Unión Europea, siempre que la cuantía defraudada excediera de cincuenta mil euros en el plazo de un 
año natural. No obstante lo anterior, en los casos en los que la defraudación se lleve a cabo en el seno de una 
organización o grupo criminal, o por personas o entidades que actúen bajo la apariencia de una actividad económica 
real sin desarrollarla de forma efectiva, el delito será perseguible desde el mismo momento en que se alcance la cantidad 
fijada en este apartado. Si la cuantía defraudada no superase los cincuenta mil euros, pero excediere de cuatro mil, se 
impondrá una pena de prisión de tres meses a un año o multa del tanto al triplo de la citada cuantía y la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de 
la Seguridad Social durante el período de seis meses a dos años. 

4. Se considerará regularizada la situación tributaria cuando se haya procedido por el obligado tributario al completo 
reconocimiento y pago de la deuda tributaria, antes de que por la Administración Tributaria se le haya notificado el inicio 
de actuaciones de comprobación o investigación tendentes a la determinación de las deudas tributarias objeto de la 
regularización o, en el caso de que tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el 
Abogado del Estado o el representante procesal de la Administración autonómica, foral o local de que se trate, 
interponga querella o denuncia contra aquél dirigida, o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen 
actuaciones que le permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias. 

Asimismo, los efectos de la regularización prevista en el párrafo anterior resultarán aplicables cuando se satisfagan 
deudas tributarias una vez prescrito el derecho de la Administración a su determinación en vía administrativa. 

La regularización por el obligado tributario de su situación tributaria impedirá que se le persiga por las posibles 
irregularidades contables u otras falsedades instrumentales que, exclusivamente en relación a la deuda tributaria objeto 
de regularización, el mismo pudiera haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación tributaria. 

5. Cuando la Administración Tributaria apreciare indicios de haberse cometido un delito contra la Hacienda Pública, 
podrá liquidar de forma separada, por una parte los conceptos y cuantías que no se encuentren vinculados con el posible 
delito contra la Hacienda Pública, y por otra, los que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda 
Pública. 

La liquidación indicada en primer lugar en el párrafo anterior seguirá la tramitación ordinaria y se sujetará al régimen de 
recursos propios de toda liquidación tributaria. Y la liquidación que en su caso derive de aquellos conceptos y cuantías 
que se encuentren vinculados con el posible delito contra la Hacienda Pública seguirá la tramitación que al efecto 
establezca la normativa tributaria, sin perjuicio de que finalmente se ajuste a lo que se decida en el proceso penal. 

La existencia del procedimiento penal por delito contra la Hacienda Pública no paralizará la acción de cobro de la deuda 
tributaria. Por parte de la Administración Tributaria podrán iniciarse las actuaciones dirigidas al cobro, salvo que el Juez, 
de oficio o a instancia de parte, hubiere acordado la suspensión de las actuaciones de ejecución, previa prestación de 
garantía. Si no se pudiese prestar garantía en todo o en parte, excepcionalmente el Juez podrá acordar la suspensión 
con dispensa total o parcial de garantías si apreciare que la ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de muy 
difícil reparación. 

6. Los Jueces y Tribunales podrán imponer al obligado tributario o al autor del delito la pena inferior en uno o dos grados, 
siempre que, antes de que transcurran dos meses desde la citación judicial como imputado satisfaga la deuda tributaria 
y reconozca judicialmente los hechos. Lo anterior será igualmente aplicable respecto de otros partícipes en el delito 
distintos del obligado tributario o del autor del delito, cuando colaboren activamente para la obtención de pruebas 
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decisivas para la identificación o captura de otros responsables, para el completo esclarecimiento de los hechos delictivos 
o para la averiguación del patrimonio del obligado tributario o de otros responsables del delito. 

7. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de la pena de multa y la 
responsabilidad civil, que comprenderá el importe de la deuda tributaria que la Administración Tributaria no haya 
liquidado por prescripción u otra causa legal en los términos previstos en la Ley 58/2003, General Tributaria, de 17 de 
diciembre, incluidos sus intereses de demora, los Jueces y Tribunales recabarán el auxilio de los servicios de la 
Administración Tributaria que las exigirá por el procedimiento administrativo de apremio en los términos establecidos 
en la citada Ley. 

Artículo 306. 

El que por acción u omisión defraude a los presupuestos generales de la Unión Europea u otros administrados por ésta, 
en cuantía superior a cincuenta mil euros, eludiendo, fuera de los casos contemplados en el apartado 3 del artículo 305, 
el pago de cantidades que se deban ingresar, dando a los fondos obtenidos una aplicación distinta de aquella a que 
estuvieren destinados u obteniendo indebidamente fondos falseando las condiciones requeridas para su concesión u 
ocultando las que la hubieran impedido, será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al 
séxtuplo de la citada cuantía y la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a 
gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis años. 

Si la cuantía defraudada o aplicada indebidamente no superase los cincuenta mil euros, pero excediere de cuatro mil, se 
impondrá una pena de prisión de tres meses a un año o multa del tanto al triplo de la citada cuantía y la pérdida de la 
posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de 
la Seguridad Social durante el período de seis meses a dos años. 

Artículo 307. 

1. El que, por acción u omisión, defraude a la Seguridad Social eludiendo el pago de las cuotas de ésta y conceptos de 
recaudación conjunta, obteniendo indebidamente devoluciones de las mismas o disfrutando de deducciones por 
cualquier concepto asimismo de forma indebida, siempre que la cuantía de las cuotas defraudadas o de las devoluciones 
o deducciones indebidas exceda de cincuenta mil euros será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y 
multa del tanto al séxtuplo de la citada cuantía salvo que hubiere regularizado su situación ante la Seguridad Social en 
los términos del apartado 3 del presente artículo. 

La mera presentación de los documentos de cotización no excluye la defraudación, cuando ésta se acredite por otros 
hechos. 

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o 
ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período 
de tres a seis años. 

2. A los efectos de determinar la cuantía mencionada en el apartado anterior se estará al importe total defraudado 
durante cuatro años naturales. 

3. Se considerará regularizada la situación ante la Seguridad Social cuando se haya procedido por el obligado frente a 
la Seguridad Social al completo reconocimiento y pago de la deuda antes de que se le haya notificado la iniciación de 
actuaciones inspectoras dirigidas a la determinación de dichas deudas o, en caso de que tales actuaciones no se hubieran 
producido, antes de que el Ministerio Fiscal o el Letrado de la Seguridad Social interponga querella o denuncia contra 
aquél dirigida o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le permitan tener 
conocimiento formal de la iniciación de diligencias. 

Asimismo, los efectos de la regularización prevista en el párrafo anterior, resultarán aplicables cuando se satisfagan 
deudas ante la Seguridad Social una vez prescrito el derecho de la Administración a su determinación en vía 
administrativa. 
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La regularización de la situación ante la Seguridad Social impedirá que a dicho sujeto se le persiga por las posibles 
irregularidades contables u otras falsedades instrumentales que, exclusivamente en relación a la deuda objeto de 
regularización, el mismo pudiera haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación. 

4. La existencia de un procedimiento penal por delito contra la Seguridad Social no paralizará el procedimiento 
administrativo para la liquidación y cobro de la deuda contraída con la Seguridad Social, salvo que el Juez lo acuerde 
previa prestación de garantía. En el caso de que no se pudiese prestar garantía en todo o en parte, el Juez, con carácter 
excepcional, podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de las garantías, en el caso de que apreciara que 
la ejecución pudiera ocasionar daños irreparables o de muy difícil reparación. La liquidación administrativa se ajustará 
finalmente a lo que se decida en el proceso penal. 

5. Los Jueces y Tribunales podrán imponer al obligado frente a la Seguridad Social o al autor del delito la pena inferior 
en uno o dos grados, siempre que, antes de que transcurran dos meses desde la citación judicial como imputado, 
satisfaga la deuda con la Seguridad Social y reconozca judicialmente los hechos. 

 Lo anterior será igualmente aplicable respecto de otros partícipes en el delito distintos del deudor a la Seguridad Social 
o del autor del delito, cuando colaboren activamente para la obtención de pruebas decisivas para la identificación o 
captura de otros responsables, para el completo esclarecimiento de los hechos delictivos o para la averiguación del 
patrimonio del obligado frente a la Seguridad Social o de otros responsables del delito. 

6. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de la pena de multa y la 
responsabilidad civil, que comprenderá el importe de la deuda frente a la Seguridad Social que la Administración no haya 
liquidado por prescripción u otra causa legal, incluidos sus intereses de demora, los Jueces y Tribunales recabarán el 
auxilio de los servicios de la Administración de la Seguridad Social que las exigirá por el procedimiento administrativo de 
apremio. 

Artículo 307 ter. 

1. Quien obtenga, para sí o para otro, el disfrute de prestaciones del Sistema de la Seguridad Social, la prolongación 
indebida del mismo, o facilite a otros su obtención, por medio del error provocado mediante la simulación o 
tergiversación de hechos, o la ocultación consciente de hechos de los que tenía el deber de informar, causando con ello 
un perjuicio a la Administración Pública, será castigado con la pena de seis meses a tres años de prisión. 

Cuando los hechos, a la vista del importe defraudado, de los medios empleados y de las circunstancias personales del 
autor, no revistan especial gravedad, serán castigados con una pena de multa del tanto al séxtuplo. 

Además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones y del 
derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de tres a seis años. 

2. Cuando el valor de las prestaciones fuera superior a cincuenta mil euros    o hubiera concurrido cualquiera de las 
circunstancias a que se refieren las letras b) o c) del apartado 1 del artículo 307 bis, se impondrá una pena de prisión 
de dos a seis años y multa del tanto al séxtuplo. 

En estos casos, además de las penas señaladas, se impondrá al responsable la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social durante el período de 
cuatro a ocho años. 

3. Quedará exento de responsabilidad criminal en relación con las conductas descritas en los apartados anteriores el 
que reintegre una cantidad equivalente al valor de la prestación recibida incrementada en un interés anual equivalente 
al interés legal del dinero aumentado en dos puntos porcentuales, desde el momento en que las percibió, antes de que 
se le haya notificado la iniciación de actuaciones de inspección y control en relación con las mismas o, en el caso de que 
tales actuaciones no se hubieran producido, antes de que el Ministerio Fiscal, el Abogado del Estado, el Letrado de la 
Seguridad Social, o el representante de la Administración autonómica o local de que se trate, interponga querella o 
denuncia contra aquél dirigida o antes de que el Ministerio Fiscal o el Juez de Instrucción realicen actuaciones que le 
permitan tener conocimiento formal de la iniciación de diligencias. 
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La exención de responsabilidad penal contemplada en el párrafo anterior alcanzará igualmente a dicho sujeto por las 
posibles falsedades instrumentales que, exclusivamente en relación a las prestaciones defraudadas objeto de reintegro, 
el mismo pudiera haber cometido con carácter previo a la regularización de su situación. 

4. La existencia de un procedimiento penal por alguno de los delitos de los apartados 1 y 2 de este artículo, no impedirá 
que la Administración competente exija el reintegro por vía administrativa de las prestaciones indebidamente obtenidas. 
El importe que deba ser reintegrado se entenderá fijado provisionalmente por la Administración, y se ajustará después 
a lo que finalmente se resuelva en el proceso penal. 

El procedimiento penal tampoco paralizará la acción de cobro de la Administración competente, que podrá iniciar las 
actuaciones dirigidas al cobro salvo que el Juez, de oficio o a instancia de parte, hubiere acordado la suspensión de las 
actuaciones de ejecución previa prestación de garantía. Si no se pudiere prestar garantía en todo o en parte, 
excepcionalmente el Juez podrá acordar la suspensión con dispensa total o parcial de garantías si apreciare que la 
ejecución pudiese ocasionar daños irreparables o de muy difícil reparación. 

5. En los procedimientos por el delito contemplado en este artículo, para la ejecución de la pena de multa y de la 
responsabilidad civil, los Jueces y Tribunales recabarán el auxilio de los servicios de la Administración de la Seguridad 
Social que las exigirá por el procedimiento administrativo de apremio. 

6. Resultará aplicable a los supuestos regulados en este artículo lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 307 del Código 
Penal. 

Artículo 308. 

1. El que obtenga subvenciones o ayudas de las Administraciones Públicas en una cantidad o por un valor superior a 
ciento veinte mil euros falseando las condiciones requeridas para su concesión u ocultando las que la hubiesen impedido 
será castigado con la pena de prisión de uno a cinco años y multa del tanto al séxtuplo de su importe salvo que lleve a 
cabo el reintegro a que se refiere el apartado 5 de este artículo. 

2. Las mismas penas se impondrán al que, en el desarrollo de una actividad sufragada total o parcialmente con fondos 
de las Administraciones públicas los aplique en una cantidad superior a ciento veinte mil euros a fines distintos de 
aquéllos para los que la subvención o ayuda fue concedida salvo que lleve a cabo el reintegro a que se refiere el apartado 
5 de este artículo. 

 

XIV. DELITO CONTABLE. 

Artículo 310. 

Será castigado con la pena de prisión de cinco a siete meses el que estando obligado por ley tributaria a llevar 
contabilidad mercantil, libros o registros fiscales: 

a) Incumpla absolutamente dicha obligación en régimen de estimación directa de bases tributarias. 

b) Lleve contabilidades distintas que, referidas a una misma actividad y ejercicio económico, oculten o simulen la 
verdadera situación de la empresa. 

c) No hubiere anotado en los libros obligatorios negocios, actos, operaciones o, en general, transacciones 
económicas, o los hubiese anotado con cifras distintas a las verdaderas. 

d) Hubiere practicado en los libros obligatorios anotaciones contables ficticias. 

Artículo 310 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en este Título, se le impondrán las siguientes penas: 
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a) Multa del tanto al doble de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años. 

b) Multa del doble al cuádruple de la cantidad defraudada o indebidamente obtenida, si el delito cometido por la 
persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años. 

c) Multa de seis meses a un año, en los supuestos recogidos en el artículo 310. 

Además de las señaladas, se impondrá a la persona jurídica responsable la pérdida de la posibilidad de obtener 
subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar de los beneficios o incentivos fiscales o de la Seguridad Social 
durante el período de tres a seis años. Podrá imponerse la prohibición para contratar con las Administraciones Públicas. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los Jueces y Tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b), c), d), e) y g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XV. DELITOS CONTRA LOS DERECHOS DE LOS CIUDADANOS EXTRANJEROS. 

Artículo 318 bis. 

1. El que intencionadamente ayude a una persona que no sea nacional de un Estado miembro de la Unión Europea a 
entrar en territorio español o a transitar a través del mismo de un modo que vulnere la legislación sobre entrada o 
tránsito de extranjeros, será castigado con una pena de multa de tres a doce meses o prisión de tres meses a un año. 

Los hechos no serán punibles cuando el objetivo perseguido por el autor fuere únicamente prestar ayuda humanitaria a 
la persona de que se trate. 

Si los hechos se hubieran cometido con ánimo de lucro se impondrá la pena en su mitad superior. 

2. El que intencionadamente ayude, con ánimo de lucro, a una persona que no sea nacional de un Estado miembro de 
la Unión Europea a permanecer en  

España, vulnerando la legislación sobre estancia de extranjeros será castigado con una pena de multa de tres a doce 
meses o prisión de tres meses a un año. 

3. Los hechos a que se refiere el apartado 1 de este artículo serán castigados con la pena de prisión de cuatro a ocho 
años cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Cuando los hechos se hubieran cometido en el seno de una organización que se dedicare a la realización de 
tales actividades. Cuando se trate de los jefes, administradores o encargados de dichas organizaciones o asociaciones, 
se les aplicará la pena en su mitad superior, que podrá elevarse a la inmediatamente superior en grado. 

b) Cuando se hubiera puesto en peligro la vida de las personas objeto de la infracción, o se hubiera creado el 
peligro de causación de lesiones graves. 

4. En las mismas penas del párrafo anterior y además en la de inhabilitación absoluta de seis a doce años, incurrirán los 
que realicen los hechos prevaliéndose de su condición de autoridad, agente de ésta o funcionario público. 

5. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
recogidos en este Título, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años, o la del triple al quíntuple del beneficio 
obtenido si la cantidad resultante fuese más elevada. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 



 

Anexos 25 
 

6. Los tribunales, teniendo en cuenta la gravedad del hecho y sus circunstancias, las condiciones del culpable y la 
finalidad perseguida por éste, podrán imponer la pena inferior en un grado a la respectivamente señalada. 

 

XVI. DELITO CONTRA LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO Y EL URBANISMO. 

Artículo 319. 

1. Se impondrán las penas de prisión de un año y seis meses a cuatro años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo 
que el beneficio obtenido por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del tanto al 
triplo del montante de dicho beneficio, e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cuatro años, 
a los promotores, constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización, construcción o edificación 
no autorizables en suelos destinados a viales, zonas verdes, bienes de dominio público o lugares que tengan legal o 
administrativamente reconocido su valor paisajístico, ecológico, artístico, histórico o cultural, o por los mismos motivos 
hayan sido considerados de especial protección. 

2. Se impondrá la pena de prisión de uno a tres años, multa de doce a veinticuatro meses, salvo que el beneficio obtenido 
por el delito fuese superior a la cantidad resultante en cuyo caso la multa será del tanto al triplo del montante de dicho 
beneficio, e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a cuatro años, a los promotores, 
constructores o técnicos directores que lleven a cabo obras de urbanización, construcción o edificación no autorizables 
en el suelo no urbanizable. 

[…] 

XVII. DELITOS CONTRA LOS RECURSOS NATURALES Y EL MEDIO AMBIENTE. 

Artículo 325. 

1. Será castigado con las penas de prisión de seis meses a dos años, multa de diez a catorce meses e inhabilitación 
especial para profesión u oficio por tiempo de uno a dos años el que, contraviniendo las leyes u otras disposiciones de 
carácter general protectoras del medio ambiente, provoque o realice directa o indirectamente emisiones, vertidos, 
radiaciones, extracciones o excavaciones, aterramientos, ruidos, vibraciones, inyecciones o depósitos, en la atmósfera, 
el suelo, el subsuelo o las aguas terrestres, subterráneas o marítimas, incluido el alta mar, con incidencia incluso en los 
espacios transfronterizos, así como las captaciones de aguas que, por sí mismos o conjuntamente con otros, cause o 
pueda causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas. 

2. Si las anteriores conductas, por sí mismas o conjuntamente con otras, pudieran perjudicar gravemente el equilibrio 
de los sistemas naturales, se impondrá una pena de prisión de dos a cinco años, multa de ocho a veinticuatro meses e 
inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de uno a tres años. 

Si se hubiera creado un riesgo de grave perjuicio para la salud de las personas, se impondrá la pena de prisión en su 
mitad superior, pudiéndose llegar hasta la superior en grado. 

Artículo 326. 

1. Serán castigados con las penas previstas en el artículo anterior, en sus respectivos supuestos, quienes, contraviniendo 
las leyes u otras disposiciones de carácter general, recojan, transporten, valoricen, transformen, eliminen o aprovechen 
residuos, o no controlen o vigilen adecuadamente tales actividades, de modo que causen o puedan causar daños 
sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, o a animales o plantas, muerte o lesiones graves a personas, 
o puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. 

2. Quien, fuera del supuesto a que se refiere el apartado anterior, traslade una cantidad no desdeñable de residuos, 
tanto en el caso de uno como en el de varios traslados que aparezcan vinculados, en alguno de los supuestos a que se 
refiere el Derecho de la Unión Europea relativo a los traslados de residuos, será castigado con una pena de tres meses 
a un año de prisión, o multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación especial para profesión u oficio por tiempo de 
tres meses a un año. 
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Artículo 326 bis. 

Serán castigados con las penas previstas en el artículo 325, en sus respectivos supuestos, quienes, contraviniendo las 
leyes u otras disposiciones de carácter general, lleven a cabo la explotación de instalaciones en las que se realice una 
actividad peligrosa o en las que se almacenen o utilicen sustancias o preparados peligrosos de modo que causen o 
puedan causar daños sustanciales a la calidad del aire, del suelo o de las aguas, a animales o plantas, muerte o lesiones 
graves a las personas, o puedan perjudicar gravemente el equilibrio de los sistemas naturales. 

Artículo 327. 

Los hechos a los que se refieren los tres artículos anteriores serán castigados con la pena superior en grado, sin perjuicio 
de las que puedan corresponder con arreglo a otros preceptos de este Código, cuando en la comisión de cualquiera de 
los hechos descritos en el artículo anterior concurra alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Que la industria o actividad funcione clandestinamente, sin haber obtenido la preceptiva autorización o 
aprobación administrativa de sus instalaciones. 

b) Que se hayan desobedecido las órdenes expresas de la autoridad administrativa de corrección o suspensión de 
las actividades tipificadas en el artículo anterior. 

c) Que se haya falseado u ocultado información sobre los aspectos ambientales de la misma. 

d) Que se haya obstaculizado la actividad inspectora de la Administración. 

e) Que se haya producido un riesgo de deterioro irreversible o catastrófico. 

f) Que se produzca una extracción ilegal de aguas en período de restricciones. 

Artículo 328. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del perjuicio causado cuando la cantidad resultante fuese 
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de 
libertad. 

b) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del perjuicio causado si la cantidad resultante fuese más 
elevada, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XVIII. DELITOS RELATIVOS A LA ENERGÍA NUCLEAR Y A LAS RADIACIONES IONIZANTES. 

Artículo 343. 

1. El que mediante el vertido, la emisión o la introducción en el aire, el suelo o las aguas de una cantidad de materiales 
o de radiaciones ionizantes, o la exposición por cualquier otro medio a dichas radiaciones ponga en peligro la vida, 
integridad, salud o bienes de una o varias personas, será sancionado con la pena de prisión de seis a doce años e 
inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de seis a diez años. La misma pena se 
impondrá cuando mediante esta conducta se ponga en peligro la calidad del aire, del suelo o de las aguas o a animales 
o plantas. 
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2. Cuando con ocasión de la conducta descrita en el apartado anterior se produjere, además del riesgo prevenido, un 
resultado lesivo constitutivo de delito, cualquiera que sea su gravedad, los jueces o tribunales apreciarán tan sólo la 
infracción más gravemente penada, aplicando la pena en su mitad superior. 

3. Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
recogidos en este artículo, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XIX. DELITOS DE RIESGO PROVOCADOS POR EXPLOSIVOS. 

Artículo 348. 

1. Los que en la fabricación, manipulación, transporte, tenencia o comercialización de explosivos, sustancias inflamables 
o corrosivas, tóxicas y asfixiantes, o cualesquiera otras materias, aparatos o artificios que puedan causar estragos, 
contravinieran las normas de seguridad establecidas, poniendo en concreto peligro la vida, la integridad física o la salud 
de las personas, o el medio ambiente, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a tres años, multa de doce 
a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de seis a doce 
años. Las mismas penas se impondrán a quien, de forma ilegal, produzca, importe, exporte, comercialice o utilice 
sustancias destructoras del ozono. 

2. Los responsables de la vigilancia, control y utilización de explosivos que puedan causar estragos que, contraviniendo 
la normativa en materia de explosivos, hayan facilitado su efectiva pérdida o sustracción serán castigados con las penas 
de prisión de seis meses a tres años, multa de doce a veinticuatro meses e inhabilitación especial para empleo o cargo 
público, profesión u oficio de seis a doce años. 

3. En los supuestos recogidos en los apartados anteriores, cuando de los hechos fuera responsable una persona jurídica 
de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis de este Código, se le impondrá la pena de multa de uno a tres años, 
salvo que, acreditado el perjuicio producido, su importe fuera mayor, en cuyo caso la multa será del doble al cuádruple 
del montante de dicho perjuicio. Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán 
asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Las penas establecidas en los apartados anteriores se impondrán en su mitad superior cuando se trate de los directores, 
administradores o encargados de la sociedad, empresa, organización o explotación. 

4. Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a un año, multa de seis a doce meses e inhabilitación especial 
para empleo o cargo público, profesión u oficio por tiempo de tres a seis años los responsables de las fábricas, talleres, 
medios de transporte, depósitos y demás establecimientos relativos a explosivos que puedan causar estragos, cuando 
incurran en alguna o algunas de las siguientes conductas: 

a) Obstaculizar la actividad inspectora de la Administración en materia de seguridad de explosivos. 

b) Falsear u ocultar a la Administración información relevante sobre el cumplimiento de las medidas de seguridad 
obligatorias relativas a explosivos. 

c) Desobedecer las órdenes expresas de la Administración encaminadas a subsanar las anomalías graves 
detectadas en materia de seguridad de explosivos. 
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XX. DELITOS CONTRA LA SALUD PÚBLICA. 

Artículo 362. 

1. Será castigado con una pena de prisión de seis meses a cuatro años, multa de seis a dieciocho meses e inhabilitación 
especial para profesión u oficio de uno a tres años, el que elabore o produzca, 

a) un medicamento, incluidos los de uso humano y veterinario, así como los medicamentos en investigación; o una 
sustancia activa o un excipiente de dicho medicamento; 

b) un producto sanitario, así como los accesorios, elementos o materiales que sean esenciales para su integridad; 

de modo que se presente engañosamente: su identidad, incluidos, en su caso, el envase y etiquetado, la fecha de 
caducidad, el nombre o composición de cualquiera de sus componentes, o, en su caso, la dosificación de los mismos; su 
origen, incluidos el fabricante, el país de fabricación, el país de origen y el titular de la autorización de comercialización 
o de los documentos de conformidad; datos relativos al cumplimiento de requisitos o exigencias legales, licencias, 
documentos de conformidad o autorizaciones; o su historial, incluidos los registros y documentos relativos a los canales 
de distribución empleados, siempre que estuvieran destinados al consumo público o al uso por terceras personas, y 
generen un riesgo para la vida o la salud de las personas. 

2. Las mismas penas se impondrán a quien altere, al fabricarlo o elaborarlo o en un momento posterior, la cantidad, la 
dosis, la caducidad o la composición genuina, según lo autorizado o declarado, de cualquiera de los medicamentos, 
sustancias, excipientes, productos sanitarios, accesorios, elementos o materiales mencionados en el apartado anterior, 
de un modo que reduzca su seguridad, eficacia o calidad, generando un riesgo para la vida o la salud de las personas. 

Artículo 362 ter. 

El que elabore cualquier documento falso o de contenido mendaz referido a cualquiera de los medicamentos, sustancias 
activas, excipientes, productos sanitarios, accesorios, elementos o materiales a que se refiere el apartado 1 del artículo 
362, incluidos su envase, etiquetado y modo de empleo, para cometer o facilitar la comisión de uno de los delitos del 
artículo 362, será castigado con la pena de seis meses a dos años de prisión, multa de seis a doce meses e inhabilitación 
especial para profesión u oficio de seis meses a dos años. 

Artículo 364. 

1. El que adulterare con aditivos u otros agentes no autorizados susceptibles de causar daños a la salud de las personas 
los alimentos, sustancias o bebidas destinadas al comercio alimentario, será castigado con las penas del artículo anterior. 
Si el reo fuera el propietario o el responsable de producción de una fábrica de productos alimenticios, se le impondrá, 
además, la pena de inhabilitación especial para profesión, oficio, industria o comercio de seis a diez años. 

2. Se impondrá la misma pena al que realice cualquiera de las siguientes conductas: 

1º. Administrar a los animales cuyas carnes o productos se destinen al consumo humano sustancias no permitidas 
que generen riesgo para la salud de las personas, o en dosis superiores o para fines distintos a los autorizados. 

2º. Sacrificar animales de abasto o destinar sus productos al consumo humano, sabiendo que se les ha 
administrado las sustancias mencionadas en el número anterior. 

3º. Sacrificar animales de abasto a los que se hayan aplicado tratamientos terapéuticos mediante sustancias de 
las referidas en el apartado 1.º 

4º. Despachar al consumo público las carnes o productos de los animales de abasto sin respetar los períodos de 
espera en su caso reglamentariamente previstos. 
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Artículo 366. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en los artículos anteriores de este Capítulo, se le impondrá una pena de multa de uno a tres años, o del doble al quíntuplo 
del valor de las sustancias y productos a que se refieren los artículos 359 y siguientes, o del beneficio que se hubiera 
obtenido o podido obtener, aplicándose la cantidad que resulte más elevada. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

Artículo 368. 

Los que ejecuten actos de cultivo, elaboración o tráfico, o de otro modo promuevan, favorezcan o faciliten el consumo 
ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, o las posean con aquellos fines, serán castigados 
con las penas de prisión de tres a seis años y multa del tanto al triplo del valor de la droga objeto del delito si se tratare 
de sustancias o productos que causen grave daño a la salud, y de prisión de uno a tres años y multa del tanto al duplo 
en los demás casos. 

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los tribunales podrán imponer la pena inferior en grado a las señaladas 
en atención a la escasa entidad del hecho y a las circunstancias personales del culpable. No se podrá hacer uso de esta 
facultad si concurriere alguna de las circunstancias a que se hace referencia en los artículos 369 bis y 370. 

Artículo 369. 

1. Se impondrán las penas superiores en grado a las señaladas en el artículo anterior y multa del tanto al cuádruplo 
cuando concurran alguna de las siguientes circunstancias: 

1º. El culpable fuere autoridad, funcionario público, facultativo, trabajador social, docente o educador y obrase en 
el ejercicio de su cargo, profesión u oficio. 

2º. El culpable participare en otras actividades organizadas o cuya ejecución se vea facilitada por la comisión del 
delito. 

3º. Los hechos fueren realizados en establecimientos abiertos al público por los responsables o empleados de los 
mismos. 

4º. Las sustancias a que se refiere el artículo anterior se faciliten a menores de 18 años, a disminuidos psíquicos o 
a personas sometidas a tratamiento de deshabituación o rehabilitación. 

5º. Fuere de notoria importancia la cantidad de las citadas sustancias objeto de las conductas a que se refiere el 
artículo anterior. 

6º. Las referidas sustancias se adulteren, manipulen o mezclen entre sí o con otras, incrementando el posible daño 
a la salud. 

7º. Las conductas descritas en el artículo anterior tengan lugar en centros docentes, en centros, establecimientos 
o unidades militares, en establecimientos penitenciarios o en centros de deshabituación o rehabilitación, o en sus 
proximidades. 

8º. El culpable empleare violencia o exhibiere o hiciese uso de armas para cometer el hecho. 

Artículo 369 bis. 

Cuando los hechos descritos en el artículo 368 se hayan realizado por quienes pertenecieren a una organización 
delictiva, se impondrán las penas de prisión de nueve a doce años y multa del tanto al cuádruplo del valor de la droga si 
se tratara de sustancias y productos que causen grave daño a la salud y de prisión de cuatro años y seis meses a diez 
años y la misma multa en los demás casos. 
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A los jefes, encargados o administradores de la organización se les impondrán las penas superiores en grado a las 
señaladas en el párrafo primero. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en los dos artículos anteriores, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese 
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años. 

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del valor de la droga cuando la cantidad resultante fuese 
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de dos años no incluida 
en el anterior inciso. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

 

XXI. DELITOS DE LA FALSIFICACIÓN DE MONEDA Y EFECTOS TIMBRADOS 

Artículo 386. 

1. Será castigado con la pena de prisión de ocho a doce años y multa del tanto al décuplo del valor aparente de la 
moneda: 

1º El que altere la moneda o fabrique moneda falsa. 

2º El que introduzca en el país o exporte moneda falsa o alterada. 

3º El que transporte, expenda o distribuya moneda falsa o alterada con conocimiento de su falsedad. 

2. Si la moneda falsa fuera puesta en circulación se impondrá la pena en su mitad superior. 

La tenencia, recepción u obtención de moneda falsa para su expedición o distribución o puesta en circulación será 
castigada con la pena inferior en uno o dos grados, atendiendo al valor de aquélla y al grado de connivencia con el 
falsificador, alterador, introductor o exportador. 

3. El que habiendo recibido de buena fe moneda falsa la expenda o distribuya después de constarle su falsedad será 
castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a veinticuatro meses. No obstante, si el valor 
aparente de la moneda no excediera de 400 euros, se impondrá la pena de multa de uno a tres meses. 

4. Si el culpable perteneciere a una sociedad, organización o asociación, incluso de carácter transitorio, que se dedicare 
a la realización de estas actividades, el juez o tribunal podrá imponer alguna o algunas de las consecuencias previstas 
en el artículo 129 de este Código. 

5. Cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis, una persona jurídica sea responsable de los anteriores 
delitos, se le impondrá la pena de multa del triple al décuplo del valor aparente de la moneda. 

Artículo 387. 

A los efectos del artículo anterior, se entiende por moneda la metálica y el papel moneda de curso legal y aquella que 
previsiblemente será puesta en curso legal. Se equipararán a la moneda nacional las de otros países de la Unión Europea 
y las extranjeras. 
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Se tendrá igualmente por moneda falsa aquella que, pese a ser realizada en las instalaciones y con los materiales legales, 
se realiza incumpliendo, a sabiendas, las condiciones de emisión que hubiere puesto la autoridad competente o cuando 
se emita no existiendo orden de emisión alguna. 

Artículo 388. 

La condena de un Tribunal extranjero, impuesta por delito de la misma naturaleza de los comprendidos en este capítulo, 
será equiparada a las sentencias de los Jueces o Tribunales españoles a los efectos de reincidencia, salvo que el 
antecedente penal haya sido cancelado o pudiese serlo con arreglo al Derecho español. 

Artículo 389. 

El que falsificare o expendiere, en connivencia con el falsificador, sellos de correos o efectos timbrados, o los introdujera 
en España conociendo su falsedad, será castigado con la pena de prisión de seis meses a tres años. 

Artículo 399 bis. 

El adquirente de buena fe de sellos de correos o efectos timbrados que, conociendo su falsedad, los distribuyera o 
utilizará será castigado con la pena de prisión de tres a seis meses o multa de seis a veinticuatro meses. No obstante, si 
el valor aparente de los sellos o efectos timbrados no excediera de 400 euros, se impondrá la pena de multa de uno a 
tres meses. 

 

XXII. COHECHO. 

Artículo 424. 

1. El particular que ofreciere o entregare dádiva o retribución de cualquier otra clase a una autoridad, funcionario público 
o persona que participe en el ejercicio de la función pública para que realice un acto contrario a los deberes inherentes 
a su cargo o un acto propio de su cargo, para que no realice o retrase el que debiera practicar, o en consideración a su 
cargo o función, será castigado en sus respectivos casos, con las mismas penas de prisión y multa que la autoridad, 
funcionario o persona corrompida. 

2. Cuando un particular entregare la dádiva o retribución atendiendo la solicitud de la autoridad, funcionario público o 
persona que participe en el ejercicio de la función pública, se le impondrán las mismas penas de prisión y multa que a 
ellos les correspondan. 

3. Si la actuación conseguida o pretendida de la autoridad o funcionario tuviere relación con un procedimiento de 
contratación, de subvenciones o de subastas convocados por las Administraciones o entes públicos, se impondrá al 
particular y, en su caso, a la sociedad, asociación u organización a que representare la pena de inhabilitación para 
obtener subvenciones y ayudas públicas, para contratar con entes, organismos o entidades que formen parte del sector 
público y para gozar de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por un tiempo de cinco a diez años. 

Artículo 427 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en este Capítulo, se le impondrán las siguientes penas: 

a) Multa de dos a cinco años, o del triple al quíntuple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese 
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más de cinco años. 

b) Multa de uno a tres años, o del doble al cuádruple del beneficio obtenido cuando la cantidad resultante fuese 
más elevada, si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años de privación de 
libertad no incluida en el anterior inciso. 
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c) Multa de seis meses a dos años, o del doble al triple del beneficio obtenido si la cantidad resultante fuese más 
elevada, en el resto de los casos. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XXIII. TRÁFICO DE INFLUENCIAS. 

Artículo 429. 

El particular que influyere en un funcionario público o autoridad prevaliéndose de cualquier situación derivada de su 
relación personal con éste o con otro funcionario público o autoridad para conseguir una resolución que le pueda generar 
directa o indirectamente un beneficio económico para sí o para un tercero, será castigado con las penas de prisión de 
seis meses a dos años, multa del tanto al duplo del beneficio perseguido u obtenido, y prohibición de contratar con el 
sector público, así como la pérdida de la posibilidad de obtener subvenciones o ayudas públicas y del derecho a gozar 
de beneficios o incentivos fiscales y de la Seguridad Social por tiempo de seis a diez años. Si obtuviere el beneficio 
perseguido, estas penas se impondrán en su mitad superior. 

 

Artículo 430. 

Los que, ofreciéndose a realizar las conductas descritas en los dos artículos anteriores, solicitaren de terceros dádivas, 
presentes o cualquier otra remuneración, o aceptaren ofrecimiento o promesa, serán castigados con la pena de prisión 
de seis meses a un año. Si el delito fuere cometido por autoridad o funcionario público se le impondrá, además, la pena 
de inhabilitación especial para cargo o empleo público y para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo por tiempo de 
uno a cuatro años. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos recogidos 
en este Capítulo, se le impondrá la pena de multa de seis meses a dos años. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
recogidas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XXIV. DELITOS CONTRA EL EJERCICIO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES Y LIBERTADES PÚBLICAS. 

Artículo 510. 

1. Serán castigados con una pena de prisión de uno a cuatro años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes públicamente fomenten, promuevan o inciten directa o indirectamente al odio, hostilidad, 
discriminación o violencia contra un grupo, una parte del mismo o contra una persona determinada por razón de su 
pertenencia a aquél, por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación 
familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad 
sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad. 

b) Quienes produzcan, elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, 
distribuyan, difundan o vendan escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos 
para fomentar, promover, o incitar directa o indirectamente al odio, hostilidad, discriminación o violencia contra un 
grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia a aquél, por motivos racistas, 
antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a 
una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad 
o discapacidad. 



 

Anexos 33 
 

c) Públicamente nieguen, trivialicen gravemente o enaltezcan los delitos de genocidio, de lesa humanidad o contra 
las personas y bienes protegidos en caso de conflicto armado, o enaltezcan a sus autores, cuando se hubieran cometido 
contra un grupo o una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia al mismo, por 
motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, la situación familiar o la pertenencia 
de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de 
género, enfermedad o discapacidad, cuando de este modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, 
odio o discriminación contra los mismos. 

2. Serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años y multa de seis a doce meses: 

a) Quienes lesionen la dignidad de las personas mediante acciones que entrañen humillación, menosprecio o 
descrédito de alguno de los grupos a que se refiere el apartado anterior, o de una parte de los mismos, o de cualquier 
persona determinada por razón de su pertenencia a ellos por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la 
ideología, religión o creencias, situación familiar, la pertenencia de sus miembros a una etnia, raza o nación, su origen 
nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por razones de género, enfermedad o discapacidad, o produzcan, 
elaboren, posean con la finalidad de distribuir, faciliten a terceras personas el acceso, distribuyan, difundan o vendan 
escritos o cualquier otra clase de material o soportes que por su contenido sean idóneos para lesionar la dignidad de las 
personas por representar una grave humillación, menosprecio o descrédito de alguno de los grupos mencionados, de 
una parte de ellos, o de cualquier persona determinada por razón de su pertenencia a los mismos. 

b) Quienes enaltezcan o justifiquen por cualquier medio de expresión pública o de difusión los delitos que hubieran 
sido cometidos contra un grupo, una parte del mismo, o contra una persona determinada por razón de su pertenencia 
a aquél por motivos racistas, antisemitas u otros referentes a la ideología, religión o creencias, situación familiar, la 
pertenencia de sus miembros a una etnia, raza, nación, su origen nacional, su sexo, orientación o identidad sexual, por 
razones de género, enfermedad o discapacidad, o a quienes hayan participado en su ejecución. 

Los hechos serán castigados con una pena de uno a cuatro años de prisión y multa de seis a doce meses cuando de ese 
modo se promueva o favorezca un clima de violencia, hostilidad, odio o discriminación contra los mencionados grupos. 

[…] 

Artículo 510 bis. 

Cuando de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis una persona jurídica sea responsable de los delitos 
comprendidos en los dos artículos anteriores, se le impondrá la pena de multa de dos a cinco años. Atendidas las reglas 
establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas recogidas en las letras b) a 
g) del apartado 7 del artículo 33. 

En este caso será igualmente aplicable lo dispuesto en el número 3 del artículo 510 del Código Penal. 

 

XXV. DELITO DE TERRORISMO. 

Artículo 576. 

1. Será castigado con la pena de prisión de cinco a diez años y multa del triple al quíntuplo de su valor el que, por 
cualquier medio, directa o indirectamente, recabe, adquiera, posea, utilice, convierta, transmita o realice cualquier otra 
actividad con bienes o valores de cualquier clase con la intención de que se utilicen, o a sabiendas de que serán utilizados, 
en todo o en parte, para cometer cualquiera de los delitos comprendidos en este Capítulo. 

2. Si los bienes o valores se pusieran efectivamente a disposición del responsable del delito de terrorismo, se podrá 
imponer la pena superior en grado. Si llegaran a ser empleados para la ejecución de actos terroristas concretos, el hecho 
se castigará como coautoría o complicidad, según los casos. 

3. En el caso de que la conducta a que se refiere el apartado 1 se hubiera llevado a cabo atentando contra el patrimonio, 
cometiendo extorsión, falsedad documental o mediante la comisión de cualquier otro delito, éstos se castigarán con la 
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pena superior en grado a la que les corresponda, sin perjuicio de imponer además la que proceda conforme a los 
apartados anteriores. 

4. El que estando específicamente sujeto por la ley a colaborar con la autoridad en la prevención de las actividades de 
financiación del terrorismo dé lugar, por imprudencia grave en el cumplimiento de dichas obligaciones, a que no sea 
detectada o impedida cualquiera de las conductas descritas en el apartado 1 será castigado con la pena inferior en uno 
o dos grados a la prevista en él. 

5. Cuando, de acuerdo con lo establecido en el artículo 31 bis, una persona jurídica sea responsable de los delitos 
tipificados en este artículo se le impondrán las siguientes penas:  

a) Multa de dos a cinco años si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de prisión de más 
de cinco años. 

b) Multa de uno a tres años si el delito cometido por la persona física tiene prevista una pena de más de dos años 
de privación de libertad no incluida en la letra anterior. 

Atendidas las reglas establecidas en el artículo 66 bis, los jueces y tribunales podrán asimismo imponer las penas 
previstas en las letras b) a g) del apartado 7 del artículo 33. 

 

XXVI. DE LOS DELITOS CONTRA LOS DERECHOS DE LOS TRABAJADORES. 

Artículo 311. 

Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a seis años y multa de seis a doce meses: 

1.º Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, impongan a los trabajadores a su servicio 
condiciones laborales o de Seguridad Social que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tengan 
reconocidos por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual. 

2.º Los que den ocupación simultáneamente a una pluralidad de trabajadores sin comunicar su alta en el régimen 
de la Seguridad Social que corresponda o, en su caso, sin haber obtenido la correspondiente autorización de 
trabajo, siempre que el número de trabajadores afectados sea al menos de: 

a) el veinticinco por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más de cien trabajadores, 

b) el cincuenta por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más de diez trabajadores y no más 
de cien, o 

c) la totalidad de los mismos, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a más de cinco y no más de diez 
trabajadores. 

3.º Los que en el supuesto de transmisión de empresas, con conocimiento de los procedimientos descritos en los 
apartados anteriores, mantengan las referidas condiciones impuestas por otro. 

4.º Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores se llevaren a cabo con violencia o intimidación se impondrán 
las penas superiores en grado. 

Artículo 312. 

1. Serán castigados con las penas de prisión de dos a cinco años y multa de seis a doce meses, los que trafiquen de 
manera ilegal con mano de obra. 



 

Anexos 35 
 

2. En la misma pena incurrirán quienes recluten personas o las determinen a abandonar su puesto de trabajo ofreciendo 
empleo o condiciones de trabajo engañosas o falsas, y quienes empleen a súbditos extranjeros sin permiso de trabajo en 
condiciones que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tuviesen reconocidos por disposiciones legales, 
convenios colectivos o contrato individual. 

Artículo 313. 

El que determinare o favoreciere la emigración de alguna persona a otro país simulando contrato o colocación, o usando 
de otro engaño semejante, será castigado con la pena prevista en el artículo anterior. 

Artículo 314. 

Los que produzcan una grave discriminación en el empleo, público o privado, contra alguna persona por razón de su 
ideología, religión o creencias, su pertenencia a una etnia, raza o nación, su sexo, orientación sexual, situación familiar, 
enfermedad o discapacidad, por ostentar la representación legal o sindical de los trabajadores, por el parentesco con 
otros trabajadores de la empresa o por el uso de alguna de las lenguas oficiales dentro del Estado español, y no 
restablezcan la situación de igualdad ante la ley tras requerimiento o sanción administrativa, reparando los daños 
económicos que se hayan derivado, serán castigados con la pena de prisión de seis meses a dos años o multa de 12 a 
24 meses. 

Artículo 315. 

1. Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a dos años o multa de seis a doce meses los que, mediante 
engaño o abuso de situación de necesidad, impidieren o limitaren el ejercicio de la libertad sindical o el derecho de 
huelga. 

2. Si las conductas reseñadas en el apartado anterior se llevaren a cabo con coacciones serán castigadas con la pena 
de prisión de un año y nueve meses hasta tres años o con la pena de multa de dieciocho meses a veinticuatro meses. 

3. Quienes actuando en grupo o individualmente, pero de acuerdo con otros, coaccionen a otras personas a iniciar o 
continuar una huelga, serán castigados con la pena de prisión de un año y nueve meses hasta tres años o con la pena 
de multa de dieciocho meses a veinticuatro meses. 

Artículo 316. 

Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no faciliten los 
medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene 
adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física, serán castigados con las penas 
de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses. 

Artículo 318. 

Cuando los hechos previstos en los artículos de este título se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la pena 
señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los mismos y a quienes, 
conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado medidas para ello. En estos supuestos la autoridad judicial 
podrá decretar, además, alguna o algunas de las medidas previstas en el artículo 129 de este Código. 

XXVII. DELITO DE CONTRABANDO. 

Artículo 2, de la Ley Orgánica 12/1995, de 12 de diciembre, de Represión del Contrabando. 

Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a seis años y multa de seis a doce meses: 

1. Cometen delito de contrabando, siempre que el valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos sea igual o superior 
a 150.000 euros, los que realicen alguno de los siguientes hechos: 
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c) Importen o exporten mercancías de lícito comercio sin presentarlas para su despacho en las oficinas de aduanas 
o en los lugares habilitados por la Administración aduanera. 

La ocultación o sustracción de cualquier clase de mercancías a la acción de la Administración aduanera dentro de los 
recintos o lugares habilitados equivaldrá a la no presentación. 

d) Realicen operaciones de comercio, tenencia o circulación de mercancías no comunitarias de lícito comercio sin 
cumplir los requisitos legalmente establecidos para acreditar su lícita importación. 

e) Destinen al consumo las mercancías en tránsito con incumplimiento de la normativa reguladora de este régimen 
aduanero, establecida en los artículos 62, 63, 103, 136, 140, 143, 144, 145, 146 y 147 del Reglamento (CE) n.º 
450/2008, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero 
Comunitario (Código Aduanero Modernizado), y sus disposiciones de aplicación, así como en el Convenio TIR de 14 de 
noviembre de 1975. 

f) Importen o exporten, mercancías sujetas a medida de política comercial sin cumplir las disposiciones vigentes 
aplicables; o cuando la operación estuviera sujeta a una previa autorización administrativa y ésta fuese obtenida bien 
mediante su solicitud con datos o documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de tales productos, 
o bien de cualquier otro modo ilícito. 

g) e) Obtengan, o pretendan obtener, mediante alegación de causa falsa o de cualquier otro modo ilícito, el levante 
definido de conformidad con lo establecido en el artículo 123 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código 
Aduanero Modernizado), y sus disposiciones de aplicación o la autorización para los actos a que se refieren los apartados 
anteriores. 

h) Conduzcan en buque de porte menor que el permitido por los reglamentos, salvo autorización para ello, 
mercancías no comunitarias en cualquier puerto o lugar de las costas no habilitado a efectos aduaneros, o en cualquier 
punto de las aguas interiores o del mar territorial español o zona contigua. 

i) Alijen o transborden de un buque clandestinamente cualquier clase de mercancías, géneros o efectos dentro de 
las aguas interiores o del mar territorial español o zona contigua, o en las circunstancias previstas por el artículo 111 de 
la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar, hecha en Montego Bay, Jamaica, el 10 de diciembre de 
1982. 

2. Cometen delito de contrabando, siempre que el valor de los bienes, mercancías, géneros o efectos sea igual o superior 
a 50.000 euros, los que realicen alguno de los siguientes hechos: 

a) Exporten o expidan bienes que integren el Patrimonio Histórico Español sin la autorización de la Administración 
competente cuando ésta sea necesaria, o habiéndola obtenido bien mediante su solicitud con datos o documentos falsos 
en relación con la naturaleza o el destino último de tales productos o bien de cualquier otro modo ilícito. 

b) Realicen operaciones de importación, exportación, comercio, tenencia, circulación de: 

- Géneros estancados o prohibidos, incluyendo su producción o rehabilitación, sin cumplir los requisitos 
establecidos en las leyes. 

- Especímenes de fauna y flora silvestres y sus partes y productos, de especies recogidas en el Convenio de 
Washington, de 3 de marzo de 1973, o en el Reglamento (CE) n.º 338/1997 del Consejo, de 9 de diciembre de 1996, 
sin cumplir los requisitos legalmente establecidos. 

c) Importen, exporten, introduzcan, expidan o realicen cualquier otra operación sujeta al control previsto en la 
normativa correspondiente referido a las mercancías sometidas al mismo por alguna de las disposiciones siguientes: 

1º La normativa reguladora del comercio exterior de material de defensa, de otro material o de productos y 
tecnologías de doble uso sin la autorización a la que hace referencia el capítulo II de la Ley 53/2007, o habiéndola 
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obtenido bien mediante su solicitud con datos o documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de 
tales productos o bien de cualquier otro modo ilícito. 

2º El Reglamento (CE) n.º 1236/2005 del Consejo, de 27 de junio de 2005, sobre el comercio de determinados 
productos que pueden utilizarse para aplicar la pena de muerte o infligir tortura u otros tratos o penas crueles, 
inhumanos o degradantes con productos incluidos en el anexo III del citado Reglamento, sin la autorización a la que 
hace referencia el capítulo II de la Ley 53/2007, o habiéndola obtenido bien mediante su solicitud con datos o 
documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino último de tales productos o bien de cualquier otro modo 
ilícito 

3º La normativa reguladora del comercio exterior de precursores de drogas sin las autorizaciones a las que se 
refiere el Reglamento (CE) n.º 111/2005 del Consejo, de 22 de diciembre de 2004, por el que se establecen normas 
para la vigilancia del comercio de precursores de drogas entre la Comunidad y terceros países, o habiéndolas obtenido 
bien mediante su solicitud con datos o documentos falsos en relación con la naturaleza o el destino de tales productos 
o bien de cualquier otro modo ilícito. 

d) Obtengan, o pretendan obtener, mediante alegación de causa falsa o de cualquier otro modo ilícito, el levante 
definido de conformidad con lo establecido en el artículo 123 del Reglamento (CE) n.º 450/2008, del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 23 de abril de 2008, por el que se establece el Código Aduanero Comunitario (Código 
Aduanero Modernizado), y sus disposiciones de aplicación. 

3. Cometen, asimismo, delito de contrabando quienes realicen alguno de los hechos descritos en los apartados 1 y 2 de 
este artículo, si concurre alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Cuando el objeto del contrabando sean drogas tóxicas, estupefacientes, sustancias psicotrópicas, armas, 
explosivos, agentes biológicos o toxinas, sustancias químicas tóxicas y sus precursores, o cualesquiera otros bienes cuya 
tenencia constituya delito, o cuando el contrabando se realice a través de una organización, con independencia del valor 
de los bienes, mercancías o géneros. 

b) Cuando se trate de labores de tabaco cuyo valor sea igual o superior a 15.000 euros. 

4. También comete delito de contrabando quien, en ejecución de un plan preconcebido o aprovechando idéntica ocasión, 
realizare una pluralidad de acciones u omisiones previstas en los apartados 1 y 2 de este artículo en las que el valor de 
los bienes, mercancías, géneros o efectos aisladamente considerados no alcance los límites cuantitativos de 150.000, 
50.000 ó 15.000 euros establecidos en los apartados anteriores de este artículo, pero cuyo valor acumulado sea igual 
o superior a dichos importes. 

5. Las anteriores conductas serán igualmente punibles cuando se cometan por imprudencia grave. 

6. Las personas jurídicas serán penalmente responsables en relación con los delitos tipificados en los apartados 
anteriores cuando en la acción u omisión en ellos descritas concurran las circunstancias previstas en el artículo 31 bis 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de diciembre, del Código Penal y en las condiciones en él establecidas. 

7. Asimismo, cuando el delito se cometa en el seno, en colaboración, a través o por medio de empresas, organizaciones, 
grupos, entidades o agrupaciones carentes de personalidad jurídica, le será de aplicación lo previsto en el artículo 129 
de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de diciembre, del Código Penal. 
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